8
96

REPÚBLICA DE CHILE




DIARIO DE SESIONES DEL SENADO

PUBLICACIÓN OFICIAL

LEGISLATURA 355ª
Sesión 8ª, en miércoles 4 de abril de 2007
Ordinaria

(De 16:17 a 19:35)

PRESIDENCIA DEL SEÑOR EDUARDO FREI RUIZ-TAGLE, PRESIDENTE
SECRETARIOS, LOS SEÑORES CARLOS HOFFMANN CONTRERAS, TITULAR,
Y JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA, SUBROGANTE
____________________

Í N D I C E

Versión Taquigráfica


Pág.

I.
ASISTENCIA.........................................................................................................


II.
APERTURA DE LA SESIÓN...............................................................................

III.
TRAMITACIÓN DE ACTAS..........................................................................….

IV.
CUENTA...............................................................................................................
V. ORDEN DEL DÍA:

Observaciones del Ejecutivo, en segundo trámite constitucional, al proyecto que modifica el DFL. Nº 2, de 1998, de Educación, sobre Subvenciones a Establecimientos Educacionales, y otros cuerpos legales (3953-04) (vuelve a Comisión para nuevo informe)………..

Oficio de S. E. la Presidenta de la República mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar a don Ramiro Mendoza Zúñiga en el cargo de Contralor General de la República (S 950-05) (se aprueba solicitud)……..

VI. INCIDENTES:

Peticiones de oficios (se anuncia su envío)………………………………..

Prohibición israelí de ingreso de ciudadana chilena a Palestina (observaciones del señor Navarro)…………………

Reflexiones sobre Declaración de Tifariti. Comunicaciones (observaciones del señor Navarro)…………………

Solicitud de antecedentes sobre acusación contra ejecutivo de Metalpar por presunto contrabando. Oficio (observaciones del señor Navarro)………

Acceso de Estado a software libre y neutralidad tecnológica. Oficios (observaciones del señor Navarro)…………………

Retraso en definición de norma sobre televisión digital. Oficios (observaciones del señor Navarro)…………………

A n e x o s

ACTAS APROBADAS:

Sesión 4ª, ordinaria, en martes 20 de marzo de 2007……………….

Sesión 5ª, ordinaria, en miércoles 21 de marzo de 2007……………….

DOCUMENTOS:

1.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Acuerdo entre Chile y Jamaica sobre Supresión de Visa para Titulares de Pasaportes Diplomáticos y Oficiales (4736-10)………..

2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.496, sobre protección de derechos de consumidores en lo relativo a publicidad engañosa por parte de proveedores de “banda ancha”, y que establece obligación de publicar una “velocidad mínima garantizada” en acceso a Internet (4532-03 y 4671-03, refundidos)……………

3.- Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores recaído en el proyecto que aprueba el Acuerdo sobre beneficio de litigar sin gastos y asistencia jurídica gratuita entre Estados Parte del MERCOSUR, Bolivia y Chile (4173-10)………

4.- Moción del señor Bianchi, mediante la cual inicia un proyecto que modifica el artículo 139 del DFL. Nº 4, de Economía, con  el fin de impedir cobro a usuarios de energía eléctrica de costos de mantenimiento asociados a servicio de distribución de dicha energía (4960-03)………..

5.- Informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recaído en el oficio de S. E. la Presidenta de la República por el que solicita designar como Contralor General de la República al señor Ramiro Mendoza Zúñiga (S 950-05)…………………………..

VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, los señores Ministros del Interior, don Belisario Velasco  Barahona; Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney; Secretario General de Gobierno, don Ricardo Lagos Weber; la señora Ministra de Educación, doña Yasna Provoste Campillay, y los señores Ministros de Justicia, don Carlos Maldonado Curtis, y del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade Lara.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:17, en presencia de 18 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 4ª y 5ª, ordinarias, en 20 y 21 de marzo del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las Actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero informa que ha dado su aprobación al proyecto de acuerdo aprobatorio del Acuerdo entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y de Jamaica sobre Supresión de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos y Oficiales, suscrito el 9 de junio de 2006, en Kingston, Jamaica (boletín Nº 4.736-10) (Véase en los Anexos, documento 1)


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Con el segundo comunica que ha prestado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que establece un marco legal para la constitución y operación de sociedades de garantía recíproca (boletín Nº 3.627-03).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.



Con el último informa que ha dado su aprobación al proyecto que modifica la ley Nº 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, en lo relativo a la publicidad engañosa por parte de proveedores de “banda ancha”, y que establece la obligación de publicar una “velocidad mínima garantizada” en el acceso a Internet (boletines Nº 4.532-03 y 4.671-03, refundidos) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Economía.



Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia, por el que contesta dos oficios enviados en nombre del Honorable señor García, referidos a la factibilidad de crear un Ministerio de Turismo.



Del señor Subsecretario de Transportes, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable señor Navarro, sobre el proceso de licitación del servicio marítimo que conecta la isla Santa María con el continente. 



Del señor Superintendente de Servicios Sanitarios subrogante, por medio del cual da respuesta a un oficio cursado en nombre de los Honorables señores Allamand y Frei, relativo a los permisos que ha obtenido la empresa ESSAL para ejecutar obras en la planta elevadora de aguas servidas en el lago Ranco.



De la señora Intendenta de la Región del Biobío, por el que responde un oficio remitido en nombre del Honorable señor Navarro, en cuanto a la descarga de escombros en la desembocadura del río Andalién.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informe


De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Acuerdo sobre el beneficio de litigar sin gastos y la asistencia jurídica gratuita entre los Estados Parte del MERCOSUR, la República de Bolivia y la República de Chile”, suscrito en Florianápolis (boletín Nº 4.173-10) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Queda para tabla.
Moción



Del Honorable señor Bianchi, mediante la cual inicia un proyecto que modifica el artículo 139 del decreto con fuerza de ley Nº 4, de Economía, con el fin de impedir el cobro a los usuarios de energía eléctrica de los costos de mantenimiento asociados al servicio de distribución de dicha energía (boletín Nº 4.960-03) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Pasa a la Comisión de Economía.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la Cuenta.

V. ORDEN DEL DÍA


Modificación de DFL N° 2, de 1998, de educación, sobre subvenciones a establecimientos educacionales,

y de otros cuerpos legales. Veto

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Corresponde ocuparse en las observaciones de Su Excelencia la Presidenta de la República, en segundo trámite constitucional, recaídas en el proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, de Educación, sobre Subvenciones a Establecimientos Educacionales, y otros cuerpos legales, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (3953-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 18ª, en 17 de mayo de 2006.


En trámite de Comisión Mixta, sesión 58ª, en 4 de octubre de 2006.


Observaciones en segundo trámite, sesión 90ª, en 7 de marzo de 2007.


Informes de Comisión:


Educación, sesión 30ª, en 11 de julio de 2006.


Educación (segundo), sesión 50ª, en 6 de septiembre de 2006.


Hacienda, sesión 50ª, en 6 de septiembre de 2006.


Mixta, sesión 63ª, en 18 de octubre de 2006.


Educación (observaciones), sesión 6ª, en 3 de abril de 2007.


Discusión:



Sesiones 33ª, en 12 de julio de 2006 (se aprueba en general); 55ª, en 13 de septiembre de 2006 (se aprueba en particular); 63ª, en 18 de octubre de 2006 (se aprueba informe de Comisión Mixta).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Por oficio de 6 de marzo recién pasado, la Cámara de Diputados comunicó al Senado que había aprobado la totalidad de las observaciones presentadas por la Presidenta de la República.



La Comisión deja constancia de que se formularon tres observaciones al artículo 1º, que modifica, a su vez, el artículo 9º del decreto con fuerza de ley sobre subvenciones del Estado a establecimientos educacionales. Consisten en extender las inhabilidades contempladas en dicha disposición respecto del profesional dependiente de un sostenedor que realiza los diagnósticos o evaluaciones de los alumnos de un establecimiento por el cual este último percibe una subvención, y respecto de los socios, miembros, directores y representantes legales de un sostenedor que sea persona jurídica.



Las tres observaciones fueron aprobadas por 3 votos a favor (de los Honorables señores Gazmuri, Muñoz Aburto y Ruiz-Esquide), uno en contra (del Senador señor Chadwick) y una abstención (del Honorable señor Cantero).



De conformidad con el artículo 188 del Reglamento del Senado, las observaciones tienen discusión en general y en particular a la vez, cada una de ellas debe votarse separadamente y no se puede dividir la votación. 



Sus Señorías tienen en sus escritorios un boletín comparado que consigna el veto de Su Excelencia la Presidenta de la República y el texto que resultaría si se aprobara.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general y particular a la vez la observación número 1).

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Con relación al número 2 del artículo 1º del proyecto, se propone agregar, como inciso cuarto, nuevo, de la letra c) -ordenándose correlativamente los que se hallan a continuación-, el siguiente:



“Asimismo, regirá la inhabilidad del inciso anterior respecto del profesional dependiente de un sostenedor que realiza los diagnósticos o evaluaciones de los alumnos de ese establecimiento por los cuales ese sostenedor perciba subvención.”

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chadwick.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, deseo explicar las razones por las cuales voté en contra del veto en la Comisión, siendo coherente con mi posición durante el largo debate que tuvimos aquí en la Sala, cuando se acogió el proyecto de ley.



Considerar el veto en forma aislada puede mover a confusión y hacer pensar que quizá se refiere al establecimiento de un requisito muy específico, parcial, y que puede inspirarse en una correcta intención, pero en tal caso podemos olvidar lo que ha sido la iniciativa que aprobamos.



En efecto, ésta estableció distintos mecanismos de control para evitar cualquier hecho que pudiese poner en duda la idoneidad de los test o pruebas de aceptación en cuanto a los niños que se encuentren en una situación que amerite su ingreso a una escuela de carácter especial. Y quiero recordar algunos casos.



En primer lugar, se estableció que es un reglamento que dicta el Ministerio de Educación el que va a determinar requisitos, instrumentos y cómo deben ser las pruebas de diagnóstico. Es decir, ya tenemos un primer filtro -se lo encargamos al Ministerio, a través del reglamento- para precisar de qué forma se van a tener que hacer las pruebas o test de diagnóstico que decidirán si un niño necesita o no estar en una escuela especial.



En segundo lugar, se dispuso que los test o diagnósticos sólo pueden hacerlos profesionales competentes, idóneos, y se señaló que éstos tienen que inscribirse y ser aceptados en un registro especial que va a llevar la Secretaría Ministerial de Educación. Con ello se suma una segunda atribución para el Ministerio, que es, precisamente, la de confeccionar los listados a fin de determinar la competencia e idoneidad de los profesionales que van a quedar habilitados para hacer estos diagnósticos.



En tercer lugar, establecimos también un conjunto de inhabilidades, respecto de estos test o pruebas de diagnóstico, para aquellos profesionales que tengan una relación de parentesco o un vínculo familiar con el sostenedor. Por lo tanto, ahí hay un tercer filtro, a través de una inhabilidad, para garantizar el buen ejercicio de esta facultad.



Además, aprobamos un cuarto filtro: todo lo que dice relación a las sanciones en que se incurre cuando estos profesionales o el sostenedor hacen un uso fraudulento de las pruebas de diagnóstico. Ello se considera una infracción grave a la ley, lo que puede terminar, obviamente, con la subvención especial, sin perjuicio de las acciones judiciales que sea factible iniciar a fin de perseguir responsabilidades que vayan más allá de lo administrativo. Es decir, estamos ante un filtro que también queda en manos del Ministerio de Educación, a través del ejercicio de sus funciones fiscalizadoras.



Y en quinto lugar, como si fuese poco, se especifica que si existe una discrepancia entre el test o prueba de diagnóstico que hace el profesional competente, de acuerdo a lo que dice el reglamento del Ministerio de Educación y sujeto a todo tipo de sanciones en caso de que actúe en forma fraudulenta, y lo que señalan las fiscalizaciones o los técnicos del Ministerio, prevalece el criterio de éstos últimos. 



Por lo tanto, hay cinco filtros para efectos de garantizar que los test o pruebas de diagnóstico van a ser hechos en debida y adecuada forma.



Sin embargo, señor Presidente, y no obstante toda la larga discusión que tuvimos aquí, en el Senado, el Gobierno insiste en agregar un nuevo control, consistente en establecer la inhabilidad para aquellos profesionales que tengan algún vínculo de dependencia con el sostenedor. Y creo que se está haciendo algo exagerado y, de alguna manera, discriminatorio.



--(Aplausos en tribunas).

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, hay dos objeciones a este nuevo requisito.



En primer lugar, cada vez que se consigna en la ley una presunción de mala fe con relación al ejercicio de un profesional que ya ha sido declarado competente e idóneo, con todos los requisitos que hemos señalado previamente, sin duda alguna que se está haciendo algo que resulta muy odioso y que puede terminar siendo discriminatorio o estableciendo una diferencia arbitraria.



Yo me pregunto si a un médico que trabaja en el Servicio de Salud y que tiene que hacer un diagnóstico para determinar si una persona está sujeta o no a alguna prestación de salud dispuesta por el Estado vamos a declararlo inhábil para cumplir con tal cometido porque está vinculado a su empleador, que es el Estado.



O si a un médico…



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- ¡Silencio, por favor!

El señor CHADWICK.- O si a un médico que trabaja en una clínica particular…



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Les ruego a los asistentes terminar con las manifestaciones, porque las prohíbe el Reglamento del Senado.

El señor CHADWICK.- O si a un médico que trabaja en una clínica particular y va a hacer un diagnóstico a fin de determinar si una persona puede acogerse o no a un beneficio de FONASA, por ejemplo, vamos a declararlo inhábil porque puede estar beneficiando a su empleador: los propietarios de la clínica.



Entonces, si eso no ocurre respecto de otras profesiones, no veo por qué vamos a presumir, a través del proyecto, la mala fe de profesionales que van a estar en un registro del Ministerio de Educación, que van a desarrollar pruebas y test de acuerdo a los estándares que la Cartera establece, que van a estar sujetos a todo tipo de fiscalizaciones por parte de esa Secretaría de Estado y que van a poder ser objeto de sanciones en caso de actuar en forma indebida. ¿Por qué hacerlo si a esos profesionales, a diferencia de otros, sí se les puede señalar, con anticipación, lo relativo al uso indebido del ejercicio o de las facultades de su profesión? Me parece que es una discriminación de carácter arbitrario y que no debiera estar en la ley.



En segundo lugar, señor Presidente, creo que esto desconoce la realidad de lo que ocurre en muchas comunas pequeñas, rurales, en donde, con suerte, hay una o dos escuelas especiales y donde, con mucha dificultad, se pueden encontrar estos profesionales, los cuales, además, tienen que cumplir una serie de requisitos y están inscritos en las Secretarías Ministeriales. En esas comunas, lo que puede traer consigo esta inhabilidad es la paralización del sistema, porque, a lo más, existe una escuela especial, y, por lo tanto, va a haber un solo sostenedor. Es decir, se legisla pensando en la realidad de las grandes comunas, olvidándose lo que ocurre en las más pequeñas, que siempre son las que pagan los platos rotos en este tipo de materias.



Señor Presidente, por eso voté en contra de este veto: porque creo que es arbitrario, que establece una discriminación carente de justificación y que ignora la inmensa realidad del país, marcada por comunas pequeñas y de carácter rural, y no por las grandes, que pueden tener más acceso a estos servicios.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ruego silencio, por favor. Es la segunda advertencia.



Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora PROVOSTE (Ministra de Educación).- El veto que se discute hoy tiene como objetivo principal reponer la inhabilidad establecida para el profesional dependiente del sostenedor y que realiza diagnósticos de ingreso y de egreso de alumnos con necesidades educativas especiales.



Me llama profundamente la atención cómo se ha ido generando en el debate un elemento que no condice con la realidad. Aquí el ánimo no es levantar un manto de dudas respecto de un profesional en particular.



Lo que nosotros hemos señalado…



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- ¡Silencio, por favor!

La señora PROVOSTE (Ministra de Educación).- Lo que nosotros hemos señalado dice relación a algo que se aprobó en el primer trámite del proyecto, a saber, la causal de inhabilidad respecto del profesional que efectúa el diagnóstico de ingreso y de egreso y que tiene la calidad de dependiente de un sostenedor de una escuela especial. 



Estamos convencidos de que los alumnos pueden seguir creciendo en su trayectoria educativa y de que, por lo tanto, es deber del Estado concurrir con mayores recursos para aquellos que enfrentan necesidades educativas permanentes. Pero también es necesario considerar qué ocurre con necesidades educativas transitorias.



La inhabilidad a que hace referencia el veto aditivo se establece para aquel profesional competente que realice los diagnósticos de ingreso. Es una medida pensada para salvaguardar la transparencia y la probidad del sistema, que a todos nos interesa preservar…



--(Manifestaciones en tribunas).

La señora PROVOSTE (Ministra de Educación).- Esa inhabilidad, señor Presidente, es la misma que tienen los funcionarios públicos. Por esta razón, es correcto establecerla en este caso.



Reitero: es idéntica a la que existe para los funcionarios públicos en la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado.



Es importante reponer esta inhabilidad ya que el rol de los profesionales que efectúan el diagnóstico se ha ampliado significativamente. Ello, porque esta normativa reconoce necesidades educativas especiales de carácter transitorio, como los déficits atencionales, que antiguamente no existían. Si bien esto será determinado por un reglamento, queda claro que las evaluaciones las realizarán personas competentes.



Entendemos, señor Presidente, la diversidad que existe en nuestro país. Por eso, el Ministerio de Educación tiene contemplado como mandato contratar profesionales en todas las Regiones en que no haya, con la ayuda del Ministerio de Salud, a fin de que podamos asegurar diagnósticos efectivos, profesionales, para todos los alumnos que enfrentan necesidades educativas transitorias y permanentes. 



En consecuencia, hemos recogido la preocupación que ha hecho presente el Parlamento, y en particular esta Sala, respecto de las Regiones extremas. Nos interesa garantizar que somos capaces de lograr, en un sistema transparente, que vele por la probidad, que todos los alumnos con esas necesidades seguirán creciendo en sus trayectorias educativas.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, muchos de los argumentos respecto de esta materia han sido entregados por el Senador señor Chadwick.



Quiero señalar, tal como lo planteamos durante el segundo trámite constitucional, que en Chile nuevamente están pagando justos por pecadores… 



--(Aplausos en tribunas).



… debido a una falta de fiscalización adecuada.



 Las inhabilidades que se señalan en el proyecto, en virtud del veto que se somete a nuestra consideración en el numeral 2), respecto del artículo 9º, letra c), incisos tercero y cuarto, claramente vulneran garantías constitucionales.



Quiero señalar…



--(Aplausos en tribunas).



… la que se contempla en el número 21º del artículo 19 de la Carta Fundamental: “El derecho a desarrollar cualquiera actividad económica que no sea contraria a la moral, al orden público o a la seguridad nacional”. Nada de eso se vulnera en el caso de las actividades que nos ocupan.



Por su parte, el número 11º del mismo artículo se refiere a la libertad de enseñanza, incluyendo el derecho tanto de aprender como de enseñar.



El número 16º consagra la libertad de trabajo y su debida protección.



Y, finalmente, el número 3º establece la igual protección de la ley en el ejercicio de los derechos.



En consecuencia, en lo que respecta a los incisos que he señalado, hago expresa reserva de constitucionalidad.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Advierto a quienes se hallan en las tribunas que no están permitidas las manifestaciones.



Éste es el último aviso que les hace la Mesa.



Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, más allá de las opiniones que tengan las personas en las tribunas, tengo la siguiente convicción acerca de este tema.



Tal como ha dicho el Senador señor Horvath, aquí se busca establecer un equilibrio entre dos realidades o fenómenos para tratar de proteger dos bienes.



Por un lado, uno desea que los centros o colegios especiales de lenguaje existan en nuestro país y puedan cumplir la función social que les corresponde, que es muy relevante. Pero, junto con ello, se halla sobre la mesa -aunque algunos no quieran reconocerlo- el hecho de que ha habido pecadores en escuelas de lenguaje. No digo que los haya acá, en la Sala, o en el barrio, pero algunos sostenedores, en ocasiones, han sido muy pecaminosos y abusadores con el sistema.



--(Manifestaciones en tribunas).



Insisto en que hay dos realidades: por una parte, la función social tremendamente importante que desarrollan esos profesionales y, por la otra -aunque no son los más, sino los menos-, un fenómeno de abuso del cual el Congreso Nacional y el país, en su conjunto, deben hacerse cargo.



Entiendo perfectamente la línea argumental del Senador señor Chadwick y la comparto casi en su totalidad. Y digo “casi” porque en su razonamiento no logra encontrar una solución a un problema concreto: si un sostenedor inescrupuloso emplea a una persona con necesidad laboral, es evidente  que  se  pueden  producir  situaciones  no deseadas.  Y  son  éstas -pienso que quienes están en las tribunas comparten mi criterio- las que hay que evitar. 



No conozco a ninguna fonoaudióloga, honesta y buena profesional, que justifique emitir, por razones de dependencia laboral, informes que no se apeguen a la realidad.



Sin embargo, esa situación existe, y lo peor sería no reconocerlo.



Yo no estoy convencido de la solución que se nos propone. Por ello, me gustaría, si reglamentariamente se puede, realizar una segunda discusión antes de votar esta materia.



Porque considero que eso…



--(Aplausos en tribunas).



… es lo que necesitamos para buscar una mejor solución. 



Quiero decir que conozco -al igual que el Senador señor Chadwick, porque representamos la misma Región- a mucha gente honesta que hace un tremendo trabajo en las escuelas de lenguaje,…



--(Aplausos en tribunas).



… y no queremos generar una situación que lleve a cuestionar a los buenos profesionales. 



--(Aplausos en tribunas).



Pero también necesitamos crear -y espero que se logre entender- un mecanismo que frene y evite el abuso cometido por algunos que no están aquí hoy, en el Parlamento: ciertos administradores o sostenedores de establecimientos.



--(Aplausos en tribunas).



Por ello, señor Presidente, yo pediría una segunda discusión para encontrar una fórmula distinta. Porque pienso que en este Congreso existe consenso respecto del objetivo de fondo.



Considero que se puede concordar lo que hemos planteado con el Honorable señor Chadwick y lo expresado por la señora Ministra de Educación, quien, en última instancia -lo quiero defender y reconocer-, persigue que no se empleen mal los recursos públicos. Todos deseamos que se usen bien. 



Nadie está planteando el término de esos establecimientos ni cuestionando a los fonoaudiólogos de Chile. El objetivo es evitar situaciones en que se ejerza presión indebida, dada una necesidad, por parte de los sostenedores.



Por eso, me gustaría, señor Presidente, solicitar una segunda discusión.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, que vuelva a Comisión.

El señor PROKURICA.- ¡Sí, que vuelva!

El señor CANTERO.- ¡Que vuelva a Comisión!

El señor LETELIER.- Hay acuerdo en ello.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, señores Senadores, quiero informar de la discusión habida en la Comisión de Educación sobre la materia. 



Hago presente que ese debate se produjo en la Sala hace algunos días y se replicó largamente en dicho órgano técnico. Los argumentos que se han señalado aquí son, más o menos, los mismos que ya se esgrimieron en aquella oportunidad.



¿Cuál es el punto? ¿Por qué algunos votamos que sí, a pesar de reconocer, con pleno derecho, las razones de quienes fueron minoría?



Tales razones tienen que ser respetadas por quienes escuchan, pues aquí nadie hace imputaciones privilegiadas respecto de algunas materias o sobre la ética de los profesionales.



Quien habla ha sido permanente defensor de la idea -esto está relacionado con el fondo de la discusión- de que los colegios profesionales deben ser los que custodien la ética de sus respectivos asociados. Pero no ha habido acuerdo sobre el asunto. Y lo lamento. 



El consenso alcanzado en la última reforma constitucional es absolutamente superficial e inadecuado. Y lo señalo porque estuvo presente en el fondo de este debate.



Existen buenos profesionales, comprometidos con la ética; pero también los hay malos, que no cumplen con ella. Son éstos últimos los que motivan la preocupación de la Ministra y de muchos de nosotros.



Es una realidad concreta que, por ejemplo, escuelas municipales son cerradas por los alcaldes y, poco tiempo después, en el mismo sitio o 50 metros más allá, aparece otra privada con la misma especialidad.



Y eso es lo que estamos tratando de precaver.



--(Manifestaciones en tribunas).



Señor Presidente, la discusión pueden hacerla las señoras que nos escuchan. De hecho -perdónenme que se los recuerde, con el mayor cariño-, las hemos recibido en la Comisión en varias oportunidades.



En segundo lugar, honestamente, no me parece adecuado que la persona que entregue la anuencia para que un alumno ingrese a un colegio especial sea la misma que después lo deba atender durante un largo tiempo, dado que cada vez se han ido alargando más los procesos.



--(Manifestaciones en tribunas).



Repito: no me parece adecuado.



¿Y sabe por qué, señor Presidente? Porque, en política y en las acciones profesionales, importa, no sólo cómo son las cosas o cómo actuamos, sino también cómo parecen.



Voy a ser bastante claro y no me importa que se me moleste.



Las subvenciones en este ámbito han aumentado en casi 250 por ciento en cinco años. Coincidentemente, ha habido un enorme incremento de personas que están levantando nuevas escuelas, con la participación de este tipo de profesionales.



Por lo tanto, éste es un tema difícil, que los afectados deberían ver con mucha tranquilidad.



Creo que es correcto y adecuado lo que estamos haciendo.



--(Manifestaciones en tribunas).



Señor Presidente, a veces los Senadores tenemos que mostrar cuáles son nuestras vetas internas y emociones en estas materias.



Me duele mucho que se critique lo que estamos planteando, pues aquí soy uno de los que piensan que debería haber muchos más fonoaudiólogos. De hecho…



--(Manifestaciones en tribunas).



… tengo parientes -niños- que son beneficiarios de lo que hacen estos profesionales. Y como médico, también entiendo la labor que realizan, y ellos saben de nuestro punto de vista.



Por lo tanto, estoy absolutamente convencido de que tenemos la razón. Pero ése no es el punto. No se trata de vencer -como dijo Unamuno-, sino de convencer.



Si no hemos persuadido a los señores Senadores de que tenemos la razón, muy bien, como Presidente de la Comisión -he consultado con algunos de sus miembros-, agradezco la propuesta del Senador señor Letelier y damos nuestra anuencia para que llevemos esta materia a una segunda o tercera discusión.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, el proyecto volverá a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología para un nuevo informe.



--Así se acuerda.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Prosecretario.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento ha llegado a la Mesa el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como Contralor General de la República al señor Ramiro Mendoza Zúñiga (boletín N° S 950-05) (Véase en los Anexos, documento 5).
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Queda para tabla.



Según acuerdo adoptado en sesión de ayer, corresponde tratar este asunto de inmediato.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, después de la relación del señor Secretario, ¿podría abrirse la votación?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se va a votar nominalmente, señor Senador.

DESIGNACIÓN DE SEÑOR RAMIRO MENDOZA ZÚÑIGA COMO CONTRALOR GENERAL DE LA REPÚBLICA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Solicitud de Su Excelencia la Presidenta de la República, en orden a obtener el acuerdo del Senado para designar como Contralor General de la República al señor Ramiro Mendoza Zúñiga.


--Los antecedentes sobre el oficio (S 950-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 6ª, en 3 de abril de 2007.


Informe de Comisión:


Constitución, sesión 8ª, en 4 de abril de 2007.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento analizó los antecedentes relativos a esta solicitud, tomando conocimiento, asimismo, de las opiniones y planteamientos del señor Ramiro Mendoza acerca de las funciones y desafíos de la Contraloría General de la República.



La unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz Aburto, concordó que en la designación efectuada por Su Excelencia la Presidenta de la República se ha dado cumplimiento a los requisitos y las formalidades previstos en el ordenamiento jurídico, dejando constancia de su común voluntad en orden a la necesidad de impulsar un nuevo y profundo proceso de modernización y renovación de la Contraloría General de la República.



Cabe tener presente que el Senado requiere, para otorgar el acuerdo solicitado, el voto conforme de los tres quintos de sus miembros en ejercicio, esto es, 23 señores Senadores.



Finalmente, corresponde señalar que el Ejecutivo hizo presente la urgencia para el pronunciamiento del Senado, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez, Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, la Comisión recibió al señor Ramiro Mendoza en una sesión a la que asistieron todos sus miembros y, también, los Honorables señores Bianchi, Kuschel y Ominami. Fue una reunión  abierta donde los Senadores que deseaban podían concurrir a hacer las consultas que estimaran convenientes.



El señor Mendoza se refirió al contexto en que surgió la Contraloría General de la República en nuestra vida institucional; a las diferentes fases que ha atravesado en sus ochenta años de existencia, y a los aspectos en que debe avanzarse para insertarla adecuadamente en el siglo XXI, en el contexto de la modernización del Estado y de sus órganos.



En esa perspectiva, destacó los aspectos que se reseñan a continuación.



En primer lugar, mencionó el necesario resguardo de su autonomía constitucional, que no la entiende en términos absolutos, sino que se traduce, en el marco de la institucionalidad estatal de la que forma parte,  en la independencia en el ejercicio de sus atribuciones.



Luego aludió a la debida transparencia en el ejercicio de sus funciones. Sobre este particular, afirmó que en general la ciudadanía desconoce los procedimientos que ella utiliza, lo que no se condice con la necesaria certeza y bilateralidad que los ciudadanos deben percibir en su actuar.



Enseguida, planteó la conveniencia de que ese órgano de control lleve adelante el programa de auditorías que le corresponde efectuar sobre la base de un criterio de focalización sistemática o programada, sin el propósito de entrabar el cumplimiento de la función administrativa, sino de prevenir y controlar.



A continuación, se hizo cargo del papel que debe cumplir la Contraloría en el proceso de externalización de los servicios que corresponde proveer al Estado, pero que éste ha confiado a los particulares. En este punto, resaltó que los fondos públicos que se entregan a los privados deben ser objeto de control oportuno, inspirado en el principio de tutela administrativa efectiva y de colaboración con la Administración.



Aludió, asimismo, al adecuado ejercicio de la potestad dictaminante, en el que debe observarse la debida coherencia, de modo de proporcionar certeza tanto a la Administración cuanto a los ciudadanos.



Finalmente, se refirió al respeto y al reconocimiento que corresponden al desempeño de los funcionarios tanto de la Contraloría General de la República como del resto de la Administración. Recordó que la Constitución Política asegura a éstos la carrera funcionaria, la que no se reduce al ascenso progresivo de un cargo a otro, sino que implica, en su concepto, el reconocimiento de la posibilidad de especialización profesional, superar el halo de secreto que envuelve a los sumarios administrativos, el otorgamiento de estímulos o premios y otros elementos que coadyuven al mejor desempeño de sus cargos y, en definitiva, en el caso de la Contraloría, a una fiscalización de mejor calidad.



El señor Mendoza concluyó su intervención indicando que todo lo anterior se orienta a resguardar debidamente el Estado de Derecho, a prevenir la irrupción de actos de corrupción de manera masiva, a facilitar la obtención del bien común y a acercar al ciudadano a la Contraloría General de la República.



La Comisión, que se reunió esta mañana, unánimemente acordó presentar el siguiente texto a la Sala, en términos de entregar un contenido mediante el cual pudiera finalmente aprobarse el nombre del señor Ramiro Mendoza como Contralor: 



“La ley Nº 10.336, de 1952, Ley Orgánica de la Contraloría, ha sido objeto en los últimos años de diversas modificaciones que han incrementado su presupuesto, han mejorado los grados y remuneraciones de su personal e introducido asignaciones de responsabilidad y control y, en especial, debe mencionarse la ley Nº 19.817, del 2002, que redujo el plazo de toma razón o permitió posponerlo, y reforzó las facultades de la Contraloría. 



“Esta Comisión estima oportuno dejar constancia de la común voluntad de los Senadores que la integran en orden a la necesidad de impulsar un nuevo y profundo proceso de modernización y renovación de la Contraloría General de la República, para que ésta pueda cumplir cabalmente las funciones que la Constitución Política le entrega. 



“Dicho proceso debe orientarse a lograr un control más eficiente e integral de los actos de la Administración, para evitar desviaciones de poder, actos penados por la ley o faltas administrativas y asegurar un correcto desempeño de los funcionarios públicos. 



“Para alcanzar tales objetivos, esta Comisión estima necesario modificar la actual Ley Orgánica de la Contraloría General de la República e insta al Gobierno a impulsar esta iniciativa y espera que el nuevo Contralor lo asuma como una prioridad. 



“El proceso de modernización no sólo debe abocarse a los temas de organización interna de la Contraloría, entre ellos el establecimiento de una carrera funcionaria para sus miembros, sino también estudiar los diversos órganos de control que en estos años se han creado o están en actual discusión, para asegurar que en el país exista un coherente sistema de control que tenga como eje a la Contraloría General de la República. 



“Entre los temas que requerirán especial atención, esta Comisión hace presente los siguientes: 



“1.- Naturaleza y alcance de las facultades de control, en especial de la función de inspección y auditoría. 



“2.- Ampliación de facultades normativas y jurisdiccionales, mientras no se creen los Tribunales Contencioso Administrativos. 



“3.- Control contable. 



“4.- Fortalecimiento de la potestad sancionatoria. 



“5.- Nueva planta institucional. 



“6.- Transparencia en el ejercicio de sus funciones. 



“7.- Carácter nacional y regional en el desempeño de su labor. 



“El proceso modernizador antes mencionado deberá tomar en consideración las experiencias de países que en esta materia han dado pasos significativos en la dirección indicada. 



“La Contraloría debe contribuir a que la Administración Pública pueda cumplir con los principios que establece su Ley de Bases, como son los de responsabilidad, eficiencia, eficacia, coordinación, impulsión del proceso administrativo, impugnabilidad de los actos administrativos, transparencia, publicidad  y acceso a la información pública.”.



Por último, señor Presidente, la Comisión revisó los antecedentes relativos a este asunto y constató que el procedimiento seguido en este caso se ha ajustado a las prescripciones constitucionales sobre designación del Contralor General de la República, como también, que se han cumplido los requisitos exigidos por el artículo 98 de la Carta Fundamental. 


Eso es todo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación nominal.


--(Durante la votación).
El señor ROMERO.- Señor Presidente, el mecanismo para designar al Contralor General de la República se encuentra establecido en la Constitución Política y otorga al Ejecutivo la facultad para proponer al Senado el nombre de quien, a su juicio, reúne las características apropiadas para ejercer dicho cargo. Y es la Cámara Alta la que, por los tres quintos de sus miembros, aprueba o rechaza la propuesta. 



En ese marco, los Senadores de la Alianza planteamos, desde el inicio del proceso, la necesidad de encontrar a una persona que reuniera las características de ser independiente, tener capacidad e idoneidad profesional y pertenecer, en lo posible, a la entidad contralora. Transcurrieron más de 270 días -es decir, más de nueve meses- sin que pudiésemos concordar un nombre, debido a que nos fue imposible conciliar un acuerdo y a la reiterada negativa de mirar hacia el interior de la propia Contraloría para tal fin. 



Ante esa situación, y habiendo existido de por medio un cambio de Gabinete, recibimos una propuesta por parte del nuevo Ministro Secretario General de la Presidencia, el ex Senador señor Viera-Gallo, quien nos planteó que para el Ejecutivo era imprescindible resolver el tema a la brevedad y que la persona escogida debería provenir desde fuera de la Contraloría, por una serie de consideraciones que probablemente él mismo podría explicar. 



En ese contexto, y teniendo presente el prolongado plazo transcurrido -a veces, la opinión pública no comprendía la situación- sin que se designara a un Contralor, concordamos con el Ministro señor Viera-Gallo en la idea de que don Ramiro Mendoza fuese quien liderara un plan de modernización para el organismo y así, entonces, establecer los parámetros para tener una Contraloría del siglo XXI. 



Ésa es la verdad de lo ocurrido en estos últimos nueve meses. 



Señor Presidente, siento que, en el entretanto, personas ajenas a una situación de esta naturaleza pudieron verse afectadas por la indefinición en el nombramiento. Me refiero a la señora Subcontralora, quien tuvo que ejercer, durante un período muy dilatado, el cargo de Contralora subrogante. Digo esto porque hacia ella sólo tenemos expresiones de respeto y reconocimiento, por la independencia y ecuanimidad con que ha desempeñado esa función. 



Deseo manifestar al Senado que en el futuro será importante que reflexionemos acerca del mecanismo para designar al Contralor General de la República, porque no cabe la menor duda de que no es el fiscalizado el que debe proponer al fiscalizador. Y, desde esa perspectiva, me parece razonable que esta Corporación, más adelante y en forma oportuna, sugiera al Poder Ejecutivo una modificación, para contar con un mecanismo que nos permita designar a una persona con los atributos y las capacidades que        -estoy cierto- en este caso reúne don Ramiro Mendoza. 



No quiero extender mi intervención, sino sólo manifestar que la sala de Senadores de Renovación Nacional votará afirmativamente. Y, en lo personal, también me pronuncio a favor del nombre propuesto por el Gobierno.

El señor SABAG.- Señor Presidente, hace más de ocho meses que se encuentra vacante el cargo de Contralor General de la República. Y, por supuesto, a la ciudadanía le ha llamado mucho la atención que el Ejecutivo y el Senado no se hayan puesto de acuerdo para un nombramiento tan importante como ése.



Es evidente que nunca vamos a encontrar a alguien que satisfaga las aspiraciones de los Senadores de todos los sectores; pero, por lo menos, debemos buscar el acuerdo para designar al titular de dicho cargo. 



Yo soy un hombre siempre positivo. Por eso voté a favor cuando el Gobierno propuso a don Pablo José Ruiz-Tagle Vial. Él reunía todos los requisitos -y, paradójicamente fue compañero de universidad de don Ramiro Mendoza-; sin embargo, su nombramiento no fue aceptado. 



No sé por qué se pretende que el elegido sea de uno u otro lado. A mí me interesa que la persona que podamos designar hoy día dé garantías al país, por sobre todas las cosas. Si se hubiese tratado de alguien proveniente de la propia Contraloría, como la señora Noemí Rojas, don Patricio Pérez o tantos otros que cumplían los requisitos, yo también habría votado de modo afirmativo.



Soy un parlamentario de la Concertación y me interesa que todos los actos de mi Gobierno sean claros, transparentes y ojalá estén sujetos a diversos tipos de revisión. Por eso, no busco un Contralor que sea favorable a la actual Administración y que proteja sus acciones, pues éstas -repito- deben ser claras y transparentes. Y para eso está el Contralor, para que aplique mano justa y ecuánime, velando por los intereses del país y, por sobre todo, haciendo cumplir el Estado de Derecho y las leyes.



Por eso es que hoy, cuando nos enfrentamos, ya por segunda vez, a una propuesta de la Presidenta de la República, me voy a pronunciar favorablemente, confiando en los antecedentes de don Ramiro Mendoza Zúñiga; confiando en las informaciones que nos entregó el Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, muy favorables a la exposición que aquél hizo, y confiando en que el candidato ejercerá el cargo con transparencia y ecuanimidad. 



Nosotros nos sentíamos muy molestos toda vez que algunos sectores hablaban de los fallos de la Contraloría cuando ni siquiera estaban firmados; cuando quienes pedían la información no contaban con ella, a diferencia de otros, que obtenían todo. ¿Había concomitancia? 



Por cierto, no queremos eso. Queremos una Contraloría imparcial y ecuánime, por el bien del país.



Por lo anterior, señor Presidente, voto favorablemente. 

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Señor Presidente, estamos ante una decisión que no es menor. 



Hemos sido requeridos constitucionalmente por la señora Presidenta de la República, quien nos ha planteado un nombre para que cada uno de nosotros se pronuncie a su respecto, en ejercicio de la atribución que la Carta nos confiere. Y en ese sentido, y no en otro, señor Presidente, voy a entregar mi parecer acerca de una decisión que, más allá de la que cada uno pueda expresar, significa, sin duda, un paso hacia la institución que deseamos y que Chile se ha ido dando con el tiempo.



Mi posición sería distinta si nos encontráramos frente a una institución en crisis; frente a una Contraloría General de la República que no estuviese cumpliendo con el cometido que la Constitución y las leyes le asignan; frente a un organismo que fuera necesario renovar desde sus cimientos o modificar sustancialmente a fin de ponerlo en condiciones de satisfacer los requerimientos actuales del país.



No es así.



Estamos ante una institución que desde su origen se ha distinguido por el cumplimiento de sus funciones. Y quienes han estado ejerciéndolas lo han hecho -más allá de las críticas razonables que a veces pueda haber habido- con apego a la Constitución y a las leyes.



Hoy, señor Presidente, no encuentro razón alguna para efectuar un cambio mayor y nombrar a alguien de afuera, por muchos que sean los méritos que posea. Creo que no es el camino. 



Por lo demás, no puedo sino ser consecuente.



Hace seis o siete meses se nos propuso un candidato que también reunía todos los requisitos necesarios (personales, profesionales, académicos) para optar al cargo de Contralor o a cualquier otro dentro de la Administración Pública. Y tuve el mismo criterio que hoy. No veo por qué ahora deba alterar mi pronunciamiento anterior, que emití en conciencia, pensando en lo mejor para la Contraloría y el país. 



Por los antecedentes que pude requerir y leer, don Ramiro Mendoza Zúñiga posee, sin duda, grandes méritos como profesional, como abogado.



Pero ése no es el problema.



Hoy yo no podría inclinarme por él sin infligir un agravio a don Pablo Ruiz-Tagle, que fue la persona respecto de la cual hubo que definir qué era lo mejor. 



Sin embargo, el problema es aún mucho más de fondo. Creo que con esta decisión no vamos a fortalecer la institucionalidad de la Contraloría ni los organismos públicos que Chile necesita.



Las instituciones trascienden a las personas. Las personas contribuyen, con su ejercicio leal, abnegado, a fortalecerlas, pero las instituciones las trascienden. Y aquí, señor Presidente, no estamos fortaleciendo realmente a una institución que de suyo merece nuestro respeto y que ha sido reconocida, no sólo en nuestro país, sino también en el extranjero.



Se estima que hay que buscar acuerdos políticos, cuando el verdadero acuerdo político que deberíamos encontrar es definirnos ante la institucionalidad y no ver cómo se suma tal o cual voto.



Creo que la forma de fortalecer a la Contraloría para permitirle responder a los requerimientos actuales era haber escogido a alguien de sus propias filas. La profesional que hoy ejerce como Contralora subrogante reunía todos los requisitos y tenía todas las capacidades para desempeñar el cargo. Y además de ella había otros destacados funcionarios de excelente nivel que también podrían haber sido considerados.



Lamentablemente, se eligió otro camino, que quizás podrá resolver hoy una coyuntura política; pero que no es la vía para construir una República con cimientos sólidos, que nos encaucen con paso seguro hacia el porvenir. 



Me parece que cuando uno se aparta de decisiones de esa envergadura comienza a andar por un camino frágil; por el camino del acomodo; por el camino, en definitiva, de buscar soluciones menores y no soluciones acordes con los desafíos.



Espero y confío, señor Presidente, que las resoluciones que tomemos en el Senado se basen en los grandes intereses del país y no en nuestros pequeños o legítimos intereses, por muy importantes que sean.



Por eso, y por ninguna otra consideración, voto en contra.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, pienso que esta ocasión, en la cual estamos pronunciándonos sobre la propuesta que la señora Presidenta de la República nos hace para el nombramiento del Contralor, es el momento adecuado para mirar a esta institución: la Contraloría General de la República, en aras de su modificación, precisamente para adaptar dicho organismo, que cumple tan importante función, a los requerimientos indispensables para llevar adelante la modernización que Chile necesita.



Por ende, considero muy relevante la sesión que celebramos esta mañana en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, en la que, además de escuchar a quien se nos propone como candidato a Contralor, al señor Ramiro Mendoza Zúñiga, Senadores de todos los partidos políticos representados en el Congreso tuvimos la oportunidad de compartir e intercambiar opiniones acerca de las necesidades de la nueva Contraloría.



Pues bien, el pronunciamiento que hoy debemos emitir gira en torno de la persona que pueda encabezar un proceso de modernización. Y, en ese contexto, señor Presidente, en lo personal no tenía ninguna dificultad para inclinarme por quien ha ocupado, hasta el momento, el cargo de Contralora subrogante, o por otra persona de ese organismo o por alguien externo a él. 



Lo importante para encabezar procesos de modernización es precisamente encontrar las personas idóneas para llevar adelante esa responsabilidad.



Creo que el consenso alcanzado en torno a los puntos que debe abordar una nueva Contraloría, que recoge este informe, dan cuenta de las coincidencias que existen en cuanto a avanzar en esa dirección.



A mi juicio, y justamente mirando a la Contraloría del siglo XXI, necesitamos concentrar a ese organismo en el control contable y las auditorías.



Tal como lo expresamos esta mañana en la Comisión, es indispensable crear en nuestro país los tribunales contencioso administrativos, independientes del Gobierno, que asuman las funciones jurídicas de aquélla y controlen ex post, a requerimiento de un interesado.



Por su parte, se requiere fortalecer las unidades de control interno de los servicios públicos, que podrían tener funciones de control ex ante, por la vía de hacerlas obligatorias y autónomas del respectivo jefe de servicio.



Señor Presidente, precisamente durante su Gobierno se dio un paso en esa materia cuando se generó el control de auditoría interno, que es de gran utilidad para evitar errores que perfectamente se pueden subsanar antes de que éstos se cometan.



En mi opinión -esta mañana lo planteamos y quiero insistir sobre el particular-, se hace necesaria la creación de un instituto que evalúe la calidad de las políticas públicas. Vale decir, la Contraloría vela por que los recursos públicos sean ocupados en los fines para los cuales fueron destinados. Sin embargo, cuando hablamos del Instituto de Políticas Públicas -que existe en todas las democracias modernas-, nos estamos refiriendo a un órgano capaz de evaluar si los objetivos propuestos en una determinada política pública se cumplieron.



En la mañana puse un ejemplo. Si hay un programa para mujeres jefas de hogar que busca sacarlas de la pobreza y evitar que se repita el círculo vicioso con sus niños, no basta sólo con examinar que los fondos fueron destinados a los programas planteados, sino que se precisa ver si éstos efectivamente cumplieron la finalidad de sacar a dichas mujeres de la situación de pobreza en que vivían. Ésa es una función completamente distinta e independiente a la de la Contraloría General de la República.



Se ha logrado -y así se aprobó por unanimidad- una propuesta que fue completamente compartida por el señor Ramiro Mendoza en su intervención de esta mañana.



Es preciso señalar que hoy conocí al señor Mendoza. No tenía antecedentes sobre él, salvo los que he leído en su currículum, que son muy positivos, y que me causaron una impresión favorable para que encabece la Contraloría.



Además, debo decir que confío en el nombre que la Presidenta de la República somete a la consideración del Senado para dirigir el órgano contralor.



Por los motivos expuestos, voto a favor.

El señor ARANCIBIA.- Señor Presidente, la Contraloría General de la República es ciertamente un órgano autónomo que desde larga data ha ejercido sus funciones y tiene la máxima importancia, sobre todo cuando hemos vivido situaciones de corrupción creciente.



Para el buen servicio de un órgano de esas características y sobre el cual recae esa tremenda responsabilidad, es fundamental reforzar el criterio de "servidor público" con las máximas motivaciones y con el mayor compromiso hacia la función que está cumpliendo.



La carrera funcionaria es, ciertamente, un factor clave para lo anterior. El que de alguna manera aquel que ha desarrollado toda su vida esa actividad tenga la posibilidad de llegar a las más altas designaciones dentro de la estructura de un órgano de esas características.



Éste, y no otro, fue el argumento fundamental para rechazar las propuestas formuladas por el Ejecutivo hasta ahora. Este argumento no cambia con la presentación de un nombre que sea más o menos atractivo para un sector u otro. Este argumento no cambia con la designación de un Ministro con mayor habilidad y destreza política, a quien, por cierto, le deseo el mayor de los éxitos por el bien del país. Es, precisamente, este argumento el que salva la dignidad y prestigio de quienes como candidatos externos puedan ser rechazados por el Senado: el de la carrera funcionaria.



No conozco a don Ramiro Mendoza. Sin embargo, por su aporte profesional en la defensa de temas de particular connotación pública, tengo la certeza de la excelencia de su accionar profesional y personal. Pero estos mismos antecedentes de compromiso con materias que podrían llegar al órgano contralor refuerzan mi idea del servidor público como la mejor opción para encabezar ese Servicio.



He tenido el privilegio de conocer a don Enrique Silva Cimma y a don Arturo Aylwin Azócar y me resisto a la idea de que en la planta de la Contraloría no existan funcionarios o funcionarias capaces de continuar con el aporte sustantivo efectuado por ellos al trabajo del órgano contralor.



Estamos conscientes de que la Contraloría requiere una modernización que le permita enfrentar los nuevos desafíos, pero, en ese esfuerzo, debiéramos esperar los informes de las comisiones de estudio, las propuestas de la propia Contraloría y las opiniones cruzadas que se generen, y sobre esa base concretar un proyecto que no sólo entre en temas orgánicos o de nuevas responsabilidades, sino que también asegure los recursos para cumplir las tareas que le asignemos.



Esa labor se puede llevar a cabo en paralelo con la operación normal del órgano contralor, bajo una autoridad que surja de sus filas y con la eficiencia que ha demostrado en sus últimos tiempos, para ir desentrañando, entre otras materias, por ejemplo, la red de corrupción que operó en mi Región con los planes de empleos de emergencia (PGE), para lo cual ha sido un factor fundamental dicho Servicio.



Me he enterado que se ha producido una suerte de acuerdo político en torno a la designación de don Ramiro Mendoza como futuro Contralor General de la República, por lo que esta intervención, al parecer, tendrá sólo un sentido testimonial. Pero he querido hacerlo, como un modesto homenaje de convicción y de consecuencia con el ejemplo que nos legara Jaime Guzmán al cumplirse un nuevo aniversario del cobarde atentado que le costó la vida por pararse de frente ante la amenaza terrorista. Por ello,  no hay que tener temor de pararse de frente.



 Voto en contra.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, la propuesta concebida por el Ministro Viera-Gallo es el último eslabón de una larga cadena de desaciertos respecto de la Contraloría.



Primero fue el prolongado suspenso que se impuso al país y a los funcionarios en términos del nombramiento del sucesor del señor Sciolla. Un veto velado se cernió sobre la figura de la Subcontralora, señora Noemí Rojas.



Nunca nadie explicó las razones por las cuales se estaba impidiendo que se produjese la sucesión natural a que históricamente se hallaba acostumbrado ese organismo.



Sólo una vez se hizo algo distinto. Y fue en el régimen de Pinochet…

La señora MATTHEI.- ¡Dos veces!

El señor ÁVILA.-…para luego producir una renuncia muy próxima al nombramiento, que cumplió los fines para los cuales éste se produjo.

La señora MATTHEI.- ¡Se le olvidó Jorge Reyes!

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, lamento profundamente que las indagaciones hechas sobre el señor Ramiro Mendoza hayan sido estrictamente formales y referidas a su currículum.



Quizás habría sido bueno consultar las razones por las cuales no continuó desempeñándose como académico en la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, y si es efectivo o no que brindó asesoría al ex fiscal del Ejército Fernando Torres Silva, cualquiera haya sido su naturaleza y carácter. 



Por otro lado, no sé si se evaluó en forma suficiente el hecho de que para servir el cargo de Contralor General de la República no sólo se necesita exhibir un título académico en la especialidad del Derecho Administrativo. Fundamentalmente se requiere una rica experiencia en el servicio público.



A este respecto, el señor Ramiro Mendoza hace algunos años participó en un congreso organizado por la Universidad Austral de Buenos Aires, controlada por el Opus Dei. Allí él sostuvo la tesis de que servicio público es un concepto que ha caído en la “obsolescencia”.



El señor Mendoza tiene una visión que contrasta en lo más profundo con toda la rica experiencia acumulada en ese organismo. No sé si la experticia de defender intereses privados referidos a poderosos conglomerados del país sirva para hacerla explícita en la Contraloría General de la República y engarzar con ella en la tradición fiscalizadora, larga y señera, de esa institución.



Señor Presidente, algunos -y lo respeto- privilegian la disciplina que ha de reinar en un conglomerado político que constituye el sustento de determinado Gobierno. Es enteramente legítimo.



Pero reivindico esta tarde el hecho de votar en conciencia en forma negativa, por estimar que se ha inferido un grave daño a un organismo al que todos los chilenos debemos respetar sin consideraciones de ninguna índole. Se ha debilitado en este último tiempo la autonomía e independencia de las que debe gozar la Contraloría, que son los pilares básicos en que descansa una institución encargada de velar por la probidad en el país.



Ha quedado de manifiesto para toda la comunidad nacional que en dicho órgano ambos conceptos fundamentales no se manifiestan en la realidad.



La designación del Contralor ha sido objeto de toda clase de negociaciones. El que el Ministro Viera-Gallo se arrojara en los brazos de la Derecha para conseguir su apoyo no significa que haya negociado bien. Eso es simplemente una entrega sin condiciones. 



Con posterioridad, se logró el respaldo de la Concertación. Pero éste,…

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se acabó su tiempo, señor Senador. 

El señor ÁVILA.- …que se va a expresar en los votos esta tarde, más adelante, estoy seguro, cobrará un alto precio. 



No es primera vez que muy escasos representantes ciudadanos en este Hemiciclo dan cuenta de una opinión contraria a lo que la mayoría de la coalición decide. Sin embargo, exijo respeto para una expresión de tal naturaleza, porque está en el bien de Chile, y en cuanto a éste, no nos podemos perder cuando convicciones profundas se hallan detrás de la decisión que adoptamos. 



Voto que no.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, voy a fundamentar mi voto desde una perspectiva algo más técnica. 



La realidad que enfrenta nuestro país en cuanto a su desarrollo institucional y burocrático es totalmente distinta a la existente en la década de los 40, época en que la Contraloría comenzó su funcionamiento regular.



La Administración del Estado ha experimentado un vertiginoso cambio de las circunstancias, que ha colocado a dicha institución como un organismo incapaz de hacer frente a una Administración Pública altamente compleja, diversa, y en continuo cambio y crecimiento. 



Eso explica por qué hoy día la mayoría de los actos administrativos escapan al control de legalidad, efectuado a través del trámite de toma de razón, puesto que claramente en la actualidad la Contraloría no ha sido capaz de hacer un análisis jurídico acabado y completo de la enorme cantidad de normativas que surgen de cada uno de los entes administrativos. Ello motiva que el mayor cuerpo de normas existentes en el país escape de un efectivo control de legalidad y constitucionalidad, quedando en el papel el principio de supremacía constitucional, garantía fundamental del respeto de los derechos humanos y del apego a la ley por parte de la autoridad en nuestra democracia. 



Esa misma incapacidad se nos ha manifestado con más evidencia aún respecto a la otra función contralora encargada por la Constitución a la Contraloría General de la República.



Señor Presidente, es hora de darnos cuenta de que el control del ingreso y la inversión de los fondos del Fisco, de las municipalidades y de los demás organismos públicos existentes, así como el examen y juzgamiento de las cuentas de las personas que tengan a su cargo bienes de dichas entidades, requieren la creación de un nuevo organismo auditor nacional, de carácter autónomo, de rango constitucional y con las debidas facultades que le permitan efectuar un eficiente, permanente y minucioso control de los recursos que se manejan en la Administración. 



Otra reforma institucional requerida dice relación con la función encargada a la Contraloría de llevar la contabilidad de la nación.



Chile es uno de los pocos países donde se reúnen en un mismo organismo facultades de contaduría y de auditoría.



Esa incongruencia debe ser despejada, pues atenta claramente contra el regular ejercicio de tales funciones, que se contraponen entre sí. No es posible ser responsable de la contabilidad de la nación y, al mismo tiempo, ser auditor externo del Gobierno y de los municipios.



Por último, señor Presidente, destaco la importancia que reviste, dentro de dicho proceso de modernización, el mejoramiento de las contralorías regionales.



Es necesario que el Contralor que hoy estamos designando tenga una especial preocupación por seguir de cerca el funcionamiento de sus representaciones regionales. No hay factibilidad de proceso modernizador sin el fortalecimiento de nuestra institucionalidad regional y, junto con ello, de la institucionalidad que vele por el correcto funcionamiento de los poderes locales.



Voto a favor.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, sin duda, la dilación habida en el nombramiento del nuevo Contralor resulta dañina para el adecuado funcionamiento de la Contraloría General de la República.



Debo valorar la actuación que ha tenido hasta ahora la señora Noemí Rojas, quien, en mi concepto, ha realizado un notable trabajo de contención frente a una situación ambigua en el ámbito nacional.



Además, desde mi perspectiva, habría sido mucho mejor el nombramiento de un funcionario interno que conociera en profundidad todos los procesos, la gestión y las necesidades de modernización de dicho organismo.



En tal sentido, coincido con lo expresado por el ex Contralor, ex Senador y académico de Derecho Administrativo don Enrique Silva Cimma, quien ha señalado en todos los tonos la conveniencia de usar tal criterio.



Por otra parte, en una reciente intervención se expresó en esta Sala que se pudo apreciar un veto tácito respecto de la señora Noemí Rojas.



Opino que ese juicio es equivocado, porque el veto no fue tácito, sino explícito. O sea, a todas luces se nos indicó que no había disposición ni ánimo político para nombrar a la señora Rojas. ¡Sepa Dios por qué razón! ¡Nunca pudimos enterarnos!



La cuestión es que dicho veto jamás fue tácito ni velado como se expresó, sino explícito, claro, preciso, y pudo ser comprobado y verificado por toda la ciudadanía en las distintas ocasiones en que el punto estuvo en el ámbito de la discusión.



Ahora bien, me parece que lo más relevante del nombramiento que nos ocupa no tiene que ver con la persona sino con el peso del candidato desde la perspectiva de su formación y trayectoria.



No obstante, para mí, lo más significativo es la misión que debe cumplir el nuevo Contralor.



La Contraloría General de la República requiere un proceso de modernización ineludible. Precisa un proyecto de modernización que perfeccione la institución, que adecue tanto la institucionalidad -es decir, la forma de actuar al interior de la Administración Pública- como, por cierto, la gestión de procesos dentro de ella para darle agilidad y oportunidad. Porque, hasta ahora, lo que ha caracterizado a su funcionamiento es precisamente lo contrario, sin perjuicio de que ha actuado con un criterio técnico e independencia.



Al respecto, estimo que el eje central, lo más importante, es que en Chile se debe abrir el debate acerca de la necesidad de implementar un sistema nacional de control y fiscalización.



No es posible que la Contraloría carezca de la mínima tuición sobre los órganos contralores de otros entes de la Administración del Estado.



No es posible que las empresas públicas miren con desdén y -yo diría- con desprecio a la Contraloría. No le entregan la información indispensable. De hecho, tampoco la envían al Parlamento.



La necesidad de primacía en los criterios de control y fiscalización en el país es evidente, toda vez que en el ámbito municipal no hay una coordinación entre la Contraloría y los órganos contralores internos de la administración comunal.



Se precisa un enfoque sistémico, integrado, coordinado, donde la autoridad contralora y fiscalizadora del país tenga primacía efectiva, no como ocurre hoy, cuando queda en desmedro y en que muchas veces sus criterios no son considerados ni siquiera al momento de aplicar las sanciones.



Con todo, señor Presidente, votaré a favor.



Me habría gustado -reitero- la designación de una persona del ámbito interno de la Contraloría.



Me habría encantado que la continuidad hubiese tenido lugar sin los traumas que generó el veto explícito del Gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet.



Votaré a favor de la proposición porque estimo que se ha hecho un buen trabajo.



Valoro la actitud del Ministro José Antonio Viera-Gallo, quien se abre a la conversación, al diálogo, al entendimiento, a la búsqueda de acuerdos, pues eso es la esencia de la democracia.



En consecuencia, para cautelar la autonomía de la Contraloría, voto afirmativamente la propuesta de la Presidenta de la República.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, además de las obligaciones legislativas del Senado, que constituyen la razón básica de su labor y ocupan 90 por ciento de su tiempo, existen en la Constitución Política un conjunto de facultades, quizás más relevantes que las anteriores, relacionadas con su concurrencia al nombramiento de autoridades de otros Poderes del Estado.



Nuestro Estado de Derecho se ha construido con dichos contrapesos, conforme a los cuales los organismos son mutuamente fiscalizados y revisados por otros y hay una especial fe en que la Cámara Alta puede dar una opinión valiosa en cuanto a los nombres que el Primer Mandatario propone para determinados cargos.



Y ésa debe ser la obligación más personalísima de un Senador, pues lo que aquí cabe es la reflexión individual acerca de la naturaleza de un nombramiento y de los efectos que eso tiene para una correcta distribución del poder en el país.



Digo aquello, señor Presidente, porque siempre he intentado analizar esa toma de decisiones bajo dos prismas fundamentales: primero, la calidad del candidato propuesto, y segundo, una reflexión sobre los efectos de ello en la institución que va a ser cogobernada por la persona que resulte del nombramiento formalizado por esta Corporación.



Respecto del primer punto, me parece que el señor Ramiro Mendoza reúne los requisitos de calidad y las condiciones técnicas para desempeñar el cargo de Contralor General de la República.



Contrariamente a lo dicho por un señor Parlamentario, me parece que la Comisión de Constitución realizó un debate adecuado en tal lógica. Y, al no haber mostrado otros Senadores interés particular por efectuar un cuestionamiento en la instancia pertinente, no creo que éste sea el momento apropiado para hacerlo.



En consecuencia, considero que el señor Mendoza, por sus conocimientos, por su historia, es una persona que cumple bien los requisitos para el cargo en cuestión.



Sin embargo, yo hablé de un segundo elemento que resulta indispensable analizar, por lo menos desde mi punto de vista: los efectos que la designación tiene en la institución que será gobernada por el candidato propuesto.



En esa lógica, me parece fundamental ponderar cuál ha sido el esfuerzo real por buscar el mejor candidato, venga de donde venga, particularmente en el caso de la Contraloría.



Desde mi perspectiva, el Gobierno no ha estado a la altura para buscar a la persona con los mejores méritos, independiente del hecho de que forme o no parte del Organismo Contralor. Me cuesta aceptar que haya existido un veto explícito contra una funcionaria de esa repartición, como la señora Noemí Rojas (lo mismo vale para cualesquiera otros empleados).



Para nosotros era clara la lógica del Gobierno de aceptar a alguien que no perteneciera a esa institución.



Yo no tengo prejuicios en cuanto a que en determinado momento una persona ajena a la Contraloría, conforme a las normas constitucionales, la dirija. Pero sí me merece objeción el que, por eventuales repercusiones u odiosidades políticas o de naturaleza análoga, se impida a un funcionario perteneciente a ella acceder al máximo cargo.



Me resulta evidente que aquí ha ocurrido precisamente lo que no debe suceder al momento de proveer un empleo: no buscar con amplitud de criterio al mejor candidato, independiente del cargo que haya desempeñado. Y, en particular, nunca debería haber sido obstáculo el haber pertenecido a la institución, donde -estoy seguro- existen varios funcionarios idóneos para desempeñarse como Contralor y, más aún, llevar a cabo el proceso de modernización.



Por eso, señor Presidente, luego de un profundo análisis en conciencia, personalísimo, y respetando a quienes han tenido un acercamiento diferente al tema, estimo que, reuniendo el candidato señor Mendoza los requisitos exigidos, claramente, por la forma de proponerse el nombramiento y de plantearse el debate y por las odiosidades que se han suscitado al interior de la Contraloría, aquí se puede provocar un daño considerable a la institucionalidad de este organismo.



En consecuencia, voto en contra, pero no por la persona, sino debido al procedimiento empleado.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, con relación a las opiniones que se han entregado mediante la fundamentación del voto, quiero, en primer término, valorar el que no se haya producido el clima de fuertes recriminaciones que, lamentablemente, hubo en los debates anteriores, sobre todo cuando el Ejecutivo propuso otros nombres, que por desgracia fueron descalificados con afirmaciones temerarias o francamente destempladas.



Creo que ése es un primer mérito que ha conseguido la propuesta del Gobierno: crear un clima constructivo que posibilite tratar el tema en su mérito. 



En ese aspecto, deseo establecer mi opinión en cuanto a que lo más perjudicial para la Contraloría General de la República es mantenerla acéfala; es decir, que se prolongue la subrogación sin que el sistema político sea capaz de encontrar una solución.



Fue el propio sistema político el que generó el mecanismo que obliga a los Poderes Ejecutivo y Legislativo a llegar a acuerdo. La propuesta la formula el Gobierno y tiene que ser aprobada con quórum especial por el Senado. Y, como no hay ninguna fuerza política que por sí sola pueda reunir el quórum exigido, se generó durante nueve meses un impasse institucional, del que todos nos debemos hacer cargo.



Por otra parte, dejo consignado que no acepto la afirmación, implícita en algunas intervenciones, de que la Ministra Secretaria General de la Presidencia doña Paulina Veloso actuó con criterio sectario. Y ello, simplemente porque los nombres que propuso y que en esta misma Sala se votaron no lograron resolver el referido impasse institucional, del cual ella no era responsable.



A dicho impasse institucional se agregaba un clima de confrontación política a ultranza que imposibilitó cualquier intento de resolver antes la situación producida. Pero lo importante es que ahora nos hagamos cargo de la necesidad de solucionarla.



En tal sentido, creo que el sistema político, todas las fuerzas representadas aquí, que tienen una responsabilidad frente al país, envía un mensaje bastante simple: estamos tomando nota de que recibimos un fuerte castigo de los ciudadanos y ciudadanas de nuestra nación por no resolver un problema que deberíamos haber solucionado hace nueve meses. 



Yo me hago cargo de la crítica de las personas. Estamos acá para desplegar el talento y las condiciones políticas que nos permitan resolver los problemas institucionales que prometimos enfrentar cuando postulamos y fuimos elegidos. Y, en el caso que nos ocupa, la Constitución Política de la República nos obliga a reunir un quórum muy elevado: tres quintas partes de los Senadores en ejercicio.



Desde esa perspectiva, considero bastante fuera de la realidad señalar que el Ministro Secretario General de la Presidencia “se arrojó a los brazos de la Derecha”.¡A sus años, no creo que esté en condiciones de algo semejante…!



Lo que ocurre, señor Presidente, es que estamos ante una situación que obliga a un acuerdo entre Gobierno y Oposición. De lo contrario, no hay posibilidad de hallar solución al impasse institucional producido. 



Y ojalá que, tras superarse -no por una, dos o tres semanas sino por uno, dos, doce o más meses- el ambiente de confrontaciones a ultranza, de descalificaciones destempladas y de rechazos a priori, podamos, no sólo aprobar ahora, con el quórum constitucional exigido, el nombramiento del nuevo Contralor, sino también hacernos cargo de otras resoluciones y crear un clima político constructivo.



Por tales razones, voto a favor.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, en primer término, quiero expresar mi reconocimiento a los encargados de llevar adelante las conversaciones en nombre de la Alianza: los Senadores señores Romero y Larraín. También, a los presidentes de los partidos de la Concertación, porque fueron capaces de generar un entendimiento. Y, por supuesto, al Ministro señor Viera-Gallo.



Siempre he sostenido que, si la democracia quiere llevar progreso a un país real, debe ser capaz de distinguir los temas de Estado del legítimo debate y de las políticas de gobierno. Y en los temas de Estado, como es el nombramiento del Contralor General de la República, creo firmemente en la democracia de los acuerdos. Cuando ella es bien aplicada, gana Gobierno y gana Oposición, porque los problemas se resuelven. 



En esta oportunidad, espero que se reúna el quórum que permita aprobar el nombramiento de don Ramiro Mendoza como nuevo Contralor.



Hechos esos alcances, señor Presidente, quiero referirme a dos planteamientos que no considero correcto soslayar en este debate, porque los vengo escuchando en el Congreso desde 1990: primero, que es necesario dictar una ley que modernice la Contraloría General de la República, y segundo, que se requiere en forma prioritaria tener tribunales contencioso-administrativos. Para decirlo en castellano puro, tribunales que garanticen a los ciudadanos que, frente a decisiones de las autoridades -Servicio de Impuestos Internos, Servicio Nacional de Aduanas u otros-, serán objeto de un juicio justo y podrán defenderse. Ello, porque tales tribunales no existen y, por ese motivo, los servicios públicos son juez y parte.



Quiero recordar, señor Presidente, que han pasado 16 años de gobierno de la Concertación. Es cierto que en esa materia se han hecho esfuerzos menores. Pero también debo decir a los parlamentarios del conglomerado oficialista, sabiendo que están presentes en esta Sala Ministros de Estado -los del Interior, de Justicia y Secretario General de la Presidencia-, que la iniciativa para que esos proyectos prosperen es del Ejecutivo. 



La Presidenta Bachelet señaló en su programa que la primera medida que iba a adoptar en materia de probidad sería enviar al Parlamento una iniciativa de ley para modernizar la Contraloría. Han pasado quince meses y, hasta el día de hoy, ella no existe.



De los tribunales contencioso-administrativos venimos escuchando hablar por décadas. Pero no se envían los respectivos proyectos a trámite legislativo.



Entonces -porque en política hay que asumir las responsabilidades-, si las iniciativas pertinentes no existen, ello es atribuible a los Gobiernos de la Concertación, que no han avanzado ni en el tema de los tribunales contencioso-administrativos, que es la legítima forma de defender el derecho de las personas frente a los órganos públicos, ni en la posibilidad de modernizar la Contraloría.



Respecto del caso de la señora Noemí Rojas, la realidad es que nuestra Constitución establece que deben generarse acuerdos para el nombramiento de personalidades en cargos de tanta importancia como éste. Y resulta que esos acuerdos requieren contar con los votos y las mayorías necesarias. Más allá de que todos reconocemos los méritos de la señora Rojas -por lo menos, ésa es la situación de la Alianza, y veo que también la de algunos Parlamentarios de la Concertación-, la Presidenta de la República no estaba en disposición de nombrarla.



Y, a cambio, se ha propuesto al señor Ramiro Mendoza, quien, a mi juicio, reúne tres requisitos fundamentales para cumplir bien el rol de Contralor.



En primer lugar, exhibe una amplia gama de conocimientos en materia de Derecho Administrativo, y su currículum -al revés de lo que han señalado algunos señores Senadores- lo demuestra con claridad.



En segundo término, sostiene la idea de modernizar la Contraloría, lo que ha demostrado en forma clara y precisa en la Comisión de Constitución.



Y quiero aprovechar la oportunidad, señor Presidente, para manifestarle que los Comités debieran tomar alguna medida respecto de lo siguiente. Nosotros hacemos audiencias públicas para que el candidato a Contralor efectúe una exposición. Sin embargo, a la sesión respectiva asistieron, aparte de los cinco miembros de la Comisión, dos Senadores más. Pero el resto opina sobre la persona. Con todo derecho, lo critican; algunos, lo descalifican, y otros, le atribuyen intenciones. Mas ninguno tiene la paciencia de expresarle sus juicios de frente.



Ello me parece muy poco leal en democracia. Porque si esas imputaciones se las hubiesen hecho al señor Mendoza en su presencia, éste habría tenido la oportunidad de contestarlas.



¿Qué ocurriría si a un distinguido señor Senador se le imputara, se le juzgara y se le condenara en algún tribunal, ante la opinión pública, sin jamás haberlo escuchado? ¡Por favor! ¡Qué escándalo se armaría!



Y resulta que aquí, cada vez que debemos nombrar a un Ministro de la Corte Suprema o a cualquier otra autoridad, como el Contralor, asisten uno o dos señores Senadores más a la sesión a que es invitado el postulante y el resto no lo hace. Y después, en la Sala, se formula todo tipo de críticas a su gestión, a que haya sido abogado de alguien o no, a si tomó tal o cual medida.



Desde el punto de vista ético, eso no me parece correcto, señor Presidente, y menos desde la perspectiva del buen cumplimiento de la función parlamentaria.



Quiero hacer presente que el señor Mendoza no sólo reúne, reitero, conocimiento administrativo y capacidad de modernización, sino también algo mucho más importante: independencia, respecto de las presiones de que puede ser objeto desde el Gobierno y la Oposición.



La intervención que hizo hoy día en la Comisión de Constitución -para los señores Senadores que no estuvieron presentes- fue notable. ¡Notable! Entregó un análisis completo de cómo modernizaría la Contraloría. Señaló con toda claridad cómo se deben resguardar los recursos públicos. Expresó cómo se debe velar por la legalidad de los actos de la Administración del Estado, que es un tema fundamental, porque también se puede terminar entrabando al aparato público. Un funcionario excesivamente celoso puede llegar a paralizar los servicios públicos, como ha ocurrido en muchas oportunidades. Y se refirió a todo lo que significa la utilización de los recursos públicos con fines electorales.



Aquí hay señores Senadores de la Concertación que con sus competidores internos de coalición se hicieron brutales acusaciones sobre la utilización de recursos públicos en favor de uno o de otro. Imaginen Sus Señorías cómo se planteaba el tema en cuanto a la Oposición. Y resulta que respecto de ello, que en muchas oportunidades constituye un acto de corrupción, nadie toma una decisión hasta el día de hoy. Y es algo que se puede repetir perfectamente en la próxima elección.



Me parece muy bien que haya un Contralor que declare que, tocante a este problema, y trátese de una elección de alcalde, de concejal, de parlamentario, etcétera, las platas del Estado no están al servicio de las campañas políticas, ni del actual ni del futuro Gobierno. Y si no se procedió así en Administraciones anteriores, estuvo mal hecho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.

El señor ESPINA.- Y si ello ocurrió en los Gobiernos actuales, también.



Me parece que el señor Ramiro Mendoza reúne todos los requisitos para ser un muy buen Contralor; que no es vox populi, vox Dei el que el candidato deba provenir sólo de la Contraloría.



Recuerdo el debate acerca de la designación de los integrantes de la Corte Suprema: ¡únicamente los miembros del Poder Judicial podían llegar al Más Alto Tribunal! Y resulta que en la actualidad cinco de ellos vienen de afuera, sin que nadie afirme que la Corte Suprema se ha desvirtuado o que no funciona bien. Además, muchos de los que llegaron han sido grandes aportes y han colaborado más que nadie en la dictación de leyes que previamente hemos visto en esta Sala.



En conclusión, señor Presidente, como ya lo ha dicho el Senador señor Romero, por quien nos sentimos interpretados –posición que también comparte el Honorable señor Larraín-, vamos a votar a favor del señor Ramiro Mendoza. Por lo menos, así lo haré yo. Me parece que exhibe una estupenda trayectoria, que su nombre ha sido muy bien escogido y que nos corresponde apoyarlo, para que realice una gestión que permita tener un organismo fiscalizador a la altura de lo que un país moderno necesita.



Voto que sí.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, voy a votar a favor. Las razones ya se han dado.



Pienso que esta impasse se debe resolver. Confío en la decisión de la Primera Mandataria y de su flamante Ministro Secretario General de la Presidencia.



Solamente deseo comentar que quedo con la impresión, luego de este largo episodio, de que algo no está funcionando bien en el mecanismo, si se considera el quórum tan alto que se exige y el tipo de confrontación política que se ha dado aquí.



Desde luego, siempre se va a elegir una persona con condiciones, proba, con calidad para el cargo. Y, por lo que he escuchado, el señor Ramiro Mendoza parece reunir esos antecedentes y conformarse a tales criterios. Pero el señor Pablo Ruiz-Tagle también los reunía. Y el argumento que se dio aquí para no aceptarlo fue que “no era un hombre de la Contraloría”. Y no consiguió los votos que necesitaba. O sea, nadie afirmó que el señor Ruiz-Tagle no era experto en Derecho Administrativo o que no registraba una larga carrera docente: la cuestión radicaba en que no venía del órgano contralor. Mas el señor Ramiro Mendoza se halla en la misma situación.



Entonces, uno se pregunta cuál es la diferencia. La respuesta es que uno de ellos es más bien de la Concertación y el otro es más bien de la Derecha. Obvio. Porque los dos son de afuera, presentan una destacada carrera como abogados y son especialistas en Derecho Administrativo. No soy abogado, pero ser experto en esa disciplina otorga, según entiendo, una buena calificación para ser Contralor General de la República. Y, además, ninguno ha registrado una gran experiencia en la Administración. Pero se puede votar por uno y no por el otro.



Por consiguiente, aquí enfrentamos un problema. Porque si el sistema va a significar que para cargos tan importantes sólo se debe llegar a acuerdo respecto de gente de Derecha, me parece un juego que no corresponde.



Entonces, junto con mi voto favorable, dejo planteada esta inquietud. Porque cada vez que existe alguien con toda la calificación, pero que es partidario, no militante, de la Concertación -es decir, que se ubica ideológicamente en el área donde está la mayoría del país-, resulta que “no da garantía”, que “no es imparcial”, que “no puede estar por encima de las partes”.



En consecuencia, reclamo de la actitud de la Derecha, que pretende imponer, de una u otra manera, que los únicos que dan garantía de ecuanimidad son de ese sector. Como diría un lolo, “¿Dónde la vieron?”. ¡Por favor!



Deseo plantear aquí la situación porque creo que volveremos a discutir sobre estos asuntos más adelante, pero me siento muy violentado -quiero señalarlo con mucha fuerza- con ese raciocinio.



Por lo menos, el Senador señor Coloma mantuvo el argumento inicial. Y me parece bien que otros lo hayan cambiado, porque estimo necesario resolver la crisis y que lleguemos a acuerdo. Sin embargo, advierto que no vamos a avanzar mucho si los Honorables colegas de enfrente insisten en el punto de vista de que ser concertacionista, ser progresista, ser de Centro, ser de Izquierda es sinónimo de no poder cumplir con funciones que tienen que estar al servicio de todos los chilenos. Porque nuestra gente también tiene esas calidades.



Voto a favor. 

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, nosotros recibimos al señor Ramiro Mendoza en la Comisión. Hizo una muy buena exposición.



Después de ello se ha desatado una ola de ideas, de informaciones, y uno termina pensando que la persona se halla inmersa en una serie de situaciones ocultas. Pero la verdad es que ninguna de las que se han señalado ha sido certificada de verdad.



A mi juicio, decir que fue esto o aquello, que fue ayudante de no sé quién, que pertenece a determinada institución, no se debe hacer. Porque, en último término, de lo que se trata es de votar respecto de una persona que tiene una característica determinada, que cumple ciertas condiciones, y ello no puede realizarse sobre la base de rumores o de cosas que se dijeron con anterioridad. Eso no sería lógico. En el Senado hemos tenido varias discusiones sobre este mismo tema, y hoy día pareciera que llegaron antecedentes que nadie conoce, de los cuales sólo algunos han sido informados, y que perjudicarían al candidato propuesto.



Me parece oportuno señalar que, así como Pablo Ruiz-Tagle fue compañero de curso mío, lo mismo ocurre con el señor Mendoza. Lo conozco de la universidad. No tengo nada que expresar en contra de lo que hizo durante ese período. Tampoco me merecería ninguna objeción si perteneciera a una institución cualquiera, porque si uno lo vetara por eso, podría vetar también a otros por condiciones religiosas o de otra índole.



Entonces, de verdad creo que debemos votar en conciencia y, en definitiva, definir claramente el perfil de la persona que queremos que se haga cargo de la Contraloría. Sobre el particular, le hicimos varias preguntas al señor Mendoza, entre ellas una relativa a la independencia que debía tener respecto del Gobierno, de los partidos políticos y, en general, de cualquier influencia extraña. Porque lo que nos interesa es que desempeñe el cargo como corresponde a un Contralor y que ojalá sea un colaborador de la Administración, en el sentido de que todas o gran parte de sus actuaciones sean de colaboración, para que no se cometan errores.



Sobre esa base, pienso que las afirmaciones sin antecedentes no son para nada buenas y no prestigian lo que uno pueda decir o hacer en el Senado.



En segundo lugar, existe una situación bien particular. Aquí se dice que hubo un veto respecto de la señora Noemí Rojas. Yo fui uno de los primeros Senadores de la Concertación que estuvieron dispuestos a votar por ella. Eso me atrajo las críticas de algunos. Pero era mi posición. En definitiva, no es que medie un veto respecto de determinadas personas, sino que la Presidenta de la República tiene la facultad de decirle al Senado: “Ésta es la persona que yo quiero”, y nosotros podemos acoger o rechazar su proposición.



Por lo tanto, el hecho de que venga alguien de afuera no significa un agravio, en mi opinión. Las personas que están en las instituciones por años a veces se “encapsulan” frente al desarrollo de éstas. No digo que sea el caso de la señora Noemí Rojas, porque reitero que fui de los primeros en decir que votaba por ella. Pero, si viene una persona de afuera, generalmente puede dar aire, una visión nueva, un camino distinto. Y uno de los puntos que hemos planteado -y así lo dice el acuerdo unánime de la Comisión- es que ojalá el nuevo Contralor, si es nombrado, tenga como primera prioridad la transformación, el desarrollo de la Contraloría, el lograr que ella ejerza sus funciones de buena forma, el que los sumarios no demoren tres, cuatro años, como en la actualidad, porque así la gente queda en la indefensión. En fin, una serie de hechos nos parecen determinantes para lograr, finalmente, una buena Contraloría General de la República.



No tengo idea de si este señor es de Centro, de Derecha o de Izquierda. No es mi problema. Lo que me interesa es que sea un buen Contralor y que, en definitiva, cumpla bien su función.



Para terminar, señor Presidente, felicito, por supuesto, al Ministro señor Viera-Gallo, pero creo necesario destacar que quien decidió el nombre y lo propuso es la Presidenta de la República. Ella es la que envió los antecedentes y determinó que discutiéramos el tema, tras lo cual se consiguió, por último -así lo entiendo-, un acuerdo político. Aquí hay una decisión presidencial, y, en ese sentido, todos quienes votamos a favor, en el caso de la Concertación, lo hacemos porque apoyamos también una definición de la Primera Mandataria.



Voto que sí.

El señor KUSCHEL.- Voy a votar a favor, señor Presidente, pero quiero referirme a algunos aspectos. 



Primero, en cuanto a que el mecanismo, las normas o las instituciones son imperfectos, cabe recordar que estamos aquí precisamente por eso: porque no todos los mecanismos, no todas las normas, no todos los engranajes son perfectos. Y son muy importantes, en todos estos años de trabajo político, la disposición, el buen ánimo, los actores participantes. Y en el caso que nos ocupa, la señora Presidenta, por razones que ella y su equipo conocen, propuso al señor Ramiro Mendoza. 



Soy uno de los Senadores que tenían curiosidad por conocerlo, porque creo que éste es un cargo demasiado relevante. Por eso, cuando se nos informó que esta persona sería recibida por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, con el Honorable señor Bianchi asistimos a la sesión respectiva. Y estamos satisfechos con lo que se logró. 



Es importante reconocer y agradecer la participación de las personas que negociaron: los Senadores señores Larraín y Romero, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia y los presidentes de todos los partidos.



Por último, creo que debemos actuar precisamente con estos mecanismos imperfectos y sobre esa base tomar las decisiones, buenas o malas. Y quizá nunca vamos a contar con mecanismos totalmente perfectos, que nos aseguren una decisión plena, porque todos tenemos defectos. Así que no le echemos la culpa al empedrado y procedamos de acuerdo a las facultades de que disponemos.



Voto a favor. 

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, la verdad es que el nombramiento del Contralor, desde que terminara en su cargo don Gustavo Sciolla, ha sido una historia de desencuentros. Me ha tocado participar desde el inicio en las conversaciones y puedo decir que el proceso no ha resultado ni reconfortante ni positivo. Como se lo dije, en su momento, a la Presidenta: “Cuando se escriba el manual de cómo no se debe negociar, éste va a ser un capítulo privilegiado”. Porque, en nueve meses, por algo los resultados han sido los que conocemos.



Nosotros nos vimos enfrentados desde el principio a un planteamiento muy sólido, muy consistente, de quien representaba al Gobierno, en su minuto, en el sentido de que no se iba a nombrar a alguien de la Contraloría: ni a la actual Subcontralor ni a quienes pudiesen ocupar el cargo dentro de un elenco razonable de personas del organismo.



Ésta fue una historia larga, que ha durado muchos meses. Y cuando vimos que el proceso no funcionaba, planteamos un curso alternativo y dijimos: “Bueno, hagamos algo diferente. ¿Por qué no reformamos la Contraloría, la modernizamos y, luego de un año, retomamos el tema, a ver si entonces las cosas permiten buscar un nombre distinto?”. Lo señalamos incluso deseando que ojalá fuera alguien de adentro, pero pensamos en definir la cuestión después de ese proceso, porque una nueva Contraloría podía permitir “airear” el debate.



Respecto de esa posibilidad, que hicimos pública, por cierto, ante el Gobierno -le pedimos al propio Presidente del Senado que se la transmitiera a la Presidenta-, tampoco tuvimos ninguna respuesta positiva.



Para nosotros no ha sido fácil la cuestión, porque estimamos -y seguimos estimándolo- que las personas naturalmente llamadas a desempeñarse en el cargo han de ser quienes pertenecen a la Contraloría. Ésta es una convicción que nos asiste y que no vamos a abandonar por estar dando hoy día el paso de aprobar el nombre del señor Ramiro Mendoza.



Y en esto quiero ser bastante coherente. Estamos avanzando en darle nuestro apoyo porque lo que el país no puede entender es que, por este desencuentro, no tenga un Contralor General. 



Pero que se entienda que nosotros mantenemos el criterio -lo dije hoy en la Comisión y lo reitero aquí- de que la prioridad para dicho nombramiento siempre la debe tener la gente de la propia institución.



Cambió el Ministro, pero no el predicamento. Muy amigo del Senado es el señor Viera-Gallo, pero los argumentos se mantuvieron iguales. Por lo tanto, el problema no es la persona que hace la interlocución, sino el criterio adoptado por el Gobierno.



Y, frente a esa situación, la pregunta es cómo actuamos. 



Un señor Senador decía que se violentaba porque cambiábamos de criterio. No, no estamos haciendo eso. Estamos asumiendo responsabilidades de Estado y actuando a la altura de un conflicto grave. Así lo manifestó el Honorable señor Escalona, quien, a pesar de muchos desencuentros, en esta materia dio en el punto central.



¿Qué responsabilidad tenemos nosotros en esta situación frente al país?



¿Podemos seguir exigiendo indefinidamente un nombre que la Presidenta, quien tiene la iniciativa en esta materia, no presentará jamás? Podríamos hacerlo. Tenemos los votos para ello.



 ¡Hasta cuándo! 



¿Es éste el espectáculo que queremos brindar el país?



Cuando decidimos, por el bien de la nación, por una razón de Estado, cambiar nuestro criterio, ¡por favor!, no argumenten que ello los violenta, porque eso es no reconocer los gestos cuando estamos ante situaciones de Estado.



Por lo tanto,  hemos avanzado. 



Además, ello va unido a un hecho que no es menor: se ha dado el paso por una persona que, a nuestro juicio, reúne los requisitos para desempeñar el cargo. 



En cuanto al  nombre -participé en todas las conversaciones-, no lo propusimos nosotros. Nadie de nuestro sector lo ha sugerido jamás en ninguna conversación ni con el actual Ministro Secretario General de la Presidencia ni con quien lo precedió.



Este nombre fue dado por la anterior Ministra y lo retomó el actual. 



Nosotros no hemos propuesto los nombres. Así que no vengan a decir que estamos dando nuestros votos porque se trata de una persona que nos interesa, otorgándole a ese hecho una connotación política que no tiene. 
Eso yo lo rechazo en forma terminante. Además, no le hagamos un daño al futuro Contralor poniéndole etiquetas inexistentes. 



También se lo perjudica cuando aquí se le hacen imputaciones que no sabemos si son ciertas.



Habiendo tenido, horas atrás,  la oportunidad de preguntarle directamente: “Dígame, señor, ¿hizo esto o no?, ¿afirmó esto o no?”…

El señor ÁVILA.- No son imputaciones: son hechos.

El señor LARRAÍN.- Son imputaciones en la medida en que se hacen aquí como cargo para justificar el rechazo de su designación. A mi juicio, lo derecho, lo correcto, es enfrentar las cosas cara a cara y no a las espaldas.

El señor ÁVILA.- ¿Me permite…

El señor LARRAÍN.- Le ruego que no me interrumpa, señor Senador. Yo a usted lo respeté cuando intervino. ¡Oiga las cosas en forma democrática, callando cuando  corresponde!

El señor ÁVILA.- ¡A mí me acallaron durante 17 años!

El señor NARANJO.- ¡Tiempo! 

El señor LARRAÍN.- ¡Usted no preside la sesión, señor Senador!

El señor NAVARRO.- ¡Hágalo callar, señor Presidente!

El señor NARANJO.- ¡Tiempo, señor Presidente!

El señor LARRAÍN.-
¡Le ruego que me respete, señor Senador! 



¡Yo sé que le cuesta respetar a la gente! 



¡Deje sus odiosidades para cuando tenga el uso de la palabra!

El señor NARANJO.- ¡Pero si vamos a votar a favor!

El señor NAVARRO.- ¡Que vote!

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, yo creo que con ese ánimo…

El señor LARRAÍN.- ¡Lo que quiero es que, de una vez por todas, tengamos  las cosas claras! 



Aquí nosotros estamos dando un paso para superar un conflicto institucional. Y lo justo es  valorar lo que estamos haciendo.



Lo que estamos haciendo une las cualidades de  la persona propuesta -independiente, competente y con idoneidad moral-  a un acuerdo adoptado en la Comisión de Constitución: que el nombramiento esté amarrado a la modernización de la Contraloría, en los términos explicitados con anterioridad por el Presidente de  aquel órgano técnico.



Este tema no es menor. Porque el país está viviendo momentos difíciles de corrupción, de muchas irregularidades. Y no me refiero sólo a CHILEDEPORTES y a los planes de empleo de emergencia, pues también ha habido problemas de esa índole en los municipios y en numerosos otros ámbitos. 



Al respecto, debemos tener una actitud coherente. Y el principal organismo en esta materia es la Contraloría General de la República. Sin embargo, hoy no está dotada para enfrentar este proceso como corresponde. 



En la Comisión, yo hice una larga exposición de antecedentes,  que no repetiré, porque está en el informe. Pero hay una declaración unánime de aquélla que da cuenta de los principios y criterios, consensuados con el Ministro señor Viera-Gallo, que permitirán avanzar hacia lo que el país quiere: tener una Contraloría moderna, acorde con el siglo XXI, que combata la corrupción, que impida las irregularidades, que asegure la legalidad de los actos de la Administración Pública.



Por esas razones, señor Presidente -y no por otras-, voto a favor del nombramiento de don Ramiro Mendoza como Contralor General de la República.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, voy a votar favorablemente, pero con pena, pues hubiera querido pronunciarme a favor de la actual Contralora subrogante, señora Noemí Rojas.
Creo que lo ha hecho en forma brillante, y por eso hemos sostenido su nombre durante nueve meses.



Desgraciadamente,  no proponemos los nombres nosotros, sino el Gobierno. A pesar de que dijimos en reiteradas ocasiones, tanto en público como en privado, que queríamos a la señora Noemí Rojas, a estas alturas es del todo claro que el Ejecutivo no se halla dispuesto a considerarla. Y no sabemos por qué.



Hubiese votado también a favor de cualquier otro alto funcionario de la Contraloría. Pero, por alguna razón, el Gobierno ha estimado que ninguno  reúne las condiciones para ser nombrado Contralor General de la República. Tampoco sabemos por qué.



En su momento protestamos cuando se pasó a llevar a don Jorge Reyes y se designó al señor Sciolla, pues la tradición era nombrar al Subcontralor.



Han pasado nueve meses. Creo que estamos frente a un tema que ya resulta un impasse y le hace daño al país. Ello, no porque no funcione dicho órgano -de hecho, opera perfectamente bien con la Contralora subrogante-, sino sencillamente porque la situación es percibida como un enfrentamiento entre la Oposición y el Gobierno,  que a estas alturas, a mi juicio, no tiene sentido.



Voy a votar a favor del señor Ramiro Moya, a quien no conozco. Estamos al tanto de sus antecedentes...

El señor MUÑOZ BARRA.- ¡Ramiro Mendoza!

La señora MATTHEI.- ¿Cómo?

El señor NAVARRO.- ¡Mendoza!

La señora MATTHEI.- Perdón:
Ramiro Mendoza. 



Ésa es la mejor demostración de que no lo conozco.

Espero que el nuevo Contralor cumpla una buena labor. Pero va a enfrentar una tarea muy difícil, porque, cuando llegue a instalarse en la Contraloría, se va a encontrar con la comprensible molestia de todos sus funcionarios, quienes sienten que se los  pasó a llevar.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, hoy día estamos llegando al final de una serie de suspenso que se ha prolongado, como muy bien se expresó acá, casi por un año. 



Incuestionablemente, ese lapso tenía incómodos a los miembros de la coalición de Gobierno.



Es evidente que, en el juego democrático de nuestra política, la Oposición subrayaba la anomalía de que no hubiere un titular en una institución tan importante como la Contraloría General de la República.



Han sido casi diez meses en los que se intentaron -y todos lo sabemos- diversas fórmulas para alcanzar el propósito que hoy día se está concretando.



Todos sabemos de los esfuerzos realizados en esta materia por la anterior Ministra Secretaria General de la Presidencia, señora Paulina Veloso. Sin embargo, su estrategia estaba también circunscrita al hecho de que, si no había un acuerdo en las coaliciones políticas, debía emerger un nombre que diera confianza al país, en el sentido de que no estuviera adscrito a las sensibilidades de alguna de las dos coaliciones, sino que mostrara un grado de independencia y de autonomía, en la medida de lo posible. Pero lo importante era que no tuviera una cercanía, una preferencia, ni mucho menos una militancia. 



Todos los esfuerzos que realizó la señora Paulina Veloso, a quien le reconozco el trabajo efectuado, fracasaron absolutamente. Y tanto es así que muchos de los posibles candidatos, de una larga lista de nombres, cayeron en el camino  y ni siquiera alcanzaron a llegar al debate en la Sala. Sólo uno se escapó: el señor Ruiz-Tagle.



Entones, ¿qué  aconteció? Y, al respecto,
 no nos veamos la suerte entre nosotros.



El procedimiento siguió la orientación, tanto -lo reconozco- de mi propia coalición como de la Oposición, de que la autoridad máxima de la Contraloría debía tener una sensibilidad cercana a una de esas dos posiciones. 



¡Ésa es la verdad! ¡Para qué nos vamos a engañar!



Ésa fue la postura que  adoptó  la Alianza, porque no le daba garantías el nombre del señor Ruiz-Tagle, quien académicamente, tenía los mismos títulos, los mismos pergaminos, los mismos doctorados, los mismos postítulos que con seguridad posee el postulante que hoy día será designado en tal cargo.



Cuando el procedimiento quedó así establecido, a lo largo de estos diez o doce meses, yo señalé clara y enfáticamente que, dadas esas circunstancias, consideraba mucho más tranquilizador para la nación  designar a un profesional de las más altas jerarquías de la Contraloría General de la República. Y, en tal sentido, la señora Noemí Rojas -mujer que representa, además, la defensa del género en este país y es ejemplo para  naciones progresistas y desarrolladas-, evidentemente reunía las características que se requerían.



Con ello, yo no estaba manifestando  preferencia por ninguna de esas altas gradaciones, sino que daba una señal al Gobierno para que nombrara a alguien del propio Órgano Contralor. 



Indudablemente, esas personas también tienen puntos de vista respecto de proyectos políticos y sociales. No nos engañemos. Son ciudadanos de jerarquía, de gran cultura, con  visión sobre las cosas. Sin embargo, poseen algo indesmentible: son funcionarios con 30 a 40 años en la Contraloría General de la República; por lo tanto, llevan la institución muy adentro, en la médula de su vocación. Y eso me daba absoluta garantía.



Pero se colocó a esas personas en situación de no confiabilidad,  Y, en mi concepto, los fantasmas no obedecían a la realidad. 



Al mirar la historia de la Contraloría, uno debe concluir que los chilenos hemos de estar orgullosos de ella, pues, incluso, ha servido como modelo a muchos órganos fiscalizadores de América Latina que han venido a conocerla.



Hay un solo hecho -lo señaló un señor parlamentario- que no fue grato para la Contraloría: cuando se designó a un Contralor por tiempo limitado, únicamente  para que tomara razón de un decreto que investía como Presidente de la República a una personalidad que todos conocemos. 



La trayectoria de dicho organismo ha sido limpia, transparente y brillante. Porque no se puede cargar en los hombros de sus funcionarios una situación por la que  sentimos  rechazo.



Señor Presidente, hay razones que han obligado a la Presidenta Michelle Bachelet a enviar el nombre ahora propuesto: la presión de llevar un año sin poder designar al Contralor General de la República y la realidad absoluta de que, para aprobar el nombramiento, se necesitan 23 votos. Porque se da el caso -acá está el resultado- ¡de que 20 votos  son menos que 18…!



Y que nadie se escandalice, porque  digo esto sin el afán de molestar:

¡Para qué  negar que el señor al que se está designando es de la plena confianza de los sectores políticos de Oposición al actual Gobierno! ¡Eso es incuestionable! Y en la medida  que lo nieguen con énfasis, cometen un error absoluto, porque  los restantes Senadores sabemos  que se está sosteniendo una tesis no válida.



Señor Presidente,  me cuesta tomar una decisión en este instante. Me crea un profundo choque, desde mi particular visión.



En la coalición de la Concertación hay socialistas cristianos y socialistas laicos. Somos una pluralidad y estamos frente a un objetivo común; pero también tenemos sensibilidades propias.



Entonces -lo digo con mucha sinceridad-, en esta decisión me enfrento al deseo de complacer mi posición personal, pero no puedo perder de vista que  también debo colocar en la balanza las razones de Estado que la Presidenta Michelle Bachelet ha señalado, especialmente en las últimas horas.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminó su tiempo, señor Senador.

El señor MUÑOZ BARRA.- Soy un convencido de que la persona propuesta es de una formación sumamente conservadora. Y no puedo desconocer la satisfacción de las bancadas de enfrente porque hoy día, con esta luz verde, va a asumir la responsabilidad de Contralor un hombre de su absoluta confianza, confianza que no es exactamente igual en todos los Senadores de esta bancada.



Señor Presidente, Honorables colegas, so pena de no ser comprendido, quiero señalar que, por lealtad a la Presidenta de la República, daré, contra mi convicción y contra la visión que tengo en esta materia, mi voto favorable a la designación planteada, para no inferir  un agravio a la mujer que está dirigiendo patrióticamente los destinos de Chile.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, voy a votar, en forma tranquila e informada, a favor del señor Ramiro Mendoza Zúñiga, quien esta mañana, en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia,  fue sometido a una serie de consultas,  que respondió una a una.



Se trata de un profesor universitario con un gran currículum académico -como ya señalaron aquí algunos señores Senadores-, lo que nos  da  suficiente garantía -por lo menos a mí- de que es la persona adecuada para conducir un organismo tan importante como la Contraloría General de la República hacia la modernización que  requiere. Según él mismo  manifestó, "una Contraloría para el siglo XXI".



He escuchado  a diversos  Senadores que me  precedieron, quienes objetando el nombramiento del señor Mendoza, sostuvieron  que se  estaría terminando  la carrera funcionaria en dicho organismo al no proponerse un nombre  proveniente de él.



Eso es falso, señor Presidente; constituye una falacia. En la Contraloría no existe carrera funcionaria en los grados indicados. Y una de las principales consultas que se le formularon hoy al señor Ramiro Mendoza, con el objeto de saber cómo resolvería este nudo,  fue por qué existen tantos funcionarios de exclusiva confianza del Contralor. Y él indicó que iba a hacer todos los esfuerzos posibles para procurar que sólo se mantuvieran hasta los jefes de división.



Sí existe carrera funcionaria, pero no en los niveles que algunos han consignado.



Hay quienes  se admiran porque se logró un acuerdo político. Pero parece que ello no inhabilita al señor Mendoza  ni invalida su capacidad académica. 



En buena hora, señor Presidente, nos hemos puesto de acuerdo, después de diez meses, para nombrar a una persona que llene el cargo acéfalo de Contralor.



Por otra parte, no hacemos más que dar cumplimiento a lo establecido en el inciso segundo del artículo 98 de nuestra Constitución Política, que dispone que el Contralor será designado por el Presidente de la República con acuerdo del Senado. Eso es lo que estamos haciendo hoy día.



Me habría gustado, meses atrás, que se hubiera nombrado a don Pablo Ruiz-Tagle, quien, a mi juicio -como se lo señalé hoy al señor Mendoza-, tenía méritos suficientes para ser Contralor, al igual como los posee el actual postulante.



Sin embargo, no hubo acuerdo en ese nombre. Lo lamento. La designación no se produjo entonces. Hoy se está materializando. Creo que de esta forma se resuelve un impasse que por muchos meses tuvo prácticamente en un comidillo político al país al no saber por qué no se nombraba Contralor General de la República. 



Me asiste la plena seguridad de que la modernización del Órgano Contralor no depende única y exclusivamente del señor Ramiro Mendoza -tengo la convicción de que vamos a aprobar su nombramiento-, sino de todos nosotros, de que los proyectos que persiguen ese objetivo y mayor transparencia no queden paralizados. 



Voy a votar -repito- a favor de la designación porque nosotros, como coalición de Gobierno, no tenemos nada que ocultar. Y como no tenemos nada que ocultar, preferimos que el Contralor sea una persona que nace fruto del acuerdo político alcanzado entre todas las fuerzas que componen el Senado.



Voto que sí.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, antes de abocarnos a este asunto, tuve la audacia de leer la sesión del día 14 de noviembre de 2006, cuando se discutió la nominación de Pablo Ruiz-Tagle -que fue rechazada-, porque quería saber a ciencia cierta cuáles iban a ser los argumentos que hoy se esgrimirían. 



Sin embargo, no voy a leer lo que se dijo en esa oportunidad, pues se me va a acusar -hay algunos colegas que se irritan muy fácilmente- de provocador si llego a citar alguna de las opiniones expresadas. Y, curiosamente, ellas no tienen nada que ver con lo que se está señalando hoy día. ¡Nada que ver!



 Quiero, en primer lugar, valorar la actitud de los Senadores que han mantenido firme su posición, de quienes dijeron: “Miren, nosotros quemamos nuestras velas por la señora Noemí y no saldremos de ahí”, y ahora, de manera muy honesta, han reiterado ese criterio. 



No obstante, otros han cambiado de parecer. A lo mejor, ello es mérito del nuevo Ministro Secretario General de la Presidencia. 



¡Dejémoslo así! 



En segundo término, debo manifestar que yo también participé en la Comisión para dilucidar este tema. Allí se nos dijo, una y otra vez: “Si no hay modernización de la Contraloría, no queremos el nombre de nadie. Sólo si el Gobierno manda un proyecto de ley que la modernice estamos dispuestos a aprobarlo. Y en ese caso sí habrá luz verde para designar al Contralor”.



Pero hoy día se cambia de opinión aduciendo supuestas razones de Estado, que me parecen legítimas.



Señor Presidente, yo usaré los mismos argumentos que utilicé cuando se discutió la proposición para el nombramiento de Pablo Ruiz-Tagle. 



Quiero en ese cargo a una persona que tenga capacidad de gestión y liderazgo; que pueda llevar adelante el proceso de modernización de la Contraloría; que inyecte aires nuevos a dicha entidad. Porque -y esto no implica hablar mal de nadie-, teniendo en cuenta el equipo que hay al interior de ella, obviamente los cambios profundos y modernizadores necesitan aire fresco. 



Por eso, sin ponerle etiqueta a Pablo Ruiz-Tagle, sin saber si era de allá o de acá, le entregué mi consentimiento y mi voto favorable, porque creí que era la persona idónea para ese puesto. 



La Presidenta de la República, conforme a sus legítimas atribuciones, encomendó al Ministro señor Viera-Gallo que propusiera otro nombre. Y se nos planteó el de Ramiro Mendoza.



He conversado y pedido antecedentes sobre él. Porque nadie puede decir que, en un país de apenas 15 millones de habitantes, la gente no se informa quién es quién. Pienso que todos, antes de venir a votar, preguntamos sobre aquel señor. A lo mejor no lo conocíamos en forma personal, pero dudo de que algún Senador haya venido a esta sesión sin saber quién es ni qué ideas sustenta. Todos averiguamos y consultamos. 



Se me ha señalado -y no tengo por qué ponerlo en duda- que se trata de una persona idónea, con capacidad de gestión y liderazgo, que puede sacar adelante un proceso de modernización.



Entonces, debo hacerme la misma pregunta que en el caso de Pablo Ruiz-Tagle: ¿Por qué no puede ser el señor Mendoza? ¡Claro! Pero ¿cuál es la diferencia? Lo dijo muy bien el Senador señor Gazmuri: estamos frente a una persona de clara tendencia conservadora. ¡De clara tendencia conservadora!



Por lo tanto, cuando uno escucha aquí las distintas intervenciones, concluye: ¡Caramba, cómo hemos cambiado de la noche a la mañana! Porque los mismos argumentos que podríamos haber usado cuando se propuso a Pablo Ruiz-Tagle hoy día son válidos para este otro caso. Pero ayer dijeron “no”; que eso restaba autonomía a la Contraloría; que era tremendamente negativo nombrarlo como Contralor.



 En lo personal, las mismas razones de Estado que expuse en esa ocasión las emplearé hoy para apoyar la nominación del señor Ramiro Mendoza, sabiendo que es una persona con claras ideas conservadoras y tremendamente afín a la Derecha. No voy a caer en la mezquindad, en la pequeñez política de pensar que porque no tiene la etiqueta mía lo puedo objetar, censurar, rechazar y crucificar, como fue crucificado el señor Pablo Ruiz-Tagle, incluso antes de ser escuchado. 



¡No voy a caer en esa pequeñez! ¡Hay que actuar con grandeza!



¿Sabe, señor Presidente? Uno puede sacar una lección de esto y hacer una consideración y una reflexión. 



En la oportunidad anterior escuché  lo que se expuso y luego lo leí bien -por favor, no se irriten Sus Señorías si me refiero a ello-: hubo algunos Senadores que sostuvieron que siempre -¡siempre!- el Contralor debe ser de oposición al Gobierno. 



Siendo así, quiero hacer sólo una reflexión: o la Derecha sabe que ganaremos la próxima elección presidencial y, como este señor durará ocho años en el cargo -por consiguiente, miremos el asunto con ánimo positivo-, dice: “Obvio, el Contralor debe ser de Oposición”; o bien -según sostuvieron algunos de sus personeros-, si llega al Gobierno, imagino que le va a solicitar la renuncia. 



En consecuencia, yo miro el asunto en términos positivos.



Voto que sí.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, voto a  favor de la propuesta de la Presidenta de la República.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, un cientista político francés me señaló que Chile era el país donde había más políticos y en que la política formaba parte casi consustancial del gen mismo de ser chileno. Y la verdad es que, después de la discusión que hemos tenido durante nueves meses, me doy cuenta -y también por otras razones casi históricas- de que efectivamente tratamos de politizar al exceso debates que deberían tener un sentido político menor, vale decir, de política con “p” minúscula. 



Este asunto nos ha llevado a una discusión absurda. Hace nueve meses que debimos resolverlo. Pero ello no es responsabilidad única y exclusivamente del Gobierno -que la tiene en primer lugar-, sino también de nosotros, porque los Senadores de la Concertación nunca nos pusimos de acuerdo. Hicimos un chequeo y no necesariamente comprobamos que había consenso. 



En situaciones como ésta se demuestra que las coaliciones deben ser muy sólidas si quieren gobernar en forma seria. Lo señalo porque este punto lo podríamos haber resuelto hace mucho tiempo. No teníamos ninguna razón para no haber aprobado la nominación de una persona distinta de la coalición gobernante. Y creo que es bueno que un Contralor o una Contralora General de la República sea diferente de ella, por lo que representa el cargo y por la responsabilidad que conlleva; por el papel que en una sociedad moderna juega una entidad contralora que se encuentra en plan de modernización.



Pero sobre ese punto, por cierto, no teníamos acuerdo.



Tampoco la Cámara Alta, en su momento, fue capaz de respaldar los planteamientos que se formularon aquí mismo para modernizar aquel organismo. Nos olvidamos que acá estuvieron doña Olga Feliú y don Enrique Silva Cimma. Los dos hicieron ingentes esfuerzos para que el  Senado de la República -no digo la Cámara de Diputados- tomara la iniciativa de impulsar un proceso de modernización de la Contraloría. Y ambos eran de signos políticos ideológicos muy distintos, de modo tal que no deberíamos haber tenido ninguna duda con respecto a sus buenas intenciones. 



Sin embargo, como Senado no realizamos el esfuerzo suficiente. Ahora lo estamos efectuando a propósito de la designación del señor Mendoza, a quien no conozco. Sólo he leído su currículum y me da plena confianza de que va a hacer bien las cosas. Las va a hacer bien, porque cuando la Presidenta de la República examinó aquél, seguramente tomó la precaución de considerar otras dimensiones de la personalidad del candidato. Y, por cierto, confío en mis colegas miembros de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, quienes supongo que le hicieron preguntas pertinentes -yo no fui; estaba en otra Comisión-, a los efectos de conocer exactamente su valía profesional y su idoneidad ética y moral. Así que no tengo otra alternativa. Pienso que deberíamos partir de la base de que se trata de una persona que hará bien las cosas. 



A mí me parece lamentable que se diga que cuando el señor Mendoza entre por la puerta principal de la Contraloría General de la República sufrirá una rechifla general de los funcionarios de la institución por no provenir de ella. 



Y digo que me parece lamentable porque, al igual como lo hicieron los medios de comunicación durante las jornadas previas al llamado "Día del Joven Combatiente", desde el Senado se está incitando al personal de la entidad a recibir a pifia limpia al señor Mendoza. Sinceramente, eso constituye una irresponsabilidad. Creo que no estamos cumpliendo bien nuestra tarea, que es hacer política con "P" mayúscula y no con "p" minúscula.



Tengo la impresión de que con ello estamos demostrando, una vez más, que no nos encontramos a la altura de las exigencias de la gente, que no quiere escuchar discusiones de ese tipo. Si tenemos la responsabilidad de nombrar al Contralor General de la República, a un Ministro de la Corte Suprema, debemos tratar de hacer política con "P" mayúscula.



No digo que no hayamos de tener una posición política,  que hayamos de ser asépticos. Eso es absurdo, ridículo y una hipocresía. Pero debemos procurar que las cosas sean un poquito menos traumáticas, en un país que ya sabe perfectamente bien qué pasa cuando se hace política de la manera como la estamos haciendo.



Es posible que el señor Mendoza sea bastante distinto de mí, desde el punto de vista ideológico político. Me dijeron que es un hombre muy cercano a posiciones extremas dentro de la Iglesia Católica. Yo no voy a hacer la Inquisición al revés, así como tampoco quiero que hagan la Inquisición conmigo por ser laico. Porque creo que en Chile debemos acostumbrarnos a convivir con personas que piensan diferente. 



Ése es el destino de nuestra nación. Si no aprendemos a convivir con gente que piensa distinto, como país estaremos dando un muy mal ejemplo. En consecuencia, si el señor Mendoza piensa bastante diferente que yo, espero que como Contralor cumpla con la tarea que le encomienda la ley y aplique las disposiciones que permitan que efectivamente la Contraloría lleve a cabo su labor.



Por eso, voto a favor.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, como se ha señalado aquí, está culminando un largo proceso, que progresivamente fue conduciendo a un impasse institucional que ha sido negativo: negativo para el país; negativo -imagino- para la Contraloría; negativo para el Gobierno, y negativo también para la propia imagen presidencial. 



En un régimen tan presidencialista como el nuestro, estos impasses institucionales generan costos que no se distribuyen equitativamente. Al final, es la figura presidencial la que termina endosándose una parte muy importante de los costos que aquéllos originan.



Desde ese punto de vista, juzgo positivo que la situación se resuelva y el proceso culmine, como está ocurriendo hoy. Sin embargo, para ser bien francos, hay que decir que no está culminando de la mejor manera. En mi opinión, estamos ante una resolución que apela mucho más a consideraciones de tipo político contingente que a consideraciones de carácter institucional. Porque todos sabemos que se trata de una decisión que se da en un momento político complejo, delicado. Eso explica por qué hoy se puede zanjar, en torno a un hombre de las características del señor Mendoza, una situación que no se pudo resolver en el período legislativo anterior.



Voy a votar favorablemente, señor Presidente, porque deseo sustentar la petición formulada por la Presidenta de la República. Y, también, basándome en el hecho -indicado durante el curso de la discusión- de que el candidato propuesto ya había sido sugerido, en su momento, por la ex Ministra señora Paulina Veloso. En consecuencia, no se trata de un nombre enteramente nuevo. 



No obstante lo anterior, quiero dejar establecido, de modo muy claro, que el carácter de emergencia -por así llamarlo- de esta resolución no puede sentar precedente. Al menos en lo que a mí respecta, procuraré, en todo lo que esté a mi alcance, votar en conciencia los proyectos de ley que se sometan a la consideración del Senado.



Del mismo modo, señor Presidente, voy a confiar en la comparecencia y en las declaraciones que hizo el señor Mendoza en la Comisión de Constitución. Yo no soy miembro de ese organismo, pero sí uno de los Senadores que, dentro de sus disponibilidades de tiempo, fueron a escucharlo. Y me parece que su presentación mostró conocimiento, versatilidad, preparación. 



Ahora, creo que el señor Ramiro Mendoza deberá hacer un gran esfuerzo, no sólo para sacar adelante un proyecto de modernización de la Contraloría, sino también para ser ecuánime. Porque -digamos las cosas con total franqueza y respeto- él no es lo que uno pudiera denominar “profesional independiente”. Es y ha sido un hombre de trinchera: ha sido un hombre de trinchera en el frente académico, en la Universidad de Chile; ha sido un hombre de trinchera en discusiones doctrinarias respecto del servicio público; ha sido un hombre de trinchera en debates valóricos.



Quiero decir, señor Presidente, que yo no soy -y no podría serlo- crítico de las personas que tienen opiniones bien constituidas sobre las cosas. Pero estimo fundamental ser capaz de entender que en esta nominación hay un voto de confianza; que ella se da en un momento complejo y delicado, y que el señor Mendoza deberá hacer gala de sus mejores energías para sacar adelante el proceso de modernización de la Contraloría y, a la vez, poder desprenderse de sus particulares puntos de vista.



Me pronuncio afirmativamente.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, voy a votar en contra de la proposición de la Presidenta de la República para nombrar al señor Mendoza como Contralor General de la República, por una razón muy simple.



Aquí hemos escuchado por mucho tiempo reiterados discursos sobre la necesidad de modernizar al órgano fiscalizador, de mejorar sus procedimientos, de capacitarlo para enfrentar al nuevo Estado, es decir, estos nuevos y diversos servicios públicos con que hoy cuenta nuestra Administración. 



Durante años, eso no pasó de las palabras y no se entregó a la Contraloría General ninguna potestad para avanzar en su tarea fundamental, que es velar por la probidad, por el manejo adecuado de los recursos públicos, por la legalidad de los actos del aparato fiscal. Y la institución ha debido enfrentar esa situación en condiciones absolutamente desmedradas: con falta de profesionales, carencia de elementos técnico-tecnológicos, ausencia de facultades. 



Hemos de concordar en que la Contraloría no tiene, por ejemplo, imperio para hacer ejecutar sus resoluciones. En múltiples oportunidades hemos visto que realiza sumarios, detecta irregularidades o faltas a la probidad, pero sus resoluciones son desconocidas de manera persistente por la autoridad. Y esa autoridad, que ha querido mantenerla durante bastante tiempo en situación desmedrada frente a la Administración, hoy les envía a todos esos funcionarios, que trabajan en las condiciones descritas, muchas veces abnegadamente, un mensaje: no hay nadie al interior de la Contraloría que pueda dirigirla. Esa misma autoridad no da razón ni explica su actitud pública frente al trabajo de una persona con una larga y vasta trayectoria en la Contraloría, como es la señora Noemí Rojas. Por lo tanto, la señal que se entrega al interior de esta institución es, a mi juicio, absolutamente negativa.



No logro entender por qué modernizar -reitero, ello ha estado presente durante mucho tiempo sólo en los discursos, sin ninguna iniciativa en concreto- tiene que limitar la independencia y autonomía de la Contraloría. Porque todos estaremos de acuerdo en que los profesionales de dicha institución, quienes han entregado una vida de servicio público al interior de un organismo que debe velar por la probidad, se van a sentir hoy, legítimamente, cuestionados para realizar la tarea que durante mucho tiempo han efectuado.



Es esa señal a la que hoy me quiero rebelar. Y por eso manifiesto mi voto en contra. Porque, por una parte, no se avanza ni hay voluntad política, salvo en los discursos, para modernizar la Contraloría, y, por otra, se afecta necesariamente la autonomía y la independencia nombrando a alguien externo. Porque, ¿cuándo en determinada institución se nombra alguien de afuera? Cuando existe una situación de crisis, de estancamiento, de ingobernabilidad en su interior. Y ése no es el caso de la Contraloría General de la República. Ésta funciona a pesar de las limitaciones que nosotros mismos o que la autoridad ha establecido en su accionar. Y hoy, además, le imponemos una persona externa, cualesquiera que sean sus méritos, lo que sin duda va a afectar, a mi juicio, su autonomía y su independencia.



En muchas de las intervenciones se ha manifestado, también, que se nombra a alguien ajeno a ese organismo para impulsar su modernización, haciendo creer que el Contralor General juega un papel fundamental en ello. Pero no es así. Aquella entidad se dirige a través de una ley orgánica constitucional. Y es en particular el Poder Ejecutivo el que tiene el sartén por el mango en una situación de esta naturaleza. Y no hemos visto una voluntad clara al respecto.



Por lo tanto, señor Presidente, mi voto en contra se debe a que tengo la más absoluta convicción de que la autonomía y la independencia de la Contraloría se resguardan adecuadamente con personas que han hecho del servicio público una vida al interior de ese organismo.



Voto en contra.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, voy a apoyar la propuesta del Ejecutivo.



Más allá de los argumentos que se han entregado, me parece que la situación en que se halla la Contraloría lo único que hace es debilitar su función. Todos sabemos lo que son los interinatos: no se manda, no se actúa, ni siquiera se logra trabajar con propuestas tendientes a mejorar su propia gestión, porque no se tiene la legitimidad para ejercer el cargo.



En segundo término, la discusión respecto de si el Contralor debía provenir de dentro o de fuera de la institución ya la tuvimos hace tiempo. Siempre fui partidario de buscar a alguien externo, ojalá un profesional joven, distinto, que de alguna manera pudiera llevar aire fresco y renovar en parte la forma en que la Contraloría viene trabajando. No es que exista una crisis al interior de ella, pero la institución tampoco hace su labor como a todos nos gustaría. Resulta evidente que está siendo sobrepasada totalmente en algunos aspectos en su fiscalización -ellos mismos lo reconocen-, sobre todo en lo referente a los gobiernos locales y en una serie de otras materias que es preciso encarar con mucho más dinamismo y profesionalismo.



En tercer lugar, felicito al Ministro señor Viera-Gallo por haber logrado un acuerdo, que sin duda es político, donde se negocia, se dialoga y no siempre se obtiene lo que a cada uno de nosotros nos agradaría. Está dentro de lo posible. Y la propuesta de la Presidenta hace que hoy podamos, después de nueve meses -como aquí se ha dicho-, llegar a un acuerdo que permite tener un Contralor. Pienso que ello constituye un buen punto de partida para el Ministro señor Viera-Gallo y el equipo de Ministros a los que la Presidenta ha encomendado la tarea de ejecutar los programas de Gobierno.



Sin duda que todo lo que tiene que ver con la modernización de la Contraloría va a ser más fácil de encarar con un Contralor nombrado. La existencia de un órgano acéfalo, con una persona interina, que en la práctica, por cuestionamientos políticos, públicos, no estaba en condiciones de dirigir ese organismo, es evidente que hacía más urgente que nunca despejar este tema.



Y me alegro de que en el Congreso al final, más allá de lo que algunos piensen en términos particulares, se haya llegado a acuerdo para nombrar a don Ramiro Mendoza, que al parecer reúne los antecedentes profesionales y técnicos que requiere el cargo, como ha dicho el Presidente de la Comisión. Considero que desde el punto de vista político es una buena señal, y hay que respaldarla.



Voto a favor.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, yo anuncié mi voto negativo…

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Su Señoría no puede fundar el voto, pues ya había sido llamado.



Solicito el asentimiento de la Sala para que el Honorable señor Vásquez funde el voto.



Acordado.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, agradezco la gentileza normal de los señores Senadores. Independientemente de que en alguna oportunidad tengamos diferencias, siempre he estimado que la relación de caballerosidad es básica en esta Sala y en todas las instancias de la vida.



En verdad, en el momento en que fui llamado estaba atendiendo un asunto urgente, y por eso no voté.



Señor Presidente, yo había manifestado con mucha pasión mi decisión de votar en contra del nombramiento del señor Ramiro Mendoza. Y no por casualidad, sino porque me asaltaban dos grandes dudas, por dos antecedentes importantes que me constaban personalmente.



El primero es la actitud que el señor Mendoza tuvo en 1997 con posterioridad a la elección de Decano entre don Gonzalo Figueroa Yáñez y don Pablo Rodríguez Grez en la Escuela de Derecho de la Universidad de Chile. En dicha oportunidad, el señor Mendoza con otros profesores mantuvieron un paro de actividades independientemente de la normalización ocurrida en el resto de la Universidad. Yo efectivamente debí ingresar a hacer clases con el fin de lograr que se normalizara otro departamento, el de Derecho Comercial. De modo que conozco perfectamente bien la posición política que tenía el señor Mendoza. Me preocupó ese hecho porque había habido un acuerdo para solucionar un problema y, sin embargo, hubo quienes no lo cumplieron.



El segundo punto se refiere a una carta firmada por el señor Mendoza y otros profesores de Derecho Administrativo y Derecho Constitucional, relativa a la entrega del Levonorgestrel 0,75 miligramos, conocido también como “píldora del día después”. Pero me preocupaba, no por la creencia o la estimación que él hiciera en cuanto a que fuera o no abortiva, sino que bajo el siguiente criterio jurídico. Esa carta invoca específicamente el Pacto de San José de Costa Rica. Por lo tanto, invoca una legislación vigente.



La pregunta que me hice -desgraciadamente, por razones personales, no alcancé a planteársela- fue qué habría pasado si el señor Mendoza hubiera sido el Contralor General de la República y hubiese recibido el decreto firmado por la señora Presidenta de la República que ordenaba la entrega del Levonorgestrel por las municipalidades. ¿Habría aceptado o no que ésta era una norma reglamentaria, un decreto supremo que afectaba la legislación interna del país? Obviamente que ahí hay una cuestión de carácter valórico, pues no existe ningún antecedente cierto, científico, que apoye una u otra visión.


Sin embargo, debo reconocer que he cambiado de opinión, por dos razones.



En primer lugar, porque se ha producido un acuerdo formal mayoritario y es conveniente que ese espíritu se mantenga en el Senado. En ese sentido, debo ser muy franco. Cada vez que se me ha pedido un pareo he accedido a concederlo, en cambio a mí no siempre se me ha otorgado. Lo entiendo como una posición política. Sin embargo, un entendimiento como el que se acaba de producir debería ser el que prime y reine en esta Sala.



En segundo término, por una razón de Estado. Realmente, creo que hay momentos en los que uno tiene que ir más allá de sus dudas y apoyar la actual institucionalidad.



El nombramiento del Contralor -como siempre lo sostuve-, por norma constitucional, le corresponde a la señora Presidenta de la República. Nosotros sólo debemos pronunciarnos sobre él.



En definitiva, en función de esa razón de Estado y atendido el espíritu que ha reinado en este Hemiciclo, pese a las dificultades que ha habido, voto a favor.



He dicho.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún otro señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba la proposición de Su Excelencia la Presidenta de la República para nombrar al señor Ramiro Mendoza Zúñiga como Contralor General de la República (30 votos a favor, 5 en contra y una abstención).



Votaron por la afirmativa los señores Allamand, Alvear, Bianchi, Cantero, Chadwick, Escalona, Espina, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Matthei, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Orpis, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Votaron por la negativa los señores Arancibia, Ávila, Coloma, Pérez Varela y Zaldívar.



Se abstuvo el señor Flores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, quiero agradecer al Senado la votación que se ha producido esta tarde. Comprendo que, para unos y otros, ello no ha sido fácil después de un largo proceso de desencuentro.



Deseo expresar tres cosas.



En primer lugar, en el Gobierno existe la voluntad de lograr todos los acuerdos que sean necesarios para el bien del país. Y donde no sea posible, nos los habrá. Pero donde sea posible, con el fin de poder cumplir con el programa de la Presidenta, haremos lo mismo que hemos hecho todo el equipo político y otros Ministros para que éstos sean realidad.



En segundo término, quiero comprometer al Ejecutivo en la modernización de la Contraloría. Lo dije esta mañana en la Comisión y lo reitero ahora en público.



El primer proyecto relativo a aquélla lo envió don Patricio Aylwin en 1992. Sin embargo, no hubo mayor acuerdo en torno a él y duerme no sé si en el Senado o en la Cámara de Diputados.



Durante las Administraciones anteriores se dictaron tres leyes que inciden en cambios en la Contraloría. La más importante es la Nº 19.817, de 2002, que introdujo importantes modificaciones en las funciones de dicho órgano. Estableció las auditorías y, al mismo tiempo, consagró la facultad de imperio del Contralor respecto de las infracciones de los empleados municipales, ya que muchas veces los alcaldes no aplican  la sanción que aquél impone.



El nuevo Contralor General de la República ha comprometido su mandato, su nombramiento a este proceso de renovación y de cambio de una institución vital y muy singular de nuestro sistema político. Y todos los señores Senadores de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia han dejado estampado en el informe su compromiso en torno a ciertos principios básicos para que esto pueda ocurrir.



No obstante, no puedo ocultar que la tarea de modernización no va a ser fácil. No por falta de voluntad, sino porque hay puntos decisivos sobre esta materia que hasta ahora no son coincidentes entre las distintas fuerzas políticas, ni siquiera en la comunidad de profesores de Derecho Administrativo.



Por eso, en la Comisión dije esta mañana que nuestro compromiso es avanzar paso a paso. No es preciso realizar un cambio global, sino sólo en aquellos aspectos necesarios para que la Contraloría pueda cumplir su función a lo largo de todo Chile -en Santiago y en Regiones- en pos de los principios de la probidad, la transparencia, la eficacia y la eficiencia de la Administración Pública.



En tercer lugar, es evidente que el mecanismo que ideamos al modificar la Constitución en el 2005 para designar al Contralor General de la República ha demostrado tener ciertas falencias.



Antiguamente éste ejercía su cargo, en la práctica, de modo vitalicio –por lo general, era una persona mayor-, pues cesaba en sus funciones al cumplir los 75 años de edad. En efecto, si a quien se propone ahora se le hubiera nombrado, por ejemplo, de acuerdo con el sistema anterior, habría tenido más de 25 años de mandato por delante, lo cual no parece razonable.



Además, era designado por simple mayoría de los  Senadores en ejercicio. Así ocurrió con los anteriores Contralores, señores Arturo Aylwin y Gustavo Sciolla.



Entonces, al establecerse un plazo límite de 8 años para el mandato del Contralor, quienes participamos en la reforma cuando se votó, pensamos que lo lógico era consignar el mismo quórum que se requiere para ser nombrado miembro del Banco Central, del Consejo Nacional de Televisión y, sobre todo, de la Corte Suprema.



Pero resulta que hay una gran diferencia. Esos son organismos colegiados. La Contraloría es un organismo unipersonal. Tal vez eso explique por qué no hay tantas dificultades para llenar esos cargos con un quórum elevado. Sin embargo, se ha producido una situación que se ha prolongado por nueve meses, que felizmente hoy ha terminado.



Por eso, quiero también comprometer nuestra voluntad de explorar algún sistema que sea adecuado para nombrar a una persona, a un funcionario idóneo, apegado al Derecho, en dicho cargo donde las banderías religiosas, ideológicas e incluso políticas no debieran existir.



Todos sabemos que don Enrique Silva Cimma es y era dirigente del Partido Radical y fue un Contralor ejemplar. Todos sabemos que don Arturo Aylwin milita en la Democracia Cristiana y fue un Contralor ejemplar. Militar en un partido no debe ser  obstáculo para que una persona pueda desempeñar dicho cargo. No debiera importar su orientación política o su adscripción religiosa o filosófica. Por eso, tenemos que pensar en un mecanismo que dé cuenta de las dificultades de estos nueve meses.



Quiero terminar felicitando al nuevo Contralor.  Sin duda,  todo lo que expresó esta mañana va a inspirar su acción. Cabe destacar que, ante una pregunta que le formuló un señor Senador, señaló que antepondría siempre su adhesión al Derecho, a los principios del ordenamiento jurídico, por sobre cualquier convicción personal de índole meta jurídica.



Por eso, el Gobierno se complace de esta nueva etapa. Le deseamos el mayor éxito al señor Contralor, y estamos ciertos de que los funcionarios de esa entidad sabrán cumplir con su deber funcionario.


                                    … INCIDENTES
PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)------------------------(

--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor CANTERO:



Al señor Director de la COMPIN de la Segunda Región, solicitándole información sobre RECHAZO DE LICENCIA MÉDICA A MUJER EMBARAZADA.





Del señor FREI:



Al señor Presidente de la Excelentísima Corte Suprema, pidiéndole su parecer sobre INSTALACIÓN DE CORTE DE APELACIONES EN PROVINCIA DE OSORNO; al señor Ministro del Interior, haciéndole presente PREOCUPACIÓN DE CONCEJO COMUNAL DE OSORNO POR AMENAZA A  INTEGRIDAD FÍSICA DE DIRIGENTES VECINALES; al señor Ministro de Justicia, relativo a  CREACIÓN DE CORTE DE APELACIONES EN PROVINCIA DE OSORNO (REITERACIÓN DE OFICIO); al Directorio de la Fundación Teletón, solicitándole revertir decisión en cuanto a IMPLEMENTACIÓN DE CENTRO DE ATENCIÓN PARA MINUSVÁLIDOS EN VALDIVIA.



Del señor GARCÍA:



Al señor Ministro de Hacienda, requiriéndole antecedentes en cuanto a MONTOS COMPROMETIDOS EN PROYECCIÓN Y EJECUCIÓN DE TRANSANTIAGO; a la señora Ministra de Planificación y Cooperación, pidiéndole informar acerca de ADOPCIÓN DE MEDIDAS SOBRE AMPLIACIÓN DE OPORTUNIDADES LABORALES PARA DISCAPACITADOS, y respecto a OTORGAMIENTO ECONÓMICO A EMPLEADOS PÚBLICOS QUE DOMINEN LENGUAJE DE SEÑAS.



Del señor ROMERO:



Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitándole información en cuanto a CONSTRUCCIÓN DE SEGUNDO TÚNEL EN SECTOR DE CHACABUCO y a MANTENCIÓN DE CAMINO TRONCAL LA CALERA-LA CRUZ-QUILLOTA; y a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, requiriéndole antecedentes sobre MANTENCIÓN DE CAMINO TRONCAL LA CALERA-LA CRUZ-QUILLOTA.

)-----------------(

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En Incidentes,  los Comités Demócrata Cristiano, Partido Por la Democracia, Partido Radical Social Demócrata, Independiente, Unión Demócrata Independiente y Renovación Nacional e Independiente no harán uso de sus tiempos. 



En el turno del Comité Socialista, tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, me referiré a varias materias.

PROHIBICIÓN ISRAELÍ DE INGRESO DE 

CIUDADANA CHILENA A PALESTINA. OFICIO



Con fecha 29 de marzo nos informamos de que nuevamente, por razones de seguridad, el Gobierno israelí prohibió el ingreso de Elisa Abedrapo a Palestina.



La joven admitió desde Jordania su calidad -conocida, por cierto, desde muy pequeña- de activista de la causa palestina.



Los diplomáticos chilenos apostados en Medio Oriente intentan resolver el problema, pero sin resultados positivos.



Se trata de una compleja situación que vive esa ciudadana chilena de 28 años y cuyos padres son de origen palestino. Congeló sus estudios de Astronomía en la Universidad de Chile para trabajar y juntar dinero que le permitiera viajar a Palestina. Así lo hizo. Pero, tras llegar a la frontera de los territorios ocupados, vía Jordania, el pasado 23 de febrero, la guardia fronteriza israelí le negó la entrada por “razones de seguridad” y (peor aún) le informó que tenía prohibido el paso hasta diciembre de 2008. 



Todos los que conocemos a Elisa Abedrapo sabemos que no representa un riesgo para la seguridad de nadie. Por el contrario, su calidad humana, su gran formación cívica en derechos humanos, la convierten en una mujer ejemplar.



Señor Presidente, solicito a nuestra Cancillería que pida de manera formal a la Embajada de Israel en Chile, y particularmente al Ministerio de Relaciones Exteriores de ese país, explicaciones por tal prohibición. Quiero conocer la argumentación dada sobre la conducta de Elisa Abedrapo.



Si Israel, de manera unilateral, determina qué ciudadanos chilenos pueden ingresar por sus fronteras y, particularmente, visitar Palestina, nos encontramos frente a una situación que debe ser aclarada. 



Aquello constituye un abuso inaceptable en materia de reciprocidad. Hasta donde sé -deseo que el Ministerio de Relaciones Exteriores me informe sobre el particular-, a ningún ciudadano israelí se le ha impedido ingresar a Chile, al menos no por razones de seguridad. 



Se está vulnerando un Tratado vigente que permite a los ciudadanos chilenos ingresar a Israel sin necesidad de visa.



Señor Presidente, o tenemos acceso libre a dicho país, o Chile debe reclamar de modo formal. 



En tal sentido, todos entendemos que subyace el tema palestino.



Gran preocupación tenemos quienes hemos solidarizado con la causa de Palestina; gran inquietud tenemos por la conformación del nuevo Gobierno palestino, y, particularmente, por la situación de millones de refugiados que se encuentran en precarias condiciones de salud, de arrinconamiento y, especialmente, de persecución.



Por ahora, solicito a la Cancillería informarnos con claridad la condición de Elisa Abedrapo y, en particular, las gestiones que nuestro Gobierno está realizando para que pueda ingresar a Palestina como cualquier ciudadano chileno libre.



--Se anuncia el envío del oficio pertinente, en nombre de Su Señoría, conforme al Reglamento.

REFLEXIONES SOBRE DECLARACIÓN DE 

TIFARITI. COMUNICACIONES



Señor Presidente, me tocó participar en una reunión celebrada los días 26 y 27 de febrero último en los territorios liberados de la República Árabe Saharaui Democrática, donde se concordó la Declaración de Tifariti, a la que paso a dar lectura.



“La Conferencia Internacional en apoyo del pueblo saharaui, reunida en Tifariti el 26 y 27 de febrero de 2007, apoya la lucha por la independencia del pueblo saharaui, bajo la dirección del Frente Polisario, que se desarrolla desde hace más 30 años contra la ocupación ilegal del Sahara Occidental por parte de Marruecos. La lucha del pueblo saharaui está legitimada por la Carta de la ONU, por más de 50 resoluciones que avalan el derecho a la autodeterminación del pueblo saharaui y por el reconocimiento de la RASD por la Unión Africana y 85 países del mundo.”. 



La República Árabe Saharaui Democrática es Vicepresidenta del Congreso Nacional Africano. 



“En su declaración de Tifariti, la Conferencia Internacional: Destaca la resistencia de los refugiados saharauis que llevan desde 1975 en los campamentos ubicados (suroeste de Argelia), así como la importancia de las movilizaciones pacíficas que desarrollan los activistas y los ciudadanos en los territorios ocupados. 



Condena la agresión militar y política desencadenada por Marruecos desde 1975, amparada en los acuerdos ilegales de Madrid, así como la violación constante por parte de Marruecos de los acuerdos del Proceso de Paz puesto en marcha en 1991, que reconocen el derecho inalienable de los saharauis a la autodeterminación a través de un referéndum organizado y supervisado por la ONU. 



Condena la política de opresión, represión y persecución marroquí contra la población saharaui en los territorios ocupados: hostigamiento de activistas de derechos humanos, torturas, juicios sin garantías y condenas exageradas.”.



“Denuncia la explotación ilegal e indiscriminada de los recursos naturales del Sahara Occidental, incluyendo aquí los recientes acuerdos pesqueros con la Unión Europea.”.



Nos extraña que el Gobierno del Partido Socialista Español, y particularmente su Primer Ministro, Rodríguez Zapatero, haya firmado ese tipo de convenios. Así lo han declarado también parlamentarios de la Unión Europea. Y esperamos que dicha situación sea corregida.



“Declara nulo el proyecto unilateral de ‘autonomía’ para el Sahara Occidental, ya que contradice toda legalidad internacional y porque quiere imponer al pueblo saharaui un hecho colonial vergonzoso e inadmisible y muestra su asombro ante las declaraciones del Presidente de Francia que define esta propuesta de Marruecos como ‘constructiva’”.



Existen más de 50 resoluciones de las Naciones Unidas que señalan que el Sahara tiene libertad y derecho a la autodeterminación. Y lo que procede es respetar los acuerdos de Houston y del Plan Baker, además de la celebración del referéndum para la autodeterminación del Sahara.



“España debe asumir sus responsabilidades políticas, jurídicas, históricas y éticas.”.



“Denuncia la reciente venta de armas -que incluye 1.200 blindados- a Marruecos y su abstención a la hora de apoyar la última resolución de la Asamblea General de la ONU sobre el Sahara Occidental.”.



“Interpela a la Unión Europea para que actúe sin dilación contra la violación de los derechos humanos en el Sahara Occidental. 



Exige a la ONU velar para que las Agencias (ACNUR y PAM) cumplan con sus compromisos con los refugiados saharauis, impidiendo así que se puedan suscitar dudas sobre la posibilidad de una acción oculta dirigida a ejercer presión sobre el pueblo saharaui. La ONU debe garantizar el respeto de los derechos humanos en los territorios ocupados.”.



“La Conferencia pide que la ONU amplíe las competencias de la MINURSO, para incluir entre ellas la defensa de los derechos humanos y la protección de la población civil saharaui.”.



Debo señalar que en tres oportunidades estuvimos en el Sahara Occidental con el entonces Diputado Arturo Longton y el actual Diputado Carlos Olivares. Y la verdad es que esperábamos que la única situación de colonialismo que queda en África, la del pueblo saharaui, conformado por 500 mil nómadas del desierto que hablan español, pudiera ser superada.



Claramente, Chile debe tener acuerdo en torno a que la política oficial ha de ser la de autodeterminación de los pueblos.



El Canciller Juan Gabriel Valdés, durante el Gobierno del Presidente Lagos, estuvo a punto de firmar la declaración que reconocía la autonomía de la República Árabe Saharaui Democrática, lo cual habría permitido abrir embajada en Chile. Pero eso fue impedido por un notable lobby marroquí.



Ha venido a Chile una delegación respetable de marroquíes. El intercambio comercial de Chile con Marruecos alcanza a 600 mil dólares anuales. Eso no se compadece con los millonarios gastos realizados en nuestro país para representar su legítima posición.



Yo planteo la necesidad de que Chile tome una decisión sobre el particular.



Quiero, señor Presidente, que esta intervención se haga llegar al Canciller y al Subsecretario de Relaciones Exteriores. Y ojalá que el Ministerio del ramo pueda fijar una posición al respecto.



Chile se comprometió a, de no realizarse el referéndum, reconocer a la República Árabe Saharaui Democrática. Eso no ha ocurrido. Fue desechado por Marruecos. Creo que nuestro país debe cumplir su palabra reconociendo el derecho de ese pueblo a la autodeterminación.



--Se anuncia el envío de las comunicaciones pertinentes, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

SOLICITUD DE ANTECEDENTES SOBRE

ACUSACIÓN CONTRA EJECUTIVO DE METALPAR 

POR PRESUNTO CONTRABANDO. OFICIO



Señor Presidente, pido que se oficie al Servicio Nacional de Aduanas a fin de que nos informe, de la manera más detallada posible, sobre una noticia que nos tiene muy contentos.



Me explico.



El representante legal de Metalpar S.A., Jaime Cases Barsana, fue formalizado ayer por el Ministerio Público como presunto autor del delito de contrabando luego de que el Servicio Nacional de Aduanas detectara la importación de doce buses supuestamente nuevos (año 2004), pero que en realidad fueron fabricados el 2001.



La operación alcanza a 470 millones de pesos. 



Son tantas las personas que han sufrido por la acción de Metalpar, tantas las ilegalidades cometidas por dicha empresa y tantos los procesos incoados contra personas humildes que adquirieron buses y, sin duda, fueron estafadas por ella, que espero que hoy día quede demostrado lo que dijimos con fuerza durante muchos años.



Metalpar interpuso dos acciones para pedir mi desafuero -las ganamos en la Corte Suprema- por haber denunciado cómo una empresa puede abusar de los más desvalidos y engañar al Estado de Chile.



Y presentamos antecedentes de sobra para probarlo. Porque no se trata sólo de 12 sino de cientos de buses que fueron vendidos como nuevos aprovechando el subsidio fiscal y haciendo apropiación indebida de miles y miles de millones de pesos. Pero, gracias a la acción de la Tesorería General de la República, se logró detener las operaciones.



Yo espero que la justicia pueda aclarar la situación -se trata de un presunto autor de delitos-, desarrolle una investigación a fondo y cumpla su tarea sin ningún impedimento; porque, lamentablemente, en muchas ocasiones ha habido trabas.



Por lo tanto, solicito a la Dirección Nacional de Aduanas que precise qué antecedentes ha tenido a la vista y los haga llegar al Senado.



Muchas personas en mi Región han sufrido engaños por parte de la empresa en cuestión. Por tanto, es mi deber informarles sobre el particular.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

ACCESO DE ESTADO A SOFTWARE LIBRE Y 

NEUTRALIDAD TECNOLÓGICA. OFICIOS



Señor Presidente, hace algunas semanas conocimos por la prensa el caso del ciudadano ruso Alexander Ponosov, profesor de Sepych -pueblo de los Urales-, quien, tras largas gestiones, recibió del Departamento de Educación veinte computadores para que sus alumnos se iniciaran en el atractivo y globalizado mundo de la informática e Internet. A diferencia de Chile, los aparatos no tenían incorporado ningún sistema operativo o programa. Y se descubrió que en doce ese maestro había utilizado versiones copiadas de los programas Office y Windows, de Microsoft. El resultado es que Posonov, quien además es director de una pequeña escuela rural, está siendo enjuiciado por delitos contra la propiedad intelectual y los derechos de autor.



Esa historia ha provocado tal impacto en la sociedad rusa que el propio Mijail Gorbachov intercedió ante Bill Gates a los efectos de pedir clemencia para dicho profesor, cuyo único delito fue proporcionar a alumnos pobres y rurales programas Microsoft.



Como única respuesta de la empresa, se recibió una carta donde se expresa que el problema debe ser resuelto por la justicia. Ello no ha hecho más que acrecentar la solidaridad de los ciudadanos con Alexander Ponosov.



Saco esta historia a colación, señor Presidente, por varias razones.



En primer lugar, haré un poco de historia.



En 2001, la Cámara de Diputados aprobó un proyecto de acuerdo, de mi autoría, que mandató a su Comisión de Ciencia y Tecnología para conocer los antecedentes de la investigación que el juez Samuel Jackson desarrollaba en Estados Unidos contra la empresa Microsoft por transgredir normas antimonopolios.



Esa misma Comisión conoció también la problemática  generada por las normas de inscripción de sitios web -estoy hablando de NIC Chile- y pudo hacer una profundización respecto al rol de la Universidad de Chile en las inscripciones.



Se trata de una investigación única en su tipo -no hay Parlamento alguno de Latinoamérica que haya hecho algo semejante-, realizada sobre más de 130 delitos que la Microsoft cometía en los Estados Unidos, los cuales fueron indagados, no por cualquier institución, sino por el Departamento de Justicia.



En esa línea, en diciembre de 2001 esa acuciosa investigación descubrió que los Programas de Libre Distribución en los órganos del Estado que se hacen en el continente tienen elementos que han sido objeto de investigación y de millonarios acuerdos.



El Departamento de Justicia de los Estados Unidos logró un  acuerdo por mil millones de dólares; y así fue sancionada Microsoft. La Comunidad Económica Europea, uno por 700 millones de dólares. Y lo anterior, no precisamente porque dicha empresa estuviera apegada a la ley, la cual más bien es violada por ella.



Presentamos una moción para obligar al Estado de Chile a establecer el uso de software libre y conseguir de ese modo una disminución de costos. Son 12 mil 800 millones de pesos que, según el Presupuesto de 2007, aquél desembolsa por concepto de licencias.



Debo advertir que las licencias se pagan, no por cada oficina, sino por cada computador. Y ellas son más caras que el propio aparato.



Hemos dicho que queremos la existencia de software libre en Chile; que haya libre acceso ciudadano a la información pública; que, durante todo el proceso de desenvolvimiento de la informática en nuestro país, disminuya la brecha y se fortalezca el desarrollo con acceso igualitario a las nuevas tecnologías en este campo.



Por eso presentamos la moción en comento, a fin de terminar con la situación señalada.



El Presupuesto 2007, en el ítem Programas Informáticos distinto de la adquisición de equipos, contempla para el Ministerio de Defensa Nacional 2 mil 229 millones de pesos; para el de Vivienda, 1.019 millones; para el del Trabajo, 780 millones; para el de Educación, 764 millones; para el de Justicia, 723 millones; para el de Economía, 655 millones, etcétera. 



Estoy hablando de montos correspondientes sólo al pago de licencias, no a la adquisición de equipos computacionales.



Es por eso que mociones como la que presentamos, la cual se halla actualmente en la Cámara de Diputados, han sido adoptadas por países como Alemania, Bélgica, Italia, Francia, Perú, China, Brasil, México. Y también se tramitan iniciativas más particulares en Argentina, Australia, Brasil, Colombia, Costa Rica, Dinamarca, Portugal, Ucrania y el propio Estados Unidos.



La pregunta que uno debe hacerse, señor Presidente, es por qué si los países a los cuales procuramos parecernos o imitar han adoptado esa norma Chile no lo hace.



Por eso, durante la discusión presupuestaria presentamos numerosas indicaciones con el propósito de que los millonarios recursos asignados se destinen a estudios serios que permitan evaluar opciones de igual o mayor calidad y, por cierto, de menor costo que las tecnologías hoy utilizadas.



El Ministro de Hacienda, señor Andrés Velasco, comprometió un estudio y una evaluación para saber cuánto está gastando el Estado en programas y software, a fin de ir hacia programas de igual calidad pero de código abierto, en forma de ahorrar dinero al Fisco y permitir el libre desarrollo de la informática, basado en el acceso igualitario, sin restricciones determinadas por el alto costo de las patentes.



En el marco de las conversaciones con el Gobierno, queremos que éste nos informe. Yo he reiterado una solicitud de oficio -no he tenido respuesta- sobre cuáles son las formas a través de las que el Ministerio de Hacienda hará efectivo el compromiso que suscribimos con el Ministro Velasco durante el proceso de negociación.



Señor Presidente, otra buena noticia en el propósito de avanzar hacia la incorporación de nuevas tecnologías dice relación al nuevo portal de la Biblioteca del Congreso Nacional, que, gracias al empleo de la plataforma de software libre -creo que hubo al respecto una acción extraordinaria de su Directora-, mejoró ostensiblemente la gestión de contenido: muestra un rostro más ciudadano, más cercano a las necesidades de la gente, mucho más accesible y, también -digámoslo francamente-, más barato.



La Biblioteca del Congreso Nacional adquirió una tecnología que le permite ahorrar cientos de millones de pesos.



Sin embargo, no todo lo que sucede en la materia va en la dirección de posibilitar acceso igualitario para todas las personas.



Hace algunos años hice muchas críticas al portal de ChileCompra debido a que muchos proveedores no podían acceder a la información ni ofertar sus servicios porque utilizaban software libre y el servidor de la máquina del Estado impedía registrar. Es decir, la gente disponía de software libre, pero ChileCompra tenía programas Windows.



En tal sentido, hoy día nos hemos sorprendido con la “promoción” que hacen profusamente por los medios de comunicación el Instituto Nacional de la Juventud y el SENAME, que en conjunto con Ripley y Microsoft, a través de la campaña "Generación 7.0, Mi PC Estudiante", ofrecen la posibilidad de adquirir con facilidades un computador, el que, por cierto, incorpora sólo programas Microsoft.



Otro caso es el de la licitación de capacitación para los infocentros de la zona sur del país por parte de la SUBTEL.



En el punto número 1 del Anexo 1 de las Bases Técnicas se señala que, como requisito, los informes requeridos "deberán entregarse en formato Word 97, a los que podrán agregarse cuadros y tablas, pero que deben ser realizadas con productos Microsoft".



No es admisible que ninguna licitación estatal ponga condiciones donde se determine un tipo de programa para poder acceder a concesiones, compras o cualquier tipo de servicio del Estado.



Nos preocupa este problema, señor Presidente, que ya no es de futuro, sino del presente, de absoluta actualidad.



Espero que el Estado de Chile pueda tener cuanto antes -como lo han hecho la Universidad del Bío-Bío; el INP; muchos Ministerios y servicios públicos, y, particularmente, el Congreso Nacional- acceso al software libre.

RETRASO EN DEFINICIÓN DE NORMA SOBRE

TELEVISIÓN DIGITAL. OFICIOS



Con sorpresa y bastante incertidumbre, hemos sabido que el Ministro Cortázar fijó un nuevo plazo para la determinación de la norma sobre televisión digital.



La Presidenta de la República ya manifestó claramente su voluntad sobre la materia.



Queremos la norma europea, que permite más diversificación (es decir, que existan en Chile treinta canales: para la cultura, el deporte, la danza, la música, en fin), que se rompa el monopolio de la televisión actual y que haya mayor oferta para distintos tipos de ciudadanos.



El retraso ha causado inquietud. 



La Asociación Nacional de Televisión (ANATEL) ha hecho un lobby extraordinario. Estuvo en La Moneda con la Primera Mandataria. Yo confío en que mi Presidenta no vaya a cambiar de opinión. Pero quiero saber los motivos del tiempo que ha establecido el Ministro Cortázar para definir la norma en cuestión.



Por lo tanto, solicito que se oficie al Ministro de Transportes y Telecomunicaciones y al Subsecretario de Telecomunicaciones a fin de que, por un lado, nos señalen en detalle el motivo del retraso y por cuánto tiempo será la prórroga, y por otro, nos envíen todos los informes recibidos a favor de la norma japonesa, de la europea y de la norteamericana.



De otra parte, si -según se ha anunciado y como lo ha manifestado la Presidenta de la República- la opción es por la norma europea, pido que nos remitan todos los antecedentes, a los efectos de profundizar en el fortalecimiento de esa alternativa, que esperamos que sea la que Chile adopte de manera definitiva.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del Honorable señor Navarro, conforme al Reglamento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19.35.









Manuel Ocaña Vergara,









  Jefe de la Redacción
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ACTAS APROBADAS

SESION 4ª, ORDINARIA, EN MARTES 20 DE MARZO DE 2.007



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Asisten, además, las señoras Ministras de Hacienda subrogante, doña María Olivia Recart Herrera, Secretaria General de la Presidencia, doña Paulina Veloso Valenzuela y de Educación, doña Yasna Provoste Campillay.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

ACTAS



Las actas de las sesiones primera, ordinaria, de 13 de Marzo de 2.007, segunda, especial y tercera, ordinaria, ambas de 14 de Marzo de 2.007, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

_______________

CUENTA

Mensajes



Tres de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con los dos primeros, hace presente la urgencia calificada de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:



1) Observaciones de Su Excelencia la Presidenta de la República, en segundo trámite constitucional, al proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, de Educación, sobre Subvenciones a Establecimientos Educacionales, y otros cuerpos legales (Boletín N° 3.953-04).



2) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece una subvención escolar preferencial para niños y niñas socio-económicamente vulnerables (Boletín Nº 4.030-04).



Con el tercero, hace presente la urgencia calificada de “simple”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional (Boletín N° 4.059-07).



-- Se tienen presente las urgencias, y se manda agregar los documentos a sus antecedentes. 

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha dado su aprobación, en los mismos términos en que lo hiciera el Senado, al proyecto de ley sobre el lugar donde se erigirá el monumento en memoria de Pablo Neruda, a que se refiere la ley N° 19.871 (Boletín N° 3.866-04).



-- Se toma conocimiento y se manda comunicar el proyecto a Su Excelencia la Presidenta de la República.



Con el segundo, informa que ha dado su aprobación al proyecto de acuerdo aprobatorio del Acuerdo sobre el beneficio de litigar sin gastos y la asistencia jurídica gratuita entre los Estados Parte del MERCOSUR, la República de Bolivia y la República de Chile, suscrito en Florianápolis (Boletín Nº 4.173-10).



-- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



De la Excelentísima Corte Suprema, por el que emite su parecer respecto del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre estatuto de los delegados oficiales de Estados extranjeros u organizaciones internacionales (Boletín N° 4.859-10).



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Tres del Excelentísimo Tribunal Constitucional, mediante los cuales remite copia autorizada de las sentencias dictadas en los autos en que se consideraron igual número de recursos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, formulados respecto del artículo 116 del Código Tributario.



--Se toma conocimiento.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, mediante el cual responde un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Allamand, sobre acuerdos internacionales relacionados con áreas protegidas.



Siete del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido a la contaminación del Río Andalién, en la comuna de Penco.



Con el segundo, responde un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativo a la reconstrucción del Puente Manchuria, en la comuna de Curacautín.



Con el tercero, responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor García, sobre defensas fluviales en el Río Toltén, sectores Llollelhue, Peñehue e Isla Licán, en la comuna de Teodoro Schmidt.



Con el cuarto, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Naranjo, relativo a obras públicas que serán ejecutadas durante el presente año en las comunas del sector sur de la VII Región.



Con el quinto, da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre sistema de señalización para ingresar a las rutas alternativas a las vías concesionadas.



Con el sexto, responde un oficio cursado en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear, referido al diseño del proyecto Autopista Vespucio Oriente.



Con el último, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Longueira, sobre tarifa de saturación en vías concesionadas.



De la señora Ministra de Salud, por medio del cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo al plazo en que se tramitan las licencias médicas.



De la señora Ministra de Bienes Nacionales, por el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, sobre utilización del Datum Oficial fijado por el Instituto Geográfico Militar, en las proyecciones y datum cartográficos que efectúan las instituciones públicas o privadas.



Del señor Comandante en Jefe de la Armada, mediante el cual contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido a problemas de transporte marítimo entre la Isla Santa María y el Puerto de Coronel.



Del señor Director del SERVIU de la Región del Bío-Bío, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre asignación de recursos concursables de capacitación y prestación de servicios.



Del señor Director del Servicio de Salud de Antofagasta, por el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, relativo al despido de un funcionario en la posta rural de la comuna de San Pedro de Atacama.



De la señora Directora Regional de INDAP de la Región del Bío-Bío, por el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre asignación de recursos a programas sociales.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece una subvención escolar preferencial para niños y niñas socio-económicamente vulnerables (Con urgencia calificada de “suma”)(Boletín Nº 4.030-04).



De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Convenio de Seguridad Social entre las Repúblicas de Chile y del Ecuador, suscrito en Santiago el 23 de enero de 2006 y el Acuerdo por Cambio de Notas adoptado por las Partes, que corrige el Convenio de Seguridad Social, fechados en Santiago el 25 y 29 de mayo de 2006 (Boletín N° 4.734-10).



Nuevo segundo informe de la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre constitución y operación de sociedades de garantía recíproca (Con urgencia calificada de “simple”) (Boletín N° 3.627-03).



Nuevo segundo informe de la Comisión de la Comisión de Constitución, Legislación Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reforma la Constitución Política de la República (Con urgencia calificada de “simple”) (Boletín N° 3.962-07). 



-- Por acuerdo de los Comités, quedan para la tabla del día de hoy.

Declaración de Inadmisibilidad



Moción de la Honorable Senadora señora Alvear, que modifica el decreto ley N° 3.063, sobre Rentas Municipales, fijando nueva fecha para el pago del impuesto correspondiente a los permisos de circulación.



-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el inciso tercero y en el número 1°, del inciso cuarto del artículo del artículo 65 de la Constitución Política de la República, al incidir en materias vinculadas con la administración financiera del Estado y tributarias. 

Comunicaciones



De la Comisión de Economía, por la cual informa que ha elegido como su Presidente al Honorable Senador señor Jaime Orpis Bouchon.



De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, mediante la cual comunica que ha elegido como su Presidente al Honorable Senador señor Jaime Naranjo Ortiz.



-- Se toma conocimiento.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Zaldívar, quien, en su calidad de Presidente de la Comisión de Defensa Nacional, solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para abrir un nuevo plazo para formular indicaciones respecto del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre remuneraciones en el exterior del personal que se desempeñe en unidades militares en operaciones de paz o misiones equivalentes, correspondiente al Boletín Nº 4.008-02, hasta el lunes 9 de abril.



No habiendo objeción, así se acuerda.



En seguida, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Ávila, quien solicita al señor Presidente recabar idéntico acuerdo respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula el lobby, correspondiente al Boletín Nº 3.407-07.



Consultada la opinión de la Sala, al no existir objeción, así se acuerda.

_______________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados, que establece una subvención escolar preferencial para niños y niñas socioeconómicamente vulnerables, con informe de

la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y 

Tecnología.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece una subvención escolar preferencial para niños y niñas socioeconómicamente vulnerables, correspondiente al Boletín Nº 4.030-04, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “suma”.


Añade que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología discutió este proyecto solamente en general, de acuerdo a lo que dispone el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento de la Corporación, y lo aprobó por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, proponiendo a la Sala seguir igual procedimiento.



Finalmente, el señor Secretario General hace presente que el inciso segundo del artículo 27, la letra c) del número 5 del artículo 36 y el número 2 del artículo 37, tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales conforme lo establecen los artículos 19, Nº 11 y 119 de la Carta Fundamental, ya que permiten aplicar la revocación del reconocimiento oficial de los establecimientos educacionales y porque, la última de las disposiciones legales citadas, consulta una nueva atribución para los concejos municipales, por lo que requieren para su aprobación, por lo tanto, de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, según lo dispone el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República. 

- - -



En discusión en general, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Ruiz-Esquide, Chadwick, Vásquez y Cantero, señora Alvear, señores García, Navarro y Sabag, señora Matthei y señor Letelier.
- - -



A continuación, el señor Presidente informa a la Sala que ha llegado la hora fijada para el término del Orden del Día de esta sesión, quedando tres Honorables señores Senadores inscritos para hacer uso de la palabra, además de la señora Ministra de Educación, por lo que sugiere a la Sala continuar la discusión en la sesión ordinaria  de mañana.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, quien solicita recabar el acuerdo de la Sala para prorrogar la hora de término del Orden del Día a fin de concluir con la discusión del proyecto.



No habiendo acuerdo, el señor Presidente señala que ha terminado el Orden del Día y declara que queda pendiente la discusión en general de este proyecto para la sesión ordinaria de mañana.

- - -



En seguida, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Vásquez, quien informa que la Comisión de Economía acordó, por unanimidad, solicitar el acuerdo de la Sala para ampliar el plazo otorgado a ella para evacuar un segundo informe acerca del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el decreto ley Nº 2.564, de 1974, sobre Aviación Comercial, correspondiente al Boletín Nº 3.316-05, por un mes más, a partir de hoy.



Así se acuerda.
_________________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señora Matthei y señores Ávila, Bianchi, Escalona, Horvath, Larraín, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Núñez, Ominami, Pérez, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar, en que se solicita incrementar el Fondo de Garantía para Pequeños 

Empresarios



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.


El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar, correspondiente al Boletín Nº S 946-12, mediante el cual proponen aprobar el siguiente

“PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que es justo reconocer en la pequeña empresa a un actor principal en la construcción de una economía sólida, que impulse el desarrollo del país en todas sus facetas;

2. Que el aserto anterior está respaldado por la evidencia de que la pequeña empresa ha contribuido significativamente a la creación de empleo y, por ende, a dinamizar la economía;

3. Que, entonces, es oportuno y equitativo dotar a estos actores de nuevos instrumentos y alternativas de crédito, que estimulen su capacidad de emprender;

4. Que, además de las diversas medidas anunciadas para fortalecer la actividad del pequeño empresario, es ventajoso utilizar la actual institucionalidad, como el decreto ley N° 3.472, de 1980, que creó el Fondo de Garantía para Pequeños Empresarios (FOGAPE), que contiene mecanismos ya probados para gestionar créditos, y

5. Que la situación financiera fiscal existente permite considerar con mayor holgura recursos para estos fines.



El Senado acuerda:



Solicitar a Vuestra Excelencia que considere, en el contexto del mencionado cuerpo legal, una iniciativa que incremente el Fondo a 100 millones de dólares de los Estados Unidos de Norteamérica, o su equivalente en otra moneda extranjera o en moneda nacional, para garantizar operaciones de crédito a los pequeños empresarios.”.
- - -



Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el anteriormente transcrito.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Sabag, quien solicita recabar el acuerdo de la Sala para abrir un nuevo plazo para formular indicaciones respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto ley N° 3.472, que creó el Fondo de Garantía para Pequeños Empresarios, correspondiente al Boletín Nº 4.363-03, hasta el lunes 2 de abril próximo, a fin de que los contenidos del proyecto de acuerdo recientemente aprobado puedan ser incorporados a dicha iniciativa.



Consultada la opinión de la Sala, no habiendo objeción, se accede a lo solicitado.
_______________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que a continuación se indican, han solicitado se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Ávila a la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, solicitando información acerca de los gastos en viajes y viáticos en que han incurrido los Alcaldes y Concejales de todas las comunas del país en los últimos tres años, indicando el destino, objetivo, programa y contenido de las visitas realizadas.


- Del Honorable Senador señor Chadwick al señor Intendente de la VI Región, solicitando información acerca de los montos asignados en el presupuesto regional para el año 2007 en las áreas de salud, educación, beneficios asistenciales y fomento del empleo y  acerca de las asignaciones sectoriales que se aplicarán a nivel regional y comunal.



- Del Honorable Senador señor Coloma:



1) Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, en relación con la legalidad de la licitación del recorrido Espinalillo-Hualañé, en la VII Región.



2) A la señora Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, requiriendo información acerca de los efectos ambientales, sociales y económicos producidos por la construcción de la Central Hidroeléctrica en la localidad de San Fabián de Alico, VIII Región.



3) Al señor Tesorero General de la República, solicitando información acerca de los montos recaudados por concepto de pago del Impuesto Territorial en los últimos tres años, indicando las sumas correspondientes a cada Región del país.



Del Honorable Senador señor Espina:



1) A la señora Superintendenta de Electricidad y Combustibles,  requiriendo información sobre el procedimiento que deben seguir los habitantes de la comuna de Angol y zonas aledañas de la provincia de Malleco para obtener la reparación de sus artefactos eléctricos, o su reposición, a consecuencia de los cortes de luz ocurridos recientemente.



2) A la señora Superintendenta de Electricidad y Combustibles y a los señores Gerente General de la Compañía General de Electricidad y Jefe Zonal de la empresa FRONTEL, solicitando diversos antecedentes acera de los cortes de luz que se han producido en los meses de febrero y marzo de este año en la comuna de Angol y en las zonas cercanas de la provincia de Malleco.



- Del Honorable Senador señor Horvath:



1) A los señores Ministros del Interior y de Relaciones Exteriores, a la señora Ministra de Defensa Nacional y, por su intermedio, al señor Comandante en Jefe de la Fuerza Aérea de Chile y al señor Subsecretario de Aviación, en su calidad de Presidente de la Agencia Chilena del Espacio, y al señor Director del Centro de Estudios Espaciales de la Universidad de Chile, en relación con la incorporación de nuestro país, como miembro integrante, a la Carta sobre Cooperación para el Logro del uso Coordinado de Instalaciones Espaciales en Catástrofes Naturales o Tecnológicas, dependiente de la Organización de las Naciones Unidas.



2) A la señora Ministra de Bienes Nacionales, solicitando información acerca de los procedimientos y disposiciones que regulan la enajenación de terrenos fiscales y, en especial, si se consideran los criterios de ordenamiento territorial y los Planes Reguladores de cada Municipalidad.



Del Honorable Senador señor Naranjo a la señora Contralora General de la República subrogante, solicitando que informe acerca del estado en el cual se encuentra la investigación de las irregularidades ocurridas en la Ilustre Municipalidad de Colbún, que fue requerida por concejales de dicho municipio en septiembre de 2006.



- Del Honorable Senador señor Vásquez a la señora Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, solicitando información acerca del cumplimiento de normas medioambientales en relación con el funcionamiento de una piscicultura en la localidad de Huincachara, en la comuna de Villarrica.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.

______________



En el tiempo del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, hace uso de la palabra la Honorable Senadora señora Matthei, quien se refiere al deficiente funcionamiento del camping municipal ubicado en el sector de Chanchoquí, comuna de Paihuano, IV Región, como, asimismo, a los problemas ocasionados con el funcionamiento de una discoteque en ese sector y solicita dirigir oficio, en su nombre, a la señora Ministra de Salud y, por su intermedio, al señor Secretario Regional Ministerial de esa Cartera de Estado en aquella Región, a fin de que se disponga la investigación de esta situación y  a la señora Contralora General de la República subrogante, para que informe si dicho camping cuenta con los permisos pertinentes para su funcionamiento, adjuntando copia de su intervención.



En seguida, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Pérez Varela, quien se refiere a la situación que se ha producido como consecuencia de las declaraciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de la norma que facultaba delegar la función jurisdiccional del Director del Servicio de Impuestos Internos y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Hacienda y, por su intermedio, al señalado señor Director, para que informe acerca del número de casos que se han presentado y de los efectos que ha ocasionado al Fisco.



A continuación, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Arancibia, quien se refiere a los problemas originados por la falta de vertederos en la V Región y solicita dirigir oficio, en su nombre, a la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, adjuntando copia de su intervención y requiriendo una respuesta a los planteamientos formulados.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.

______________



En el tiempo del Comité Partido Socialista hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Naranjo, quien efectúa diversos planteamientos en relación con el conflicto bélico existente en Irak y a la posición que debería sustentar nuestro Gobierno en esta materia.



A continuación, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Navarro, quien se refiere a la falta de igualdades laborales respecto de las personas discapacitadas y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro del Trabajo y Previsión Social y al señor Presidente de la Sociedad de Fomento Fabril, solicitando información acerca de las políticas y mecanismos existentes en el sector público y privado para la incorporación laboral de estas personas.



En seguida, el señor Senador se refiere a la situación laboral de las personas que se desempeñan en el sector forestal y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, requiriendo información acerca de la forma en que se está fiscalizando el cumplimiento de la legislación laboral en este sector productivo.



Luego, se refiere a los costos fiscales relativos al pago de licencias de software, en especial, de Microsoft y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Hacienda requiriendo información acerca de esta materia.



Finalmente, el Honorable Senador señor Navarro se refiere a los problemas derivados de la ingesta excesiva de alcohol y su relación con los accidentes del tránsito y solicita dirigir oficio, en su nombre, a la señora Ministra de Salud, requiriendo información acerca de los programas que desarrolla esa Cartera de Estado para prevenir el consumo de alcohol y al señor General Director de Carabineros, para que informe acerca de las estadísticas existentes en materia de accidentes del tránsito por cada Región del país ocurridos en el año 2006, con individualización de su segmentación etaria.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre del Honorable Senador señor Navarro, de conformidad al Reglamento del Senado.

__________________



En el tiempo del Comité Partido Demócrata Cristiano hace uso de la palabra la Honorable Senadora señora Alvear, quien se refiere a la necesidad de que las Corporaciones de Asistencia judicial presten asesoría en materia de la jurisdicción laboral.

_______________



En el tiempo del Comité Partido Radical Social Demócrata, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Vásquez, quien se refiere al cumplimiento de las normas medioambientales en el funcionamiento de una piscicultura en la localidad de Huincachara, comuna de Villarrica. 
- - -



Se deja constancia que no hacen uso de su tiempo en la Hora de Incidentes de esta sesión, el  Comité Partido Renovación Nacional e Independiente y el Comité del Partido Por la Democracia e Independiente.
- - -



Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

SESION 5ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 21 DE MARZO DE 2.007



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Asisten, además, las señoras Ministras Secretaria General de la Presidencia, doña Paulina Veloso Valenzuela y de Educación, doña Yasna Provoste Campillay.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones primera, ordinaria, de 13 de Marzo de 2.007, segunda, especial y tercera, ordinaria, ambas de 14 de Marzo de 2.007, que no han sido observadas.

_______________

CUENTA

Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha elegido como su Presidente al Honorable Diputado señor Patricio Walker Prieto, como Primer Vicepresidente al Honorable Diputado señor Marcelo Díaz Díaz y como Segundo Vicepresidente, al Honorable Diputado señor Fernando Meza Moncada. 



-- Se toma conocimiento.



Con el segundo, informa que ha dado su aprobación al proyecto de acuerdo aprobatorio del  Acuerdo entre las Repúblicas de Chile y de Bolivia sobre el libre ejercicio de actividades remuneradas para familiares dependientes del personal consular, administrativo y técnico que presta servicios en las respectivas representaciones de Oficinas Consulares en Bolivia y Chile, suscrito por intercambio de notas fechadas el 3 y 4 de octubre de 2005, en La Paz y Santiago, respectivamente (Boletín Nº 4.735-10). 



-- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Con el tercero, comunica que ha prestado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado, al proyecto de ley que establece un estatuto laboral para los deportistas profesionales y trabajadores que desempeñan actividades conexas (Boletín Nº 3.014-13).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.



Seis del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con los dos primeros, comunica que ha acogido a tramitación igual número de requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, formulados en relación con los siguientes preceptos: el artículo 163 letra f del Código Tributario y los artículos 15 y 16 del decreto ley N° 2.695, decretándose, respecto de cada uno de ellos, remitir copia al Senado, con el fin de que en plazo de diez días presente sus observaciones y acompañe los antecedentes que estime pertinentes.



--Se toma conocimiento y se remiten los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con los cuatro restantes, envía copia autorizada de las sentencias dictadas en los autos en que se consideraron igual número de recursos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, formulados respecto del artículo 116 del Código Tributario.



--Se toma conocimiento.



De la señora Alcaldesa de la Ilustre Municipalidad de Coelemu, mediante el cual responde un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre ayudas recibidas para enfrentar los incendios forestales producidos en la zona que indica.



Del señor Jefe de Gabinete de la señora Ministra de Defensa Nacional, por el que da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor García Ruminot, referido a la situación que afecta a un Oficial de Secretaría (R) de Carabineros.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Mociones



De los Honorables Senadores señor Girardi, señora Matthei y señores Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide, mediante la cual inician un proyecto de ley sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad (Boletín Nº 4.921-11).



-- Pasa a la Comisión de Salud.



Del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, por la que da inicio a un proyecto de ley que permite otorgar, de conformidad a la ley Nº 17.288, la condición de zona típica a los Santuarios de la Naturaleza o Áreas Silvestres Protegidas que indica (Boletín Nº 4.924-12).



-- Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.

Proyecto de acuerdo



De los Honorables Senadores señores García y Vásquez, en que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República hacer extensivo el bono por retiro voluntario consagrado en la ley N° 20.158 a los Directores de los Departamentos de Administración de Educación Municipal.



-- Queda para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.

Comunicaciones



De la Comisión de Vivienda y Urbanismo, por la cual informa que ha elegido como su Presidente al Honorable Senador señor Antonio Horvath Kiss.



De la Comisión de Agricultura, mediante la cual comunica que ha elegido como su Presidente al Honorable Senador señor Juan Antonio Coloma Correa.



-- Se toma conocimiento.

-.-.-



Durante la lectura de la Cuenta, llegan a la Mesa los siguientes documentos:

Informe 



Informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley de Tránsito para hacer aplicable la normativa de las bicicletas a los vehículos de cilindrada que indica (Boletín Nº 4.720-15).



- Queda para tabla.

Permiso Constitucional



Comunicación del Honorable Senador señor Pizarro, por medio del cual solicita permiso constitucional para ausentarse del país, a contar del día 21 de marzo de 2007.



-- Si le parece a la Sala, se otorgaría el permiso solicitado.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Sabag, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para que el proyecto que figura en el tercer lugar de la Tabla de la sesión de hoy, sobre constitución y operación de sociedades de garantía recíproca, que tiene un nuevo segundo informe de la Comisión de Economía, correspondiente al Boletín Nº 3627-03, se discuta inmediatamente, como si fuera de Fácil Despacho, en atención a su fácil tramitación.



Consultado el parecer de la Sala, no habiendo objeción, así se acuerda.

_________________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados sobre constitución y operación de sociedades de garantía recíproca, con nuevo 

segundo informe de la Comisión de Economía.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre constitución y operación de sociedades de garantía recíproca, correspondiente al Boletín Nº 3.627-03, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “simple”.


Añade que este proyecto fue aprobado en general en la Sesión 42ª, ordinaria, de 9 de Agosto de 2.006 y en particular en la Sesión 88ª, ordinaria, del día 24 de Enero de 2.007, con excepción de los artículos 32 y 33, respecto de los cuales la Sala acordó enviarlos a la Comisión de Economía, la que elaboró un nuevo segundo informe sobre la materia.



Agrega el señor Secretario General que la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Flores, García y Vásquez, propone a la Sala aprobar en particular los artículos 32 y 33, ya aprobados por la Comisión de Hacienda, con la siguiente modificación:

“ARTÍCULO 33


“Eliminar, en su inciso primero, lo siguiente: “, y además las personas naturales o las personas jurídicas que no formen parte de la administración del Estado,”.”.”.



Finalmente, hace presente que la Comisión de Economía dejó constancia en su informe que dicha modificación tiene como única finalidad evitar interpretaciones erradas de la norma, estableciéndose que las entidades señaladas en el artículo 32 podrán aportar recursos financieros a uno o más fondos de garantía.

- - -



En discusión, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores García y Vásquez.



Cerrado el debate y sometidos a votación los artículos 32 y 33, con la enmienda consignada, son aprobados por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.


Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

“PROYECTO DE LEY:

“TITULO I

De la Constitución y Características de las Instituciones de Garantía Recíproca



Artículo 1º.- Autorízase el establecimiento de Sociedades Anónimas de Garantía Recíproca o “S.A.G.R.”, las que deberán regirse por las normas contenidas en la ley Nº 18.046. Su objeto exclusivo será el que señala el artículo 3º de esta ley.



Sus accionistas podrán ser personas naturales o jurídicas que participan de la propiedad del capital social, tendrán los derechos y obligaciones que les confiere la ley y podrán optar a ser afianzados por la sociedad para caucionar determinadas obligaciones que contraigan, de conformidad a las normas de la presente ley.



Podrán además, desarrollar el giro de Sociedad de Garantía Recíproca, aquellas cooperativas que se constituyan especialmente para tal efecto, previa autorización del Departamento de Cooperativas del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción. Su constitución se regirá por las normas aplicables a las cooperativas de ahorro y crédito y su fiscalización se hará de conformidad con las normas aplicables a las cooperativas de importancia económica, sin perjuicio de lo señalado en el Título V de la presente ley.



Artículo 2º.- Para los efectos de esta ley se entenderá por:



a) Beneficiarios: las personas naturales o jurídicas que de conformidad al estatuto de la Institución pueden optar a ser afianzados por ésta para caucionar sus obligaciones, de acuerdo con las normas de la presente ley.


b) Contrato de Garantía Recíproca: el celebrado entre los beneficiarios que soliciten el afianzamiento de sus obligaciones y la Institución, que establece los derechos y obligaciones entre las partes.



c) Certificado de Fianza: el otorgado por la Institución mediante el cual se constituye en fiadora de obligaciones de un beneficiario para con un acreedor.



d) Contragarantía: las cauciones entregadas por los beneficiarios a la Institución como respaldo del cumplimiento de las obligaciones que, a su vez, ésta se obligue a garantizar o que les  hubiese garantizado frente a terceros acreedores.



e) Institución (es) o Entidad (es) de Garantía Recíproca: Las sociedades anónimas y cooperativas de garantía recíproca.


Artículo 3°.- Las Instituciones de Garantía Recíproca de que trata esta ley, se regirán por las siguientes reglas específicas:



a) Su objeto será exclusivo, y consistirá en el otorgamiento de garantías personales a los acreedores de sus beneficiarios, con la finalidad de caucionar obligaciones que ellos contraigan, relacionadas con sus actividades empresariales, productivas, profesionales o comerciales.



Asimismo, podrán prestar asesoramiento técnico, económico, legal y financiero a los beneficiarios y administrar los fondos a que se hace referencia en el artículo 33 y las contragarantías que se hayan rendido a su favor de conformidad con los pactos que se celebren entre las partes. 



b) El nombre deberá contener la frase “Sociedad Anónima de Garantía Recíproca”, o la abreviación “S.A.G.R”, en el caso de las sociedades, y “Cooperativa de Garantía Recíproca” o la abreviación “CGR”, para el caso de las cooperativas. La sigla de fantasía que adopte, en su caso, deberá también contener la señalada frase o su abreviación.


c) El capital social mínimo inicial deberá ser una suma equivalente a 10.000 unidades de fomento. En todo momento estas instituciones deberán mantener un patrimonio a lo menos equivalente al capital social mínimo inicial.



d) Estas instituciones no requerirán el acuerdo de la junta de accionistas para garantizar obligaciones de terceros, cuando la garantía sea otorgada en cumplimiento del objeto social. En todo caso los estatutos sociales podrán establecer prohibiciones y exigencias especiales para el otorgamiento de cauciones en casos determinados.


Tal excepción será asimismo aplicable a las cooperativas constituidas para los efectos de esta ley.



Las instituciones  podrán garantizar obligaciones de dar, hacer o no hacer en las cuales el beneficiario sea deudor principal y cuyo origen debe encontrarse dentro del giro de las actividades empresariales, productivas, profesionales o comerciales de éste. 



Con todo, las instituciones podrán garantizar los actos o contratos mediante los cuales el beneficiario transfiera créditos que posea contra terceros, adquiridos en el ejercicio de sus actividades empresariales, productivas, profesionales o comerciales y de los cuales deriven obligaciones subsidiarias o solidarias, aun cuando el beneficiario no sea deudor principal.


Artículo 4º.- Está prohibida la concesión de créditos directos por parte de la Institución a sus accionistas o terceros. Todo acto en contravención a este artículo es nulo y originará las responsabilidades y sanciones que la ley señale.



Los directores y ejecutivos que hayan participado en la decisión de conceder un crédito en contravención a lo dispuesto por el inciso anterior, serán solidariamente responsables por los perjuicios que ésta irrogue.


Artículo 5°.- Los estatutos de la Institución de Garantía Recíproca deberán contener, además de las señaladas en el artículo 4º de la ley N° 18.046, las siguientes materias:



1. Las condiciones generales aplicables a las garantías que otorgue la entidad y a las contragarantías que se constituyan a su favor.



2. Los porcentajes máximos de las garantías que la entidad podrá otorgar, en relación con su patrimonio, con el valor de los fondos de garantía que administre o con las contragarantías que se le haya rendido.



3. La relación máxima entre el capital social que aporte cada accionista beneficiario y el importe máximo de las deudas cuya garantía éste solicite de la sociedad, con cargo a sus acciones.


Los estatutos podrán establecer requisitos para adquirir la calidad de accionistas y de beneficiario.

TÍTULO II

De la Inversión de los Recursos y de los Fondos



Artículo 6°.- Los recursos de la Institución de Garantía Recíproca deberán ser invertidos en los instrumentos y otros bienes expresamente autorizados por su respectivo estatuto. Sin perjuicio de esto, la entidad tendrá la facultad de adquirir todos los bienes y servicios necesarios para iniciar sus operaciones y mantenerse en funcionamiento.



Salvo disposición en contrario del estatuto, al menos el 50% de la reserva patrimonial, sólo podrá ser invertido en los instrumentos financieros señalados en los números 1), 2), 3) y 4) del artículo 5º de la ley Nº 18.815.



A menos que sus aportantes acuerden unánimemente una regla distinta, la inversión de los fondos de garantía contemplados en el artículo 33 de la presente ley, que la entidad administre, seguirá la regla precedente.


Artículo 7°.- La Institución de Garantía Recíproca deberá constituir un fondo de reserva patrimonial con cargo a los resultados de su operación, de un valor equivalente, al menos, al 20% del capital, que tendrá como única finalidad absorber las pérdidas futuras que generen las operaciones propias del giro.



La entidad sólo podrá repartir dividendos si la reserva patrimonial que mantiene es igual o superior al veinte por ciento del capital pagado.



Una vez completado el porcentaje del 20% del capital, el fondo señalado en este artículo se incrementará con los montos que se generen por la parte proporcional de las utilidades que correspondan a los accionistas o socios beneficiarios, debiendo destinarse a lo menos un 25% de ese monto para aumentar dicho fondo.



En caso de disolución de la entidad, el fondo de reserva patrimonial o su saldo, si existiere, después de pagadas las deudas sociales, será distribuido entre los accionistas o socios en la forma que establece la ley.
TÍTULO III

De las Obligaciones y Derechos de los Accionistas



Artículo 8°.- El accionista o socio beneficiario no podrá gravar ni enajenar sus aportes de capital a ningún título, excepto a beneficio de la entidad, mientras tenga obligaciones vigentes o con saldo insoluto afianzadas por ésta.



Artículo 9º.- Para tener derecho a la distribución de dividendos o excedentes, los accionistas o socios beneficiarios de servicios de afianzamiento no podrán encontrarse en mora en el cumplimiento de las obligaciones que la entidad les hubiese caucionado a la fecha en que tal distribución se acuerde. En este último caso, el monto de los dividendos o excedentes que le hubiere correspondido se aplicará al pago del interés moratorio pactado o, en caso de no estarlo, al máximo convencional sobre el saldo insoluto, y el remanente, si lo hubiere, al pago del capital adeudado.


Artículo 10.- Los demás derechos sociales de los accionistas o socios beneficiarios se suspenderán de pleno derecho en caso de mora o simple retardo en el cumplimiento de obligaciones que tuvieren con la entidad o de las afianzadas por ésta.

TÍTULO IV

Del Certificado de Fianza y la Contragarantía



Artículo 11.- Las personas que soliciten a la Institución de Garantía Recíproca el afianzamiento de sus obligaciones, suscribirán previamente con ésta un contrato denominado “Contrato de Garantía Recíproca”, en el cual se deberá dejar establecido, a lo menos, lo siguiente:



a) Los bienes, cauciones y derechos que el beneficiario entregue para garantizar a la entidad las fianzas que ésta, a su vez, le proporcione por sus respectivas obligaciones;



b) El monto máximo de las obligaciones que la entidad podrá afianzar al beneficiario;



c) El plazo de duración del contrato, que podrá ser indefinido;



d) Las modalidades y características de las garantías que rinde el beneficiario a la entidad, pudiendo pactarse una cláusula de garantía general, limitada a un monto máximo;



e) Los derechos y obligaciones de las partes, y



f) Las demás menciones que las partes acuerden.



No obstante lo señalado en este artículo, de conformidad con su estatuto, la entidad podrá otorgar certificados de fianza sin la existencia de contragarantías.



El Contrato de Garantía Recíproca deberá protocolizarse ante notario o extenderse con la firma electrónica avanzada de los contratantes con anterioridad a que se inicie su ejecución. 



En ningún caso la inexistencia de este contrato, su cumplimiento o incumplimiento o los vicios o errores que éste contuviere, relativos a su formalización, suscripción o contenido, afectarán la validez del certificado de fianza, ni sus efectos contra la entidad o terceros.


Artículo 12.- La garantía que la Institución de Garantía Recíproca otorgue a sus beneficiarios se extenderá mediante la emisión de uno o más Certificados de Fianza, en el cual se consignará la individualización de la entidad, del afianzado y del acreedor, la singularidad de las obligaciones afianzadas y el monto determinado o determinable al cual se extienda la fianza, sin perjuicio de los documentos o menciones adicionales que las partes convengan.



Con la autorización previa de la institución, el deudor beneficiario de la garantía podrá encargar la administración del Certificado de Fianza a alguna entidad especializada, la cual podrá, previas instrucciones del afianzado, dividir el monto afianzado entre diversas obligaciones y uno o más acreedores mediante operaciones materiales o electrónicas.



Podrán afianzarse obligaciones futuras, siempre que éstas se encuentren determinadas singularmente en el certificado respectivo.



El beneficiario quedará obligado frente a la entidad por los pagos que ésta efectúe en cumplimiento de las obligaciones garantizadas.



Los créditos afianzados en la forma establecida por la presente ley gozarán del privilegio establecido por el artículo 2481, N°1, del Código Civil.



En caso de pérdida, extravío o destrucción del Certificado de Fianza, se aplicarán las disposiciones contenidas en el párrafo 9º del Título I de la ley Nº 18.092, de 1982, que se condigan con la naturaleza de este título.



El Certificado de Fianza tendrá mérito ejecutivo para su cobro.



En el juicio ejecutivo la demanda se notificará válidamente en el domicilio que la entidad haya fijado en el correspondiente Certificado de Fianza. En la resolución respectiva, el juez decretará la orden de embargar bienes del fiador en cantidad suficiente para cubrir la deuda con sus intereses y las costas, si no pagare en el acto del requerimiento. 



La entidad podrá oponerse, dentro del plazo de cinco días. Su oposición se tramitará como incidente y sólo será admisible cuando se funde en alguna de las siguientes excepciones:



1) Pago de deuda;



2)  Prescripción;



3) No empecer el título al ejecutado. En ésta, no podrá discutirse la existencia de la obligación; y 



4) Concesión de prórrogas o esperas. 



Para que las excepciones señaladas en los números 3) y 4), sean admitidas a tramitación, deberán fundarse en algún antecedente escrito y aparecer revestidas de fundamento plausible. Si no concurrieron estos requisitos, el tribunal las desechará de plano. 



La apelación de las resoluciones que se dicten en contra del demandado en este procedimiento se concederá en el solo efecto devolutivo. El tribunal de alzada a petición del apelante y mediante resolución fundada, podrá dictar orden de no innovar. Las peticiones de orden de no innovar se resolverán en cuenta. 



Si no se formulare oposición, o si formulada, se hubiere desechado las excepciones, se procederá al remate. Éste, se anunciará por medio de avisos publicados cuatro veces en días distintos y debiendo mediar veinte días a lo menos, entre el primer aviso y la fecha de la subasta, en un periódico de la comuna en que se siguiere el juicio y, si allí no lo hubiere, en uno de la capital de la provincia. Las publicaciones podrán hacerse tanto en días hábiles, como inhábiles. 



Llegado el día del remate, el acreedor se pagará de su crédito sobre el precio del remate. 



El mínimo y las demás condiciones del remate serán fijados por el juez sin ulterior recurso, a propuesta del acreedor; pero el mínimo del primer remate no podrá ser inferior al monto del capital adeudado, intereses y costas judiciales.



Los gastos del juicio serán tasados por el juez.



Cuando haya de procederse a nuevo remate, el número de avisos y el plazo que deba mediar entre la primera publicación y la fecha de la subasta, se reducirán a la mitad.



Salvo lo dispuesto en la presente ley, la fianza se regirá por lo dispuesto en el Título XXXVI, del Libro Cuarto del Código Civil.



Artículo 13. El Certificado de Fianza podrá emitirse por medios inmateriales, sin que sea necesaria la impresión de una lámina física en la que conste la fianza respectiva a efectos de su constitución, entrega, archivo o cobro, pero en tal caso, los certificados emitidos bajo esta modalidad, deberán depositarse en un depósito centralizado de valores autorizado por la ley Nº 18.876, o en una institución financiera autorizada para ejecutar este tipo de comisiones. 



Las Instituciones de Garantía Recíproca que opten por utilizar la emisión inmaterial señalada en este artículo, deberán solicitar la apertura de una cuenta destinada al depósito de dichos certificados y al registro de los beneficiarios y sus respectivos acreedores, en la entidad en que depositen el Certificado de Fianza.



No obstante lo anterior, en el caso que los beneficiarios de dichos certificados así lo requieran, la entidad deberá solicitar la apertura de cuentas individuales a nombre de aquéllos. 



Las operaciones que se realicen para el otorgamiento de la fianza serán efectuadas por cuenta de la entidad, quien será la obligada por los instrumentos respectivos.



Con todo, si por alguna razón legítima fuere requerida la impresión física de un documento en el que conste la fianza, éste contará con las características necesarias para impedir su falsificación y los costos de impresión serán de cargo del requirente. El Certificado impreso deberá llevar la firma del gerente de la empresa depositaria o de quien éste designe, será nominativo, no negociable y tendrá igualmente mérito ejecutivo para su cobro, a cuyo efecto podrá transferirse como valor en cobro.


Artículo 14.- Si el beneficiario no cumpliere con las obligaciones afianzadas por la Institución de Garantía Recíproca, ésta procederá al pago de ellas, pudiendo optar entre:



a) Continuar con el calendario y demás modalidades de pago pactadas originalmente por el beneficiario con el acreedor. En este caso, si la entidad pagare las deudas o cuotas vencidas a la fecha del requerimiento, dentro de los 30 días que siguen a éste, la cláusula de aceleración de la deuda que se hubiere pactado entre el acreedor y el deudor principal no se aplicará a la entidad, mientras ésta cumpla, en lo sucesivo, con la obligación afianzada en la forma pactada;



b) Pagar el saldo insoluto de la obligación, en forma anticipada, de conformidad con el contrato respectivo o las disposiciones legales aplicables, y



c) Pactar, de común acuerdo con el acreedor, modalidades distintas de pago.



Para estos efectos, el acreedor deberá requerir de pago de la entidad dentro de los seis meses siguientes al incumplimiento de la obligación por parte del beneficiario. El requerimiento deberá efectuarse por notario público o mediante carta certificada dirigida al domicilio de la institución.



La Institución de Garantía Recíproca no gozará del beneficio de excusión que establece la ley.



Sin perjuicio de lo establecido en el Nº 3° del artículo 1610 del Código Civil en virtud del pago de todo o parte de la fianza comprometida, la Institución de Garantía Recíproca se subrogará en los derechos respectivos del acreedor, de conformidad a los contratos que liguen a las partes y a su calidad de fiador, pudiendo hacer exigible el valor total de la fianza otorgada al deudor principal y a sus codeudores o avalistas, cualesquiera que sean las modalidades con que la referida Institución pague las obligaciones afianzadas.



Artículo 15.- La obligación de la Institución de Garantía Recíproca para con el tercero acreedor se extingue por:



a) El pago de la obligación principal caucionada.



b) Modificación o novación de la obligación principal, sin intervención y consentimiento de la entidad.



c) Las causas de extinción de las obligaciones en general y las obligaciones accesorias en particular.



Artículo 16.- Para acceder a la fianza de la Institución, el accionista o socio beneficiario podrá constituir en favor de ésta, prenda sobre las acciones o cuotas de capital que posea en el capital de la misma. A tales efectos, serán aplicables las disposiciones de la ley N° 4.287 de Prenda Bancaria sobre Valores Mobiliarios.


La entidad podrá adquirir acciones o cuotas de capital de su propia emisión, sin necesidad de un acuerdo de la junta de accionistas o socios, en el caso de ejecución de la garantía que señala el presente artículo o de dación en pago de las acciones o cuotas prendadas, sin perjuicio de las normas generales que rigen la materia.
TITULO V

De la Regulación de las Instituciones de Garantía Recíproca



Artículo 17.- Para ejercer el giro de Institución de Garantía Recíproca, se deberá acreditar previamente ante la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras: 



a) Que se encuentran constituidas legalmente y tienen como giro exclusivo el desarrollo de las actividades a que se refiere esta ley; y que sus administradores no han sido condenados por crimen o simple delito, y 



b) Que tienen un patrimonio igual o superior a 10.000 unidades de fomento, acreditado en conformidad a las instrucciones que imparta la Superintendencia. 



Estas mismas circunstancias deberán ser acreditadas, además, anualmente ante la Superintendencia.



Artículo 18.- La Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras llevará un Registro de Instituciones de Garantía Recíproca en el cual éstas se clasificarán en categorías A o B. 



Se incluirán en la Categoría A aquellas que, además de cumplir con todos los requisitos indicados en el artículo anterior, cuenten con un informe favorable de evaluación emitido por una entidad independiente de la sociedad, especializada en la materia, por lo menos en dos épocas distintas del año. 



Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, en cualquier momento la Superintendencia podrá ordenar a una entidad evaluadora que efectúe una revisión a determinada Institución, con cargo a ésta. 



Los informes de evaluación de estas entidades evaluadoras deberán responder a los requerimientos que la Superintendencia determine. 



Las entidades evaluadoras deberán estar inscritas en el Registro abierto con tal fin por la Superintendencia, y quedarán sujetas para estos efectos a su reglamento y control. 



Las Instituciones que no cumplan con lo expuesto en el inciso segundo de este artículo se incluirán en la Categoría B.



Artículo 19.- La Superintendencia sólo considerará, para los efectos de la calificación de las garantías a las entidades bancarias y financieras, los certificados de fianza emitidos por las Instituciones de Garantía Recíproca incluidas en la Categoría A del registro a que se refiere el artículo anterior. Estos certificados servirán de garantía para los efectos de la ampliación del límite individual de crédito a que se refiere el artículo 84, N° 1 de la Ley General de Bancos, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 3 del año 1997, del Ministerio de Hacienda.



Artículo 20.- Los estados financieros anuales de las Instituciones de Garantía Recíproca deberán ser auditados por auditores externos independientes inscritos en el registro de auditores a cargo de la Superintendencia de Valores y Seguros. En su dictamen, los auditores deberán emitir un juicio razonado sobre el cumplimiento, por parte de la respectiva Institución, de las normas de regulación referidas en el artículo precedente.



Artículo 21.- Los bancos, instituciones financieras y cooperativas de ahorro y crédito, deberán proporcionar a su respectivo ente fiscalizador, toda la información y antecedentes que éste les solicite, respecto de las obligaciones que se encuentren garantizadas por las Instituciones de Garantía Recíproca.


Asimismo, los acreedores de obligaciones que sean garantizadas por una Institución deberán proporcionar a ésta toda la información que les solicite sobre aquellas y acerca del comportamiento del deudor en el cumplimiento de sus compromisos, de manera veraz, suficiente, oportuna y completa.



El incumplimiento del acreedor a lo establecido en el inciso anterior lo hará responsable de los perjuicios que ello causare a la Institución, sin perjuicio de las sanciones administrativas que correspondieren por las infracciones cometidas.



Artículo 22.- La Superintendencia podrá dictar instrucciones generales para la aplicación de la presente ley.

TITULO VI

Medidas para enfrentar Situaciones de Inestabilidad Financiera e Insolvencia



Artículo 23.- Cuando en una Institución de Garantía Recíproca ocurrieren hechos que pongan en riesgo su situación financiera o solvencia y su directorio no hubiere normalizado tal situación dentro del plazo de treinta días, contado desde la fecha de elaboración del estado financiero correspondiente, su administración procederá en la forma que dispone este artículo.



El directorio deberá convocar dentro del quinto día hábil, contado desde el vencimiento del plazo señalado en el inciso anterior, a la junta de accionistas o socios de la Institución, que deberá celebrarse dentro de los treinta días siguientes a la fecha de la convocatoria, para que ésta acuerde el aumento de capital que resulte necesario para su normal funcionamiento. La convocatoria señalará el plazo, forma, condiciones y modalidades en que se emitirán las acciones o cuotas y se enterará dicho aumento.



Si la junta de accionistas o socios rechazare el aumento de capital en la forma propuesta o, si aprobado éste, no se enterare dentro del plazo establecido en el acuerdo respectivo, la Institución no podrá aumentar el monto global de las garantías otorgadas que aparezca del estado financiero a que se refiere el inciso primero de este artículo ni podrá efectuar inversiones, cualquiera que sea su naturaleza, salvo en instrumentos emitidos por el Banco Central de Chile.



Se presumirá, en todo caso, que en una Institución de Garantía Recíproca han ocurrido hechos que afectan su situación financiera o solvencia, cuando:



a) Su patrimonio, después de deducidas las pérdidas acumuladas durante el ejercicio que aparezcan en un estado financiero, sea inferior al capital mínimo señalado en el artículo 3º.



b) Por efecto de pérdidas acumuladas durante el ejercicio, que aparezcan en dos estados financieros consecutivos, se desprenda que, de mantenerse el aumento proporcional de ellas en los siguientes seis meses, la Institución quedará en alguna de las situaciones previstas en la letra a) precedente.



c) Se hubiere otorgado garantías a un mismo beneficiario, dentro del giro, por sumas que sean superiores al 10% del patrimonio, sin las contragarantías que aseguren razonablemente la recuperación de los valores.



Artículo 24.- Si una Institución de Garantía Recíproca cesa en el pago de una obligación, el gerente dará aviso inmediato al Directorio, quien deberá cumplir con lo establecido en el artículo 101 de la ley N° 18.046, sin perjuicio de las demás obligaciones establecidas en la presente ley. Lo anterior no obsta al derecho de los acreedores afectados.



Artículo 25.- El Directorio de una Institución de Garantía Recíproca que revele problemas de solvencia que comprometan el pago oportuno de sus obligaciones, deberá presentar proposiciones de convenio a sus acreedores dentro del plazo de diez días contado desde que se haya detectado la falta de solvencia.



Artículo 26.- En caso que en la Institución respectiva ocurriere alguno de los hechos o situaciones previstas en el artículo 24, el gerente de la misma deberá comunicarlo a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, tan pronto esos hechos llegaren a su conocimiento. El incumplimiento de esta obligación podrá ser sancionado por la señalada Superintendencia de conformidad a lo previsto en el inciso segundo del artículo 19° de la ley General de Bancos, contenida en el decreto con fuerza de ley Nº 3, del año 1997, del Ministerio de Hacienda.


En caso que la sociedad hubiese garantizado obligaciones contraídas con cooperativas de ahorro y crédito, dicha comunicación deberá dirigirse también al Departamento de Cooperativas del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.
Título VII

De la Disolución, Fusión y División de las Instituciones de Garantía Recíproca



Artículo 27.- La disolución, liquidación, división, fusión y quiebra de las Instituciones de Garantía Recíproca se regirá por las normas aplicables a las sociedades anónimas, salvo las excepciones establecidas en la presente ley.



Artículo 28.- La disolución, división y fusión de una Institución de Garantía Reciproca requerirá contar con la autorización previa y por escrito de los dos tercios de los acreedores del total de las deudas garantizadas por la misma en el ejercicio de su giro.



Las Instituciones de Garantía Recíproca sólo podrán fusionarse entre sí.



Artículo 29.- Salvo pacto en contrario de la Institución con los acreedores de las obligaciones afianzadas, las entidades que surjan de una fusión o división de una Institución de Garantía Recíproca responderán solidariamente por las fianzas otorgadas por esta última con anterioridad a los acuerdos de fusión o división.



Artículo 30.- En caso de liquidación de una Institución de Garantía Recíproca por quiebra de la misma, el síndico a cargo procederá a la transferencia de la totalidad de las fianzas que accedan a obligaciones vigentes, en la forma que determine, a través de una o más licitaciones públicas en las que sólo podrán participar otras Instituciones de Garantía Recíproca que no se encuentren en alguna de las situaciones previstas en el Titulo VI de la presente ley, la que deberá realizarse en no más de ciento veinte días contados desde la fecha en que quede ejecutoriada la resolución que declare la quiebra. Mientras penda este plazo y el deudor se encuentre cumpliendo la obligación de conformidad con las modalidades pactadas, el acreedor no podrá declarar el vencimiento de la obligación por la quiebra o insolvencia del deudor o fiador o por no cumplir el deudor con la obligación de prestar una nueva fianza.



No obstante, el síndico, con los acreedores de las obligaciones principales garantizadas de conformidad a esta ley, podrán concordar formas distintas para extinguir las fianzas.



La transferencia de las fianzas se hará, en todo caso, conjuntamente con las contragarantías rendidas por los respectivos deudores, en las mismas condiciones en que se encuentren pactadas a la fecha de la sentencia que declare la quiebra, y hasta su extinción de conformidad a la presente ley, lo que deberá constar en las bases de la licitación. Todo lo anterior con sujeción a las normas de la ley de Quiebras y a las referidas a la prelación de créditos contenidas en el Código Civil.



La Institución que adquiera la calidad de fiadora se subrogará en todos los derechos y obligaciones que hubieren sido pactados entre la fallida, el deudor y los acreedores de éste.



No será necesario que los beneficiarios de fianzas que sean transferidas a otras Instituciones de Garantía Recíproca se constituyan en accionistas o socios de éstas, aun cuando sus estatutos impongan tal obligación.



Asimismo, en el caso que una o más fianzas no fueren transferidas conforme al procedimiento señalado en el inciso primero de este artículo, el síndico, con el acuerdo de los acreedores del deudor respectivo, que tuviesen créditos afianzados por la Institución, podrán transferirles a éstos las contragarantías que el señalado deudor haya constituido a favor de la Institución en quiebra, siempre que este último no tenga otras obligaciones vencidas con la misma.



En todo caso, las contragarantías rendidas por los beneficiarios caucionarán exclusivamente el pago de las obligaciones propias afianzadas por la Institución.



Artículo 31.- Transcurridos seis meses contados desde que quede ejecutoriada la resolución judicial que declare la quiebra, las fianzas que caucionen obligaciones vigentes caducarán por el solo ministerio de la ley, de manera que las contragarantías que no se hubiesen transferido o extinguido por cualquier causa, pasarán de pleno derecho y con sus mismas calidades a garantizar las obligaciones del beneficiario, afianzadas por la Institución.



En caso que, según la ley, la transferencia de estos bienes, cauciones o derechos haya debido efectuarse mediante inscripción en un Registro Público, el síndico inscribirá en el mismo la resolución que declara la quiebra, acompañada de la certificación del secretario del tribunal respectivo de que han transcurrido más de seis meses desde que la sentencia quedó ejecutoriada sin que la fianza se haya transferido o extinguido de conformidad con lo señalado precedentemente. Esta nueva inscripción deberá anotarse al margen de la inscripción original a través de la cual se constituyó el respectivo derecho.



Para la realización de las garantías indicadas en los incisos precedentes, los acreedores del beneficiario cuyos créditos se hubieren afianzado por la que ha caído en quiebra actuarán, respecto de estos bienes, cauciones o derechos, sin ninguna preferencia unos respecto de otros, pagándose con ellos a prorrata de sus acreencias.



Para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, el síndico a cargo de la quiebra deberá poner en conocimiento de cada uno de los acreedores el nombre, rol único tributario y domicilio de los demás acreedores del respectivo beneficiario, debiendo ser citados todos en cada ejecución particular en la que se vaya a realizar alguna de estas garantías.



Sin perjuicio de lo dispuesto en este artículo, el beneficiario podrá pactar con sus acreedores la sustitución de las garantías a que se refieren los incisos anteriores, de conformidad con las reglas generales o las normas de la presente ley.

Título VIII

Disposiciones Varias



Artículo 32.- Facúltase a los organismos y servicios públicos autorizados para disponer de recursos para fomento y financiamiento de las micro y pequeñas empresas, para que, de acuerdo a las respectivas normas que rigen su funcionamiento, proporcionen recursos a las Instituciones de Garantía Recíproca, mediante el otorgamiento de créditos cuyo reembolso podrá quedar subordinado a la verificación o cumplimiento de alguna condición determinada.



Para estos efectos, las Sociedades de Garantía Reciproca y las cooperativas que dediquen sus actividades a este giro, serán consideradas instituciones financieras.


Artículo 33.- Las entidades señaladas en el artículo anterior podrán aportar recursos financieros a uno o más fondos con la única finalidad de afianzar las obligaciones que, por su parte, la Institución afiance y que constituyan el objeto del fondo, de conformidad con los fines, condiciones, modalidades y especificaciones que establezca la normativa interna del mismo.



Estos fondos constituirán patrimonios independientes del de la Institución respectiva y las operaciones de cada cual serán efectuadas por la Institución a nombre y por cuenta y riesgo de aquéllos, los que serán los titulares de los bienes e inversiones a ellos aportados. 



Estos fondos se regirán, en cuanto fuere aplicable, conforme a las normas del Título V de la presente ley y del Título VII de la ley N° 18.815, con excepción del inciso cuarto del artículo 41, y de los artículos 42 y 43, sin perjuicio del reglamento que se dicte, para la aplicación de la presente ley.



Para todos los efectos legales, los fondos de garantía contra cuyos recursos la Institución hubiere otorgado reafianzamientos, cofianzas o subfianzas por cuenta de estos fondos, seguirán el régimen jurídico que la presente ley ha establecido para las contragarantías que rindan los beneficiarios.


Artículo 34.- Autorízase al Fondo de Garantía del Pequeño Empresario, establecido mediante el decreto ley N° 3.472, de 1980, para reafianzar las garantías que otorguen las Instituciones a que se refiere esta ley, según los márgenes y procedimientos que al efecto establezca la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.



Para estos efectos, las Instituciones deberán participar en las licitaciones contempladas en el artículo 5° del decreto ley señalado precedentemente.



En cumplimiento de la obligación establecida en el inciso primero la referida Superintendencia podrá establecer normas destinadas a regular:



a) Modalidades de asignación de garantía, requisitos de las Instituciones que opten al reafianzamiento, y mecanismos de asignación del mismo.



b) Márgenes globales e individuales de reafianzamiento, de la cartera de fianzas otorgadas por la Institución y de sus afianzados, respectivamente.



c) Requisitos y condiciones para otorgar el reafianzamiento, en materias tales como la tasa de cobertura de la garantía, elegibilidad de deudores reafianzados, comisiones de utilización y administración, montos y plazos máximos de créditos reafianzados, complementariedad de garantías, garantías adicionales y exclusiones.



d) Procedimientos de constitución del reafianzamiento y de cobro de la garantía.



De todas estas materias se deberá dejar constancia en las bases de las licitaciones respectivas.



En ningún caso el monto total de la garantía directa otorgada por el Fondo de Garantía del Pequeño Empresario, sumada al monto del reafianzamiento que éste otorgue a una Institución de Garantía Recíproca  podrá exceder para un mismo deudor, de los límites individuales de garantía contemplados en el decreto ley Nº 3.472, de 1980.



Artículo 35.- Las Instituciones de Garantía Recíproca que reciban contragarantías que se encuentren garantizando obligaciones de sus beneficiarios ante instituciones financieras, podrán garantizar el otorgamiento de la fianza por las obligaciones respectivas, mediante una Carta de Garantía, que asegurará dicho otorgamiento por el período que medie entre la inscripción de las contragarantías a favor de la institución y el afianzamiento correspondiente. 



Para este efecto, la Carta de Garantía deberá expresar:



a) La individualización de la institución; 



b) La individualización del beneficiario;



c) La obligación de extender el Certificado de Fianza; 



d) La condición para la entrega del Certificado de Fianza, consistente en la inscripción de las contragarantías a favor de la institución; y 



e) Los antecedentes de la obligación a garantizar.



La Carta de Garantía así extendida, tendrá mérito ejecutivo para su cobro, para el que se aplicará el procedimiento descrito en el artículo 12 de la presente ley.”.

_______________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados, que establece una subvención escolar preferencial para niños y niñas socio-económicamente vulnerables, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y 

Tecnología.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece una subvención escolar preferencial para niños y niñas socio-económicamente vulnerables, correspondiente al Boletín Nº 4.030-04, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “suma”.


Añade que los antecedentes sobre esta iniciativa se consignan en el acta de la sesión 4ª, ordinaria, de 20 de marzo de 2007, quedando pendiente su discusión en general en la referida sesión.
- - -



En discusión en general, el señor Presidente señala que corresponde que hagan uso de la palabra los señores Senadores que quedaron inscritos para hacerlo en la sesión de ayer.



Inmediatamente después, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Orpis y a la señora Ministra de Educación.
- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Cantero, quien solicita recabar el acuerdo de la Sala para abrir la votación.



Así se acuerda.

- - -



Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 30 votos a favor de 38 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez. Fundamentan su voto, los Honorables Senadores Bianchi, Coloma, Escalona, Gazmuri, Gómez, Navarro, Orpis y Ruiz-Esquide.



Al fundamentar su voto, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide solicita al señor Presidente recabar el acuerdo de la Sala para dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Hacienda, con el objeto de que estudie la posibilidad de destinar un mayor número de recursos para la ejecución de esta iniciativa.



Consultada la opinión de la Sala, así se acuerda, con la adhesión de los Honorables Senadores señores Gómez y Navarro.



Luego, el señor Presidente otorga el uso de la palabra a la señora Ministra de Educación.



A continuación, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para presentar indicaciones hasta las 18 horas del día lunes 2 de abril, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.



Queda terminada la discusión de este proyecto. 



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

“PROYECTO DE LEY:

LEY DE SUBVENCIÓN ESCOLAR PREFERENCIAL

TÍTULO I

RÉGIMEN DE LA SUBVENCIÓN ESCOLAR PREFERENCIAL

Párrafo 1°

Subvención Preferencial



Artículo 1º.- Créase una subvención educacional denominada preferencial, destinada al mejoramiento de la calidad de la educación de los establecimientos educacionales subvencionados, que se impetrará por los alumnos prioritarios que estén cursando primer o segundo nivel de transición de la educación parvularia y educación general básica.



Artículo 2º.- Para los efectos de la aplicación de la subvención escolar preferencial se entenderá por prioritarios a los alumnos para quienes la situación socioeconómica de sus hogares dificulte sus posibilidades de enfrentar el proceso educativo.



La calidad de alumno prioritario será calificada por el Ministerio de Educación, directamente o a través de los organismos de su dependencia que éste determine, de acuerdo a los siguientes criterios:



a) Los alumnos cuya familia pertenezca al Sistema Chile Solidario tendrán la calidad de prioritarios por el solo ministerio de la ley.



b) Los alumnos de familias no comprendidas en la letra precedente serán considerados prioritarios, para los efectos de esta ley, cuando hayan sido caracterizados como indigentes por el instrumento de caracterización socioeconómica del hogar vigente.



c) Los alumnos de familias no comprendidas en las letras anteriores tendrán la calidad de prioritarios cuando sus padres o apoderados hubieren sido clasificados en el tramo A del Fondo Nacional de Salud.



d) Tratándose de alumnos cuyos hogares no cuenten con la caracterización socioeconómica de su hogar, de acuerdo con los instrumentos señalados precedentemente, o que no hayan quedado comprendidos en las letras anteriores, para los efectos de su calificación como prioritarios, se considerará, en orden sucesivo, los ingresos familiares del hogar, la escolaridad de la madre y, en su defecto, la del padre o apoderado con quienes viva el alumno, en la forma que establezca el reglamento.



La calidad de alumno prioritario será informada por el Ministerio de Educación a la familia de dicho alumno.



Artículo 3º.- La forma de realizar la calificación de alumno prioritario será definida en un reglamento, mediante normas de carácter general, elaborado por el Ministerio de Educación, el cual llevará, además, la firma del Ministro de Hacienda.



Artículo 4º.- Tendrán derecho a la subvención escolar preferencial los establecimientos educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, en adelante “Ley de Subvenciones”, que impartan enseñanza regular diurna, cuyo sostenedor haya suscrito el convenio a que se refiere el artículo 7º. Esta subvención se pagará por los alumnos prioritarios matriculados en dichos establecimientos, según lo establecido en los artículos 14 y 15. 



Artículo 5º.- En todo lo no regulado expresamente en esta ley, la subvención escolar preferencial se regirá por las normas de los Títulos I y IV de la Ley de Subvenciones. La pérdida de los requisitos para percibir las subvenciones de dicha ley, y la privación o suspensión del pago de la misma, tendrán como efecto la suspensión o privación, según sea el caso, de la subvención preferencial y de los aportes regulados en esta ley.



Artículo 6º.- Para que los establecimientos educacionales a que se refiere el artículo 4º puedan impetrar el beneficio de la subvención escolar preferencial, deberán cumplir con los siguientes requisitos:



a) Eximir a los alumnos prioritarios de los cobros establecidos en el Título II de la Ley de Subvenciones, así como de cualquier cobro que condicione la postulación, ingreso o permanencia del alumno en ese establecimiento.



b) Aceptar a todos los alumnos que postulen al primer y segundo nivel de transición de la educación parvularia y desde 1º hasta 4º año de la educación general básica, dentro de las capacidades autorizadas que tenga el establecimiento.



En el evento de que haya una cantidad de postulantes superior a la capacidad autorizada del establecimiento educacional, la incorporación de los alumnos se ceñirá estrictamente a un proceso de selección público y transparente, en el marco del proyecto educativo institucional a que alude la letra c) siguiente, el que en ningún caso podrá considerar la situación económica o social del postulante, su rendimiento escolar pasado o potencial, el estado civil, escolaridad o religión de los padres, origen étnico del postulante, ni otro criterio que permita la discriminación arbitraria de éste. En ese caso las vacantes sólo podrán asignarse por prioridad familiar o, en última instancia, por sorteo.



Para los efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, se entenderá por prioridad familiar que el alumno postulante tenga hermanos matriculados o sea hijo de un docente o no docente del establecimiento educacional.



c) Informar a los padres y apoderados del proyecto educativo institucional y del reglamento interno del establecimiento, entendiéndose que al concretarse la postulación hay una aceptación de los padres y apoderados a dicho proyecto y reglamento interno.



d) Retener en el establecimiento a los alumnos prioritarios con bajo rendimiento académico e impulsar una asistencia técnico-pedagógica especial para mejorar su rendimiento escolar, no pudiendo excluir alumnos por razones académicas.



e) Destinar los aportes que contempla esta ley a la implementación de las medidas comprendidas en el plan de mejoramiento educativo en beneficio de los alumnos prioritarios.



Artículo 7º.- Para incorporarse al régimen de la subvención escolar preferencial, los sostenedores deberán suscribir con el Ministerio de Educación un Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, por el establecimiento educacional correspondiente. Dicho convenio abarcará un período mínimo de cuatro años, que podrá renovarse por períodos iguales.



Mediante este convenio, el sostenedor se obligará a los siguientes compromisos esenciales:



a) Presentar anualmente al Ministerio de Educación y a la comunidad escolar un informe relativo al uso de los recursos percibidos por concepto de subvención escolar preferencial y de los demás aportes contemplados en esta ley. Dicho informe deberá contemplar la rendición de cuentas respecto de todos los recursos recibidos por concepto de esta ley.



b) Acreditar el funcionamiento efectivo del Consejo Escolar, del Consejo de Profesores y del Centro General de Padres y Apoderados, el que no requerirá gozar de personalidad jurídica.



c) Acreditar la existencia de horas docentes destinadas a cumplir la función técnico-pedagógica en el establecimiento y asegurar el cumplimiento efectivo de las horas curriculares no lectivas.



d) Presentar al Ministerio de Educación y cumplir un Plan de Mejoramiento Educativo elaborado con la comunidad del establecimiento educacional, que contemple acciones desde prekinder hasta octavo básico en las áreas de gestión del currículum, liderazgo escolar, convivencia escolar o gestión de recursos en la escuela, de conformidad a lo dispuesto en el artículo siguiente.



e) Establecer y cumplir las metas de efectividad del rendimiento académico de sus alumnos, y en especial de los prioritarios, concordadas con el Ministerio de Educación, en función de los resultados que se obtengan por aplicación del sistema de evaluación nacional a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, de acuerdo a lo establecido en el decreto a que se refiere el artículo 10.



f) En el caso de los sostenedores municipales, señalar en el convenio cuál ha sido el aporte promedio en los últimos tres años e indicar cuál será el aporte mínimo que entregará anualmente el municipio a cada uno de los establecimientos que reciba subvención preferencial.



g) Cumplir con cada una de las obligaciones que impone esta ley, según la categoría en que ha sido clasificado el establecimiento.



h) Informar a los padres y apoderados del alumnado del establecimiento sobre la existencia de este convenio, con especial énfasis en las metas fijadas en materia de rendimiento académico.



i) Cautelar que los docentes de aula presenten al director del establecimiento, dentro de los primeros quince días del año escolar, una planificación educativa anual de los contenidos curriculares.



j) Contar en su malla curricular con actividades artísticas y/o culturales y deportivas que contribuyan a la formación integral de los alumnos.



En el caso de los establecimientos educacionales municipales, el convenio antes referido pasará a formar parte de los compromisos de gestión a que se refiere el artículo 70 bis del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1996, del Ministerio de Educación.



Artículo 8º.- Para dar cumplimiento a lo dispuesto en la letra d) del artículo anterior, el sostenedor deberá elaborar un Plan de Mejoramiento Educativo que incluya orientaciones y acciones en cada una de las áreas o dimensiones señaladas a continuación:



1. Acciones en el área de gestión del currículum, tales como fortalecimiento del proyecto educativo; mejoramiento de las prácticas pedagógicas; apoyo a los alumnos con necesidades educativas especiales; mejoramiento de los sistemas de evaluación de los alumnos; modificación del tamaño de cursos o contar con profesores ayudantes; apoyos a alumnos rezagados en sus aprendizajes y desarrollo personal; giras y visitas a lugares funcionales al cumplimiento de los objetivos educativos, entre otras.



2. Acciones en el área de liderazgo escolar, tales como fortalecimiento del Consejo de Profesores; participación en el establecimiento de personalidades de la vida cultural y científica y de profesionales o dirigentes de la sociedad local o nacional; proyección de la escuela en la comunidad; fortalecimiento de la formación valórica y cívica de los alumnos, entre otras.



3. Acciones en el área de convivencia escolar, tales como apoyo psicológico y de asistencia social a los alumnos y a sus familias; mejoramiento de la convivencia y gestión del clima escolar; fortalecimiento del Consejo Escolar; fortalecimiento de las familias y de los apoderados en el vínculo educativo y afectivo con los alumnos y la escuela; apoyos a los aprendizajes de todos los alumnos, entre otras.



4. Acciones en el área de gestión de recursos, tales como la definición de una política de perfeccionamiento para los docentes del establecimiento, destinada a fortalecer aquellas áreas del currículo en que los alumnos han obtenido resultados educativos insatisfactorios, y establecimiento de sistemas de evaluación de los docentes, esto último en el caso de los establecimientos particulares subvencionados; fortalecimiento de los instrumentos de apoyo a la actividad educativa, tales como biblioteca escolar, computadores, Internet, talleres, sistemas de fotocopia y materiales educativos, entre otras.



Tratándose de establecimientos educacionales emergentes y en recuperación de conformidad a lo establecido en el artículo 9º, deberán incluir las acciones comprometidas en el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales emergentes a que hace referencia el artículo 18 y en el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales en recuperación a que se refiere el artículo 25, respectivamente.



El Ministerio de Educación entregará orientaciones y apoyo para elaborar el Plan de Mejoramiento Educativo y podrá hacer recomendaciones para mejorar dicho Plan. Asimismo, entregará orientaciones para la ejecución de las acciones antes señaladas y realizará su seguimiento y evaluación anualmente, por sí o a través de entidades acreditadas incluidas en el registro del artículo 29.



Artículo 9º.- Los establecimientos educacionales adscritos al régimen de subvención escolar preferencial serán clasificados en alguna de las siguientes categorías:



a) Establecimientos Educacionales Autónomos con evaluación del Ministerio de Educación o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas: aquellos que hayan mostrado sistemáticamente buenos resultados educativos de sus alumnos de acuerdo a los instrumentos diseñados por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, y de conformidad a los estándares nacionales que se establezcan para tales efectos.



b) Establecimientos Educacionales Emergentes con apoyo a la Dirección del establecimiento de parte del Ministerio de Educación o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas: aquéllos que no hayan mostrado sistemáticamente buenos resultados educativos de sus alumnos de acuerdo a los instrumentos diseñados por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del citado decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, y de conformidad a los estándares nacionales que se establezcan para tales efectos.



c) Establecimientos Educacionales en Recuperación con apoyo integral a su desarrollo y funcionamiento por parte del Ministerio de Educación o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas: aquellos que obtengan resultados educativos reiteradamente deficientes de sus alumnos, de acuerdo a los instrumentos diseñados por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del citado decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, y de conformidad a los estándares nacionales que se establezcan para tales efectos.



Los establecimientos educacionales que postulen al régimen de subvención escolar preferencial serán clasificados en las categorías de las letras a), b) o c) del inciso precedente, en la oportunidad de que trata el artículo 12.



Los establecimientos educacionales nuevos podrán incorporarse al régimen de subvención escolar preferencial cuando cuenten con dos mediciones de acuerdo a los instrumentos mencionados, salvo que, a juicio del Ministerio, existan antecedentes suficientes para considerar que reúnen las condiciones para dar una educación de calidad a sus alumnos vulnerables.


Artículo 10.- Los estándares nacionales y los criterios específicos para la calificación de los resultados educativos a que se refiere el artículo anterior se establecerán mediante decreto supremo del Ministerio de Educación y deberán ser actualizados a lo menos cada 5 años.



El procedimiento para la determinación y verificación de los resultados educativos, para los efectos de esta ley, será establecido en el reglamento. La calificación de los resultados educativos deberá aplicarse desde el primer año de subvención preferencial y en todos los niveles desde 1º a 8º básico.



Artículo 11.- Con el objeto de permitir la clasificación en las categorías que señala el artículo 9º, de aquellos establecimientos cuya matrícula de 4° y 8º básico, según corresponda, sea insuficiente para efectos de realizar inferencias estadísticas confiables acerca de sus resultados educativos, medidos conforme a lo dispuesto en el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, el Ministerio de Educación adecuará el mecanismo de evaluación antes referido para las características de estos establecimientos.



Adicionalmente, el Ministerio de Educación considerará las características de los establecimientos educacionales rurales uni, bi o tri docentes, así como de aquellos multigrado o en situación de aislamiento, con el fin de orientar la elaboración del Plan de Mejoramiento Educativo de dichos establecimientos y brindarles apoyo y supervisión pedagógica especial, acorde con sus necesidades, ya sea otorgada por sí o mediante entidades pedagógicas y técnicas de apoyo registradas.



El Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa que establece el artículo 7º, tratándose de los establecimientos educacionales de los incisos precedentes, deberá incluir, en aquellos casos en que sea posible, la obligación de funcionar como conjunto sistémico y articulado, o en red, con otros establecimientos de similares características y cercanía geográfica, conforme con los procedimientos que se establezcan en el reglamento.



Artículo 12.- La postulación para ingresar al régimen de subvención escolar preferencial se realizará en el mes de agosto de cada año en la correspondiente Secretaría Regional Ministerial de Educación, para incorporarse a dicho régimen a partir del año escolar siguiente.



La Secretaría Regional Ministerial de Educación, durante los meses de septiembre y octubre, conforme lo disponga el reglamento, analizará la situación de cada establecimiento educacional que haya postulado y procederá a su clasificación en la categoría que corresponda, de acuerdo al artículo 9º. Cuando esa clasificación hubiere ocurrido previamente, según lo establece el artículo 66 de la Ley de Subvenciones, ésta será considerada como antecedente para los efectos de la postulación.



Con todo, si la Secretaría Regional Ministerial de Educación no emite pronunciamiento en cuanto a la clasificación de los establecimientos educacionales dentro del mes de octubre a que se refiere el inciso anterior, el establecimiento podrá solicitar que los antecedentes sean elevados ante el Subsecretario de Educación, quien deberá resolver dentro del plazo de 15 días hábiles contados desde la recepción de los antecedentes.



Artículo 13.- La resolución del Secretario Regional Ministerial de Educación que establezca la clasificación indicada en el artículo 9º, será notificada en forma personal o mediante carta certificada al postulante, y podrá ser apelada ante el Subsecretario de Educación dentro del plazo de quince días hábiles contados desde la fecha de la notificación.



Artículo 14.- La subvención escolar preferencial tendrá el siguiente valor unitario mensual por alumno prioritario, expresado en unidades de subvención educacional (USE), según la categoría del establecimiento educacional establecida en la resolución del Secretario Regional Ministerial de Educación de acuerdo al artículo 9º:



Valor Subvención en USE

	
	DDesde 1º nivel de transición de la educación parvularia hasta 4º año de la educación general básica
	55º y 6º 

aaño básico
	77º y 8º 

aaño básico

	 A: Establecimientos educacionales autónomos
	11,4
	00,93
	00,47

	BB: Establecimientos educacionales emergentes
	00,7
	00,465
	00,235




Artículo 15.- Los sostenedores de establecimientos educacionales clasificados como autónomos o emergentes percibirán mensualmente la subvención escolar preferencial establecida en esta ley. Su monto se determinará multiplicando el valor que corresponda conforme al artículo anterior por la asistencia media promedio de los alumnos prioritarios durante los tres meses precedentes al pago.



En los meses no comprendidos en el año escolar y en el primer mes del año referido, se empleará el procedimiento establecido en los incisos segundo y tercero del artículo 13 de la Ley de Subvenciones, aplicado a los alumnos prioritarios. Asimismo, respecto a la suspensión de clases o actividades escolares por un mes calendario, se aplicará lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo citado.



El procedimiento de cálculo de la subvención a que se refieren los incisos anteriores, será aplicable para el cálculo de los aportes a establecimientos educacionales emergentes que establece esta ley.



Artículo 16.- Los establecimientos incorporados a este régimen de subvención serán sometidos por el Ministerio de Educación a una supervisión y apoyo permanentes de su desempeño en los aspectos pedagógicos y a un control del cumplimiento de las obligaciones a que se refiere esta ley, de acuerdo a los procedimientos, periodicidad e indicadores que especifique su reglamento.



Los resultados de la evaluación del tercer o anteriores años, según corresponda a la categoría en que se encuentre el establecimiento, serán notificados durante el año escolar siguiente a la última medición usada para la evaluación. Esta nueva clasificación se hará efectiva a contar del año escolar inmediatamente siguiente al de la notificación. Durante el año de la reclasificación, el establecimiento mantendrá la anterior categoría.

Párrafo 2°

Establecimientos Educacionales Autónomos con evaluación del Ministerio de Educación o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas



Artículo 17.- En los establecimientos autónomos se evaluará el cumplimiento de las obligaciones contenidas en el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, en especial la de retención de los alumnos prioritarios con dificultades académicas y la de cumplimiento de los logros académicos de todos los alumnos, conforme a los resultados obtenidos en las mediciones de carácter nacional aplicados al 4° y 8º año de educación general básica, según corresponda, durante el periodo a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación.



La evaluación de estos establecimientos, según los logros académicos antes referidos, se realizará por el Ministerio de Educación al menos cada 3 años.



Si el resultado de esa evaluación, en lo referido a los logros académicos, indica que han cumplido con las obligaciones del inciso anterior, mantendrán la categoría de Autónomos. En caso contrario, dichos establecimientos pasarán a la categoría de Emergentes o de Establecimientos en Recuperación a que se refiere el párrafo 4° de este Título.

Párrafo 3°

Establecimientos Educacionales Emergentes con apoyo a la Dirección del establecimiento de parte del Ministerio de Educación o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas



Artículo 18.- El sostenedor del establecimiento educacional clasificado como emergente deberá cumplir con el Plan de Mejoramiento Educativo establecido en el artículo 8º y asumir los compromisos adicionales que a continuación se indican, los que, una vez suscritos, quedarán incorporados al Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa:



1. Elaborar durante el primer año un Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales emergentes que profundice el Plan presentado de acuerdo al artículo 8º, el que deberá contar con la aprobación del Ministerio de Educación, para ser ejecutado en un plazo máximo de 4 años.



Este Plan deberá contener al menos:



a) Un diagnóstico de la situación inicial del establecimiento y del proceso de enseñanza y aprendizaje de todos sus alumnos, así como una evaluación respecto de los recursos humanos, técnicos y materiales con que cuenta el establecimiento.



b) Un conjunto de metas de resultados educativos a ser logrados en el transcurso de la ejecución del Plan. En todo caso, al cumplirse el plazo de ejecución del Plan, el establecimiento educacional deberá lograr los estándares nacionales.



2. Coordinar y articular acciones con las instituciones y redes de servicios sociales competentes para detectar, derivar y tratar problemas psicológicos, sociales y necesidades educativas especiales de los alumnos prioritarios.



3. Establecer actividades docentes complementarias a los procesos de enseñanza y aprendizaje de los alumnos prioritarios, para mejorar su rendimiento escolar.



Artículo 19.- Los establecimientos educacionales clasificados como Emergentes tendrán derecho a percibir, para el diseño y ejecución del Plan de Mejoramiento Educativo para emergentes a que se refiere el artículo anterior, un aporte adicional de recursos para contribuir al financiamiento de dicho Plan, que será objeto de un convenio complementario.



Para la implementación del Plan a que se refiere el inciso anterior, los establecimientos allí señalados podrán utilizar los recursos adicionales para contratar servicios de apoyo de una entidad externa con capacidad técnica al respecto, la que en todo caso deberá estar incluida en el registro indicado en el artículo 29.



La suma anual de los recursos que reciban los establecimientos emergentes por la aplicación de la letra B del artículo 14 y el aporte adicional a que se refiere este artículo, será equivalente a lo que le correspondería recibir al mismo establecimiento si éste estuviera en la categoría de Autónomo, por los niveles que se especifican en el inciso siguiente.



Este aporte adicional será de 0,7 USE por los alumnos que cursen desde el primer y segundo año de transición de la educación parvularia y hasta el 4º año de la educación general básica; de 0,465 USE en el caso de los alumnos que cursen 5º y 6º año de la educación general básica y de 0,235 USE por los alumnos que cursen 7º y 8º año de la educación general básica.



No obstante lo anterior, durante el primer año de vigencia del convenio se entregará a los sostenedores de los establecimientos educacionales que no cuenten con un plan aprobado por el Ministerio de Educación, un tercio del aporte adicional mensual a que se refiere el inciso anterior, para financiar la obligación establecida en el Nº 1 del artículo 18, recibiendo del Ministerio de Educación los dos tercios restantes una vez que sea aprobado el Plan de Mejoramiento Educativo, pagándose éste último con efecto retroactivo calculado desde el mes siguiente al acto de aprobación del convenio a que se refiere el artículo 7º.



A contar del segundo año de vigencia del convenio, el aporte a que se refiere el inciso cuarto se suspenderá cuando el Ministerio de Educación certifique que las acciones no se han efectuado conforme al Plan de Mejoramiento Educativo aprobado.



De la resolución a que se refiere el inciso anterior podrá apelarse dentro de los quince días hábiles siguientes a su emisión, ante el Subsecretario de Educación, disponiendo éste de igual plazo para pronunciarse sobre la apelación.



El reglamento a que alude el artículo 3° establecerá el modo y la oportunidad de rendición de cuentas y los medios de verificación de la ejecución de las acciones comprometidas.



Mediante decreto del Ministerio de Educación, que llevará además la firma del Ministro de Hacienda, se fijará anualmente el monto en pesos del aporte adicional y de las proporciones de dicho aporte a que se refieren los incisos cuarto y quinto.



Artículo 20.- El Ministerio de Educación realizará una supervisión pedagógica a los establecimientos emergentes que desarrollan su Plan de Mejoramiento Educativo.



Asimismo, el Ministerio de Educación evaluará anualmente el cumplimiento de los compromisos asumidos en el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa por el sostenedor para cada establecimiento educacional emergente, debiendo entregar su informe al respectivo establecimiento.



Artículo 21.- Si las evaluaciones señaladas en el artículo anterior, en lo referido a logros académicos, indican que un establecimiento educacional emergente ha alcanzado los estándares nacionales de la categoría de establecimientos autónomos a que se refiere el artículo 10, el sostenedor podrá solicitar al Ministerio de Educación que dicho establecimiento sea clasificado en esta categoría, debiendo el Ministerio responder dentro del plazo de quince días hábiles, transcurrido el cual, si no lo hiciere, se entenderá aceptada la solicitud, conforme al procedimiento que para este efecto fije el reglamento de esta ley.

Párrafo 4°

Establecimientos Educacionales en Recuperación con apoyo integral a su desarrollo y funcionamiento por parte del Ministerio de Educación o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo registradas



Artículo 22.- El Ministerio de Educación, mediante resolución del Secretario Regional Ministerial de Educación, clasificará como Establecimientos Educacionales en Recuperación a aquellos establecimientos incorporados al régimen de la presente ley que obtengan resultados educativos reiteradamente deficientes de sus alumnos, de acuerdo a los instrumentos diseñados por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, y de conformidad a los estándares nacionales que se establezcan para los establecimientos educacionales emergentes. Se entenderá por resultados reiteradamente deficientes el no cumplir con los estándares nacionales considerando a lo menos las últimas tres mediciones realizadas de acuerdo a lo señalado en el artículo 10.



También serán clasificados en la categoría de Establecimientos Educacionales en Recuperación los establecimientos emergentes que, en el plazo de un año contado desde la suscripción del Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, no cuenten con el Plan de Mejoramiento Educativo señalado en el artículo 18. Igual clasificación recibirán aquellos establecimientos educacionales emergentes que, teniendo un Plan aprobado, no lo apliquen, situación que será verificada por el Ministerio de Educación, mediante resolución fundada, en la evaluación a que se refiere el inciso segundo del artículo 20.



La clasificación de un establecimiento en la categoría en Recuperación podrá ser efectuada a partir del segundo semestre del primer año de suscrito el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, salvo que se trate de un establecimiento que deba entrar en esta categoría de conformidad a lo dispuesto en el artículo 66 de la Ley de Subvenciones.



El establecimiento que sea clasificado en la categoría en Recuperación mantendrá dicha clasificación y estará sujeto a las obligaciones que esta ley impone a dichos establecimientos por tres años contados desde el año escolar siguiente a aquél en que fue clasificado en tal categoría.



Artículo 23.- La resolución que clasifique a un establecimiento educacional en la categoría en Recuperación, conforme a lo señalado en el artículo anterior, pondrá término al derecho a impetrar la subvención preferencial por parte del sostenedor del establecimiento, a partir del año escolar siguiente, sin perjuicio del aporte a que se refiere el artículo 26.



Dicha resolución será notificada en forma personal o mediante carta certificada al sostenedor y podrá ser apelada ante el Subsecretario de Educación dentro del plazo de quince días hábiles contados desde la fecha de su notificación.



Artículo 24.- Las escuelas que sean clasificadas en Recuperación, en relación con lo establecido en el artículo 22, y que hayan apelado de ello de conformidad al articulo 23, serán evaluadas por un panel de expertos con el objetivo de emitir un informe respecto de dicha clasificación, el cual deberá ser considerado por el Subsecretario de Educación al resolver la apelación. Este panel tomará en cuenta los antecedentes de las escuelas evaluadas y otros relevantes a juicio del panel.



Este panel estará conformado por tres expertos, designados uno por el Ministerio de Educación, otro por el sostenedor del establecimiento y otro por una entidad evaluadora externa de aquellas a que se refiere el artículo 29.



Artículo 25.- Los sostenedores de los establecimientos educacionales en Recuperación deberán cumplir con el Plan de Mejoramiento Educativo establecido en el artículo 8º. Además, tendrán las siguientes obligaciones:



1) Lograr los estándares nacionales correspondientes a la categoría Emergentes en un plazo máximo de tres años a partir del año escolar siguiente al de la resolución del artículo anterior, mejorando el rendimiento académico de los alumnos prioritarios.



2) Cumplir el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales en Recuperación que establezca un equipo tripartito conformado por un representante del Ministerio de Educación, por el sostenedor, o un representante que éste designe, y por una entidad externa con capacidad técnica sobre la materia, de aquellas incorporadas en el registro a que se refiere el artículo 29. 



Dicho plan surgirá de un Informe de Evaluación de la Calidad Educativa del establecimiento, propuesto por la entidad externa antes referida.



El Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales en Recuperación abarcará tanto el área administrativa y de gestión del establecimiento como el proceso de enseñanza y aprendizaje y sus prácticas, y deberá estar elaborado antes del inicio del año escolar siguiente al de la dictación de la resolución a que se refiere el artículo 22.



3) Aplicar las medidas de reestructuración contenidas en el Plan.



En caso de proponerse la reestructuración del equipo de docentes directivos, técnico-pedagógicos o de aula, a fin de superar las deficiencias detectadas por el Informe de Evaluación de la Calidad Educativa en el personal del establecimiento educacional, el sostenedor deberá aplicar alguna o algunas de las siguientes medidas, sin que ninguna de ellas pueda considerarse como menoscabo para los docentes:



a) Redestinación de tareas y/o funciones.



b) Destinación del docente a otro establecimiento del mismo sostenedor que tenga la calificación de Autónomo o Emergente.



c) Desarrollo de planes de superación profesional para los docentes, pudiendo recurrirse para ello a la totalidad o parte de la jornada laboral contratada.



Artículo 26.- Para diseñar y llevar a cabo las actividades señaladas en el artículo anterior, el Ministerio de Educación dispondrá de un aporte económico extraordinario para los sostenedores de los establecimientos educacionales declarados en Recuperación a que se refiere el artículo 22.



La suma anual de este aporte extraordinario será equivalente al monto que le correspondería al establecimiento educacional si se le aplicara la subvención establecida en la letra A del artículo 14, por el promedio de los alumnos prioritarios matriculados en los niveles correspondientes en el primer trimestre del año escolar, considerando el porcentaje de la asistencia media efectiva de los alumnos prioritarios registrada en los meses del año escolar inmediatamente anterior.



Estos recursos deberán ser aplicados a medidas de mejoramiento contenidas en el Plan mencionado en el artículo anterior. La rendición de estos recursos deberá ser visada por la entidad externa.



Este aporte será entregado en cuotas mensuales, iguales y sucesivas; será objeto de un convenio complementario y se suspenderá cuando el Ministerio de Educación certifique, mediante resolución fundada, que las acciones no se han ejecutado conforme al Plan aprobado.



En todo caso, un alumno prioritario que se traslade durante el año escolar de un establecimiento en Recuperación a cualquier otro, no dará derecho a impetrar la subvención escolar preferencial ni los aportes de los artículos 19 y 26 en el nuevo establecimiento, durante ese año.



El reglamento a que alude el artículo 3º establecerá el modo y la oportunidad de rendición de cuentas y los medios de verificación de la ejecución de las acciones comprometidas.



Durante el primer año de incorporación de un establecimiento educacional al régimen de subvención escolar preferencial, el aporte a que se refiere el inciso primero será determinado según la fórmula establecida en el inciso segundo, dividido por doce y multiplicado por el número de meses que resten del año, contados desde el mes siguiente a la firma del convenio complementario.



Artículo 27.- Si concluido el plazo de tres años establecido en el Nº 1 del artículo 25, el establecimiento educacional en Recuperación alcanza los objetivos planteados con la reestructuración será clasificado como Emergente o Autónomo, según corresponda. Esta clasificación tendrá efecto a partir del año escolar siguiente.



Por otra parte, si el establecimiento en Recuperación no logra dichos objetivos en el plazo indicado, podrá el Ministerio de Educación revocar el reconocimiento oficial. Dicha resolución será dictada por el Secretario Regional Ministerial de Educación y notificada al sostenedor por carta certificada. 



Procederá recurso de apelación ante el Subsecretario de Educación, en el plazo de quince días hábiles contados desde la notificación de la resolución.

Párrafo 5°

Responsabilidades del Ministerio de Educación



Artículo 28.- La administración del régimen de la subvención escolar preferencial estará a cargo del Ministerio de Educación.



En tal virtud, le corresponderá:



a) Clasificar a los establecimientos educacionales en las categorías del artículo 9º e informar de ello a los establecimientos, a los Consejos Escolares, a los padres y apoderados, a la comunidad escolar y al público en general;



b) Suscribir los convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa y los convenios complementarios, y verificar su cumplimiento;



c) Efectuar la supervisión de la ejecución de los planes de mejoramiento educativo a que se refieren los artículos 8º, 18 y 25, y del cumplimiento del convenio del artículo 7º, informando de ello al sostenedor del establecimiento;



d) Determinar los instrumentos y la oportunidad en que se verificará el cumplimiento de los compromisos contraídos por los establecimientos educacionales que forman parte del régimen de la subvención preferencial;



e) Realizar una supervisión y dar apoyo pedagógico permanente a los establecimientos clasificados como Emergentes o en Recuperación, lo cual podrá efectuarse en forma directa o por medio de organismos externos habilitados para ejercer esta función;



f) Proponer planes y metodologías de mejoramiento educativo a los sostenedores;



g) Establecer la forma y periodicidad en que los sostenedores de establecimientos educacionales deberán informar al Consejo Escolar y a los padres y apoderados sobre la situación de los establecimientos bajo el régimen de subvención escolar preferencial, especialmente respecto de los compromisos adquiridos y el cumplimiento de los mismos;



h) Formar e integrar el equipo tripartito que se señala en el artículo 25;



i) Aplicar las sanciones referidas en el artículo 34, y



j) Realizar todas las demás acciones necesarias para el cumplimiento y fines de esta ley.



Artículo 29.- El Ministerio de Educación elaborará un Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo, las que podrán ser personas naturales o jurídicas y estarán habilitadas para prestar apoyo a los establecimientos educacionales para la elaboración y ejecución del Plan de Mejoramiento Educativo a que se refieren los artículos 8º, 18 y 25; para lo indicado en el artículo 19 y para todas las demás funciones señaladas en el artículo 25.



El registro podrá contemplar categorías según las especialidades técnicas de las entidades, pudiendo éstas optar a todas o sólo a algunas de ellas.



El reglamento determinará los requisitos que deberán cumplir las personas y entidades para el ingreso y permanencia en el registro o subregistros de especialidades que se creen; el procedimiento de selección de las mismas; el tiempo de duración en el registro y las causales que originan la salida de éste, a fin de asegurar la calidad técnica y especialidad de dichas entidades. El Ministerio de Educación deberá mantener este registro con información actualizada sobre la asesoría proporcionada a los establecimientos educacionales adscritos al régimen de subvención preferencial.



El establecimiento educacional que requiera la elaboración y ejecución del Plan de Mejoramiento Educativo, conforme a lo señalado en el inciso primero, podrá elegir entre las entidades pedagógicas y técnicas de apoyo que formen parte del registro a que se refiere el citado inciso, oyendo al Ministerio de Educación.



Los sostenedores de zonas geográficas contiguas o de similares características podrán asociarse entre sí para recibir apoyo técnico de una misma entidad registrada.



Los honorarios de cada entidad pedagógica y técnica de apoyo serán pagados por el sostenedor que requiera sus servicios.



Las entidades registradas que presten asesoría a los establecimientos educacionales Emergentes y en Recuperación, y que reiteradamente obtengan resultados insatisfactorios de conformidad a lo establecido en el reglamento de la presente ley, podrán ser eliminadas del Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo.



Regirán respecto de estas personas y entidades las inhabilidades de los artículos 54 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 1-19.653, de 2000, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.



Artículo 30.- El Ministerio de Educación entregará anualmente a la Comisión de Educación de la Cámara de Diputados un informe describiendo las acciones y evaluando los avances en cada uno de los establecimientos educacionales con más de quince por ciento de alumnos prioritarios, y los aportes educativos y de todo tipo que haya efectuado la instancia responsable de dicho Ministerio.

Párrafo 6º

Responsabilidades de la dirección de los establecimientos



Artículo 31.- La dirección de los establecimientos educacionales deberá llevar un libro diario de ingresos y gastos.



En los ingresos deberán incluirse todas las transferencias del Ministerio de Educación, de la municipalidad o de otras fuentes.



En los gastos deberán incluirse los sueldos y demás desembolsos por concepto de mantención, adquisición de materiales, giras de estudio, u otros.



Artículo 32.- Los miembros del equipo directivo del establecimiento (director, subdirector, inspector general, jefe de unidad técnico-pedagógica y otros, si los hubiere) deberán impartir a lo menos cuatro horas semanales de clases de aula.

Párrafo 7º

De las Infracciones y Sanciones



Artículo 33.- Son infracciones graves a la presente ley, además de las consignadas en la oración final de la letra c) del inciso segundo y en el inciso tercero del artículo 50 de la Ley de Subvenciones.



1) El incumplimiento de los requisitos establecidos en las letras a), b), c), d) y e) del artículo 6º y de los compromisos esenciales señalados en el artículo 7º;



2) El incumplimiento de los compromisos adicionales establecidos en el artículo 18 para los establecimientos educacionales emergentes, y



3) El incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 25 para los establecimientos educacionales en recuperación.



Artículo 34.- Las infracciones a la presente ley serán sancionadas conforme a lo dispuesto en el artículo 52 de la Ley de Subvenciones y mediante el procedimiento establecido en el artículo 53 de dicha ley.



Las multas y retenciones que se apliquen en virtud de la presente ley lo serán respecto de las subvenciones y aportes de esta ley y de aquéllas de la Ley de Subvenciones.



Artículo 35.- En todo lo no previsto en este párrafo, en materia de infracciones, retenciones, descuentos y sanciones se aplicarán las normas del Título IV de la Ley de Subvenciones.

TÍTULO II

OTRAS NORMAS



Artículo 36.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación:



1) Sustitúyese, en todas sus disposiciones, la mención “Educación Parvularia (segundo nivel de transición)” por “Educación Parvularia (primer y segundo nivel de transición)”.



2) Modifícase el artículo 2º en el siguiente sentido:



a) Intercálase en el inciso segundo, entre las expresiones “ante el Estado” y “la responsabilidad” la expresión “y la comunidad escolar”.



b) Sustitúyese su inciso tercero por los siguientes:



“El sostenedor o su representante legal deberá cumplir con los siguientes requisitos:



a) Contar, a lo menos, con título profesional de al menos 8 semestres.



b) No estar inhabilitado para ser sostenedor por haber cometido algunas de las infracciones graves señaladas en el artículo 50 de la presente ley.



c) No haber sido condenado por crimen o simple delito.



Tratándose de una persona jurídica, cada uno de sus socios, representantes legales, gerentes, administradores o directores, deberán cumplir con los requisitos señalados en el inciso anterior.



Además, serán solidariamente responsables ante los padres y apoderados de las obligaciones civiles que se deriven por cobros indebidos realizados por el establecimiento educacional a éstos.”.



3) Agrégase a la letra f) del artículo 6º el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el actual segundo a ser tercero:



“Si el sostenedor es una persona jurídica, ninguno de sus socios, directores o miembros, en su caso, podrá tener obligaciones pendientes derivadas de cobros indebidos a padres o apoderados o deudas laborales o previsionales, originadas por la prestación de servicios educacionales realizados con anterioridad, sea que haya sido sostenedor persona natural, o socio, director o miembro de la persona jurídica que detentaba la calidad de sostenedor de la o las administraciones en que nacieron las obligaciones que se encuentran pendientes.”.



4) Modifícase el artículo 50 en el siguiente sentido:



a) Agrégase en el inciso segundo, a continuación de la letra d), la siguiente letra e) nueva:



“e) Incumplimiento de la obligación de informar prevista en los artículos 64 y 65;”;



b) Agrégase, en el inciso tercero, a continuación de la letra h), la siguiente letra i) nueva:



“i) Permanecer dos años a contar del año escolar siguiente al de haber sido clasificado en la categoría de establecimiento con Necesidad de Medidas Especiales, de conformidad a lo establecido en el artículo 66, sin haber aplicado las medidas propuestas por el Ministerio de Educación para superar dicha categoría.”.



5) Sustitúyese el inciso primero del artículo 52 por el siguiente:



“Las sanciones consistirán en:



a) Multas, las que no podrán ser inferiores a un cinco por ciento ni exceder del cincuenta por ciento de una unidad de subvención educacional por alumno matriculado a la fecha en que se incurre en la infracción.



b) Privación de la subvención, que puede ser total o parcial, definitiva o temporal.



En caso de privación temporal, ésta no podrá exceder de doce meses consecutivos.



c) Revocación del reconocimiento oficial, y



d) Inhabilidad temporal o perpetua del sostenedor para mantener o participar de cualquier forma en la administración de establecimientos educacionales subvencionados, la que en el caso del sostenedor que sea persona jurídica se entenderá aplicada a sus socios, representantes legales, gerentes, administradores y directores.”.



6) Agrégase en el artículo 52 al final de su inciso tercero lo siguiente:



“El Ministerio de Educación llevará un registro actualizado de los sostenedores y de los representantes legales, directores, socios o miembros de sostenedores personas jurídicas que hayan sido inhabilitados por aplicación de esta ley.”.



7) En el artículo 53, agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero y así sucesivamente:



“Una vez notificado el sostenedor o su mandatario de la resolución que ordena instruir proceso, el Secretario Regional Ministerial de Educación podrá, como medida precautoria, ordenar, mediante resolución fundada, la retención inmediata, ya sea total o parcial, del pago de la subvención, atendida la naturaleza y cuantía de la presunta infracción.”.



8) Agréganse los siguientes artículos 64, 65, 66 y 67:



“Artículo 64.- Para los efectos de esta ley, el Ministerio de Educación mantendrá una base de datos que contendrá la información relevante de todos los establecimientos educacionales subvencionados necesaria para que los Consejos Escolares y los padres y apoderados, así como la comunidad escolar, puedan formarse una apreciación respecto al aporte del establecimiento al aprendizaje de sus alumnos.



Esta base será pública y de libre acceso para todo el que tenga interés en consultarla.



Los sostenedores deberán proporcionar toda la información solicitada por el Ministerio de Educación necesaria para la mantención de esta base de datos, y en especial aquella información mencionada en el artículo 8º de la ley Nº 19.979.



Un reglamento fijará la forma y modalidad en que deberá llevarse la base de datos, junto con la periodicidad, manera de actualización y la información que ésta deberá contener.



Artículo 65.- A partir de la información contenida en la base de datos establecida en el artículo anterior, el Ministerio de Educación elaborará una Ficha Escolar que resumirá la información relevante para los fines establecidos en el artículo anterior de cada establecimiento escolar sujeto a esta ley. 



La Ficha Escolar será distribuida a los respectivos establecimientos educacionales, y será obligación de éstos su entrega a los padres y apoderados y también a los postulantes al establecimiento. 



La información a que se refiere el inciso precedente estará siempre a disposición de cualquier interesado. 



El reglamento determinará la periodicidad, modalidad e información que deberá contener la Ficha Escolar.



Artículo 66.- El Ministerio de Educación, de acuerdo a la información contenida en la base de datos a que se refiere el artículo 64, deberá clasificar a todos los establecimientos subvencionados del país, participen o no en el Régimen de Subvención Preferencial, según las diversas características que establezca el reglamento. Dicha clasificación deberá contemplar una categoría de Establecimientos con Necesidad de Medidas Especiales que incluirá a aquellos que hayan obtenido resultados reiteradamente deficientes en el rendimiento de sus alumnos en función de los estándares nacionales que se establezcan para tal efecto en el decreto a que se refiere el artículo 8º de la Ley de Subvención Escolar Preferencial.



Para determinar la clasificación de los establecimientos se deberán considerar los resultados de aprendizaje de sus alumnos, medidos a través de los instrumentos diseñados por el Ministerio de Educación para tal efecto. El número de mediciones en las cuales se muestren dichos resultados en ningún caso podrá ser inferior a dos.



Por decreto supremo, expedido a través del Ministerio de Educación, se determinarán los criterios y el procedimiento de clasificación de los establecimientos educacionales de que trata este artículo.



Asimismo, dicho decreto supremo establecerá los plazos en que los establecimientos educacionales serán sometidos a evaluaciones sucesivas que permitan reclasificarlos en otra categoría, si fuese procedente.



La resolución que clasifique a los establecimientos educacionales será dictada por el Secretario Regional Ministerial de Educación correspondiente.



De dicha resolución podrá apelarse ante el Subsecretario de Educación, en un plazo de 15 días contado desde la notificación de la resolución que determina la categoría en que es clasificado un establecimiento educacional.



Artículo 67.- En el caso de los Establecimientos Educacionales con Necesidades de Medidas Especiales señalados en el artículo anterior, el Ministerio de Educación podrá proponer, anualmente, medidas para que dichos establecimientos superen esa categoría.



Los establecimientos que impartan a lo menos hasta cuarto año de educación general básica que permanezcan más de dos años en esta categoría a contar del año escolar siguiente al de haber sido clasificados, perderán el derecho a impetrar toda subvención, a menos que asuman las obligaciones y adopten las medidas establecidas en el artículo 22 de la Ley de Subvención Escolar Preferencial, caso en el cual tendrán derecho de recibir los apoyos establecidos en el párrafo 4º de la misma ley.”.



Artículo 37.- Modifícase el artículo 72 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.070, que aprueba el Estatuto de los Profesionales de la Educación, en el siguiente sentido:



1) Elimínase, en la letra b), la frase “o incumplimiento grave de las obligaciones que impone su función”.



2) Introdúcese la siguiente letra c), nueva, pasando la actual a ser d), y así sucesivamente:



“c) Por incumplimiento grave de las obligaciones que impone su función, tales como la no concurrencia del docente a sus labores en forma reiterada, impuntualidades reiteradas del docente, incumplimiento de sus obligaciones docentes conforme a los planes y programas de estudio que debe impartir, abandono injustificado del aula de clases o delegación de su trabajo profesional en otras personas.



Se entenderá por no concurrencia en forma reiterada del docente faltar sin causa justificada durante dos días seguidos, dos lunes en el mes o un total de tres días en igual periodo, y por impuntualidades reiteradas cuando éstas excedan el uno por ciento del total de horas contratadas semanalmente, según el modo de cómputo que establezca el reglamento.



La solicitud de remoción de un docente por esta causal deberá presentarse ante el Concejo por el Alcalde, por el Jefe del Departamento de Administración Educacional Municipal o por el Director del establecimiento, acompañando un informe fundado. El Concejo deberá pronunciarse dentro del plazo de quince días, debiendo contar con la aprobación de los dos tercios de sus miembros.”.



Artículo 38.- El mayor gasto fiscal que representen las subvenciones a que se refiere el artículo 14, el aporte adicional a que se refiere el artículo 19 y el aporte económico extraordinario del artículo 26, se financiará con cargo a los recursos que contemple la Ley de Presupuestos del Sector Público. El mayor gasto que represente esta ley para el Ministerio de Educación, por sobre la subvención y aportes anteriormente señalados, se financiará con cargo a reasignaciones del presupuesto de dicho Ministerio.

Artículos Transitorios



Artículo primero.- Los establecimientos que postulen y se incorporen al régimen de subvención preferencial durante los dos primeros años de vigencia de esta ley, podrán ser clasificados en la categoría de Autónomos en la oportunidad que señala el artículo 12, si cumplen los siguientes requisitos relacionados con los resultados obtenidos en las mediciones realizadas a los 4° básicos por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, esto es:



a) Que su puntaje promedio como establecimiento sea mayor que el puntaje promedio del establecimiento situado en la mediana de rendimientos de su grupo similar.



b) Que el porcentaje de alumnos sobre 250 puntos del SIMCE sea mayor que el porcentaje de alumnos sobre este puntaje que posee el establecimiento situado en la mediana de rendimientos de su grupo similar.



c) Que el porcentaje de alumnos sobre 300 puntos del SIMCE sea mayor que el porcentaje de alumnos sobre este puntaje que posee el establecimiento situado en la mediana de rendimientos de su grupo similar.



Lo anterior deberá ocurrir en un número significativo de mediciones y sectores de aprendizaje, que no podrá ser, en el caso de las mediciones, inferior a dos. El procedimiento utilizado para clasificar a las escuelas a partir de estos criterios será establecido en el reglamento correspondiente.



Además, deberán considerarse los siguientes indicadores complementarios:



a) Tasas de retención y aprobación de alumnos;



b) Integración de profesores, padres y apoderados en el proyecto educativo del establecimiento;



c) Iniciativa, consistente en la capacidad del establecimiento para incorporar innovaciones educativas y comprometer el apoyo de agentes externos en su quehacer pedagógico;



d) Mejoramiento de condiciones de trabajo y adecuado funcionamiento del establecimiento, y



e) Evaluación del cuerpo docente, en el caso del sector municipal.



En el mismo período señalado en el inciso primero, la clasificación a que se refiere el artículo 9º se realizará considerando grupos de establecimientos de similares características. Los criterios para realizar dicha agrupación quedarán establecidos en el reglamento y considerarán fundamentalmente el nivel socioeconómico de los alumnos atendidos y los recursos o aportes en dinero con que cuente o reciba el establecimiento educacional.



En el mismo período señalado en el inciso primero, los establecimientos educacionales que se incorporen al régimen de subvención preferencial que no cumplan los requisitos de este y del siguiente artículo serán clasificados como Emergentes.



Artículo segundo.- Durante los dos primeros años de vigencia de esta ley, los establecimientos serán clasificados en la categoría en Recuperación si cumplen las siguientes condiciones con relación a los resultados obtenidos en las mediciones realizadas a los 4° básicos por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio Educación:



a) Que su puntaje promedio sea inferior a 220 puntos.



b) Que la proporción de alumnos sobre los 250 puntos del SIMCE sea inferior al 20 por ciento.



Lo anterior deberá ocurrir en un número significativo de mediciones y sectores de aprendizaje, que no podrá ser, en el caso de las mediciones, inferior a dos. El procedimiento utilizado para clasificar a las escuelas a partir de estos criterios será establecido en el reglamento.



Además deberán considerarse los siguientes indicadores complementarios:



a) Tasas de retención y aprobación de alumnos;



b) Integración de profesores, padres y apoderados en el proyecto educativo del establecimiento;



c) Iniciativa, consistente en la capacidad del establecimiento para incorporar innovaciones educativas y comprometer el apoyo de agentes externos en su quehacer pedagógico;



d) Mejoramiento de condiciones de trabajo y adecuado funcionamiento del establecimiento, y

e) Evaluación del cuerpo docente.



En tanto no se establezcan los estándares nacionales a que se refiere el artículo 10 de esta ley, la clasificación prevista en su artículo 9º se realizará considerando grupos de establecimientos de similares características. Los criterios para realizar dicha agrupación quedarán establecidos en el reglamento y considerarán fundamentalmente el nivel socioeconómico de los alumnos atendidos y los recursos o aportes en dinero con que cuente o reciba el establecimiento educacional.



El mismo procedimiento se aplicará para clasificar a los establecimientos educacionales con Necesidad de Medidas Especiales señalados en el artículo 66 de la Ley de Subvenciones.



En todo caso, el decreto supremo a que alude el artículo 10 deberá ser dictado dentro de los veinticuatro meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley.



Artículo tercero.- Durante los dos primeros años de vigencia de esta ley, los establecimientos educativos cuyo sostenedor postule a la subvención escolar preferencial serán clasificados como Autónomos o Emergentes según cumplan o no los requisitos establecidos en el artículo primero transitorio, no siendo aplicable en ese lapso la categoría en Recuperación o la señalada en el inciso primero del artículo 66 de la Ley de Subvenciones.



Artículo cuarto.- En el período comprendido entre la entrada en vigencia de esta ley y la aplicación de los mecanismos establecidos en su artículo 11, los establecimientos educacionales referidos en dicho artículo serán considerados, para efectos de la subvención escolar preferencial y del Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa que establece el artículo 7º, como Emergentes. En tanto no se apliquen dichos mecanismos, no podrán cambiar de categoría.



Artículo quinto.- No obstante lo dispuesto en los artículos 1º y 14 de esta ley, los niveles de 5º a 8º año de la educación general básica se incorporarán gradualmente a la percepción de la subvención escolar preferencial y de los aportes complementarios establecidos en ella, a razón de un nivel por año a contar del segundo año de su entrada en vigencia.



Para estos efectos se suscribirá un convenio complementario sobre estos recursos.



Artículo sexto.- El aporte extraordinario establecido en el artículo 26, referido a los establecimientos clasificados en la categoría en Recuperación, será de 0,93 USE por los alumnos prioritarios matriculados en 5º y 6º año de la educación general básica y de 0,47 USE por los alumnos prioritarios matriculados en 7º y 8º año de la educación general básica.



Este aporte será objeto de un convenio complementario y se suspenderá cuando el Ministerio de Educación certifique que las acciones no se han ejecutado conforme al Plan de Mejoramiento Educativo aprobado.



Artículo séptimo.- Durante el primer año de vigencia de esta ley, los establecimientos educacionales podrán postular para ese año al régimen de subvención escolar preferencial, sin que les sea aplicable el plazo del artículo 12. En ese evento la subvención escolar preferencial y los aportes complementarios previstos en esta ley se pagarán a partir del primer día del mes siguiente a la resolución que aprueba el convenio a que se refiere el artículo 7º.



Artículo octavo.- El reglamento referido en el artículo 3º deberá ser dictado dentro del plazo de seis meses, contados desde la fecha de entrada en vigencia de esta ley.



Artículo noveno.- La presente ley regirá a contar del primer mes del año escolar 2007.".

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Gómez, quien solicita recabar el acuerdo de la Sala para abrir un nuevo plazo para formular indicaciones respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Penal y el Código Procesal Penal en materias de seguridad ciudadana y refuerza las atribuciones preventivas de las policías, correspondiente al Boletín Nº 4.321-07, hasta las 12 horas del día lunes 16 de abril próximo.



Así se acuerda.

______________

Proyecto de acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados que aprueba el Convenio de Seguridad Social entre las Repúblicas de Chile y del Ecuador, suscrito en Santiago el 23 de enero de 2006, y el Acuerdo por Cambio de Notas adoptado por las Partes, que corrige el Convenio de Seguridad Social, fechados en Santiago el 25 y 29 de mayo de 2006, con informe de la Comisión 

de Relaciones Exteriores.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Convenio de Seguridad Social entre las Repúblicas de Chile y del Ecuador, suscrito en Santiago el 23 de enero de 2006, y el Acuerdo por Cambio de Notas adoptado por las Partes, que corrige el Convenio de Seguridad Social, fechados en Santiago el 25 y 29 de mayo de 2006, correspondiente al Boletín Nº 4.734-10.



Añade que la Comisión de Relaciones Exteriores discutió este proyecto de acuerdo en general y en particular a la vez, conforme lo dispone el artículo 127 del Reglamento del Senado, proponiendo a la Sala efectuar igual procedimiento, y le dio su aprobación por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Coloma, Letelier, Muñoz Barra y Romero, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.



El señor Secretario General hace presente, finalmente, que el proyecto tiene el carácter de norma de quórum calificado, conforme lo establece el inciso final del número 18 del artículo 19 de la Carta Fundamental, por lo que requiere de la mayoría absoluta de los Senadores en ejercicio, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -



En discusión en general y en particular a la vez el proyecto de acuerdo, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Coloma.



Cerrado el debate y sometido a votación en general y en particular a la vez el proyecto de acuerdo, es aprobado por 23 votos, de 38 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo establecido en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Votan por su aprobación los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Espina, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Ominami, Pérez Varela, Prokurica, Sabag y Vásquez.


Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

“PROYECTO DE ACUERDO:



"Artículo único.- Apruébanse el Convenio de Seguridad Social entre la República de Chile y la República del Ecuador suscrito en Santiago el 23 de enero de 2006 y el Acuerdo que lo corrige, adoptado por las Partes mediante intercambio de notas, fechadas en Santiago el 25 y 29 de mayo de 2006.".”.

______________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados, que introduce en la Ley Orgánica del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley Nº 20.050, que reforma la Constitución Política de la República, con nuevo segundo informe de la Comisión de Constitución, 

Legislación, Justicia y Reglamento


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce en la Ley Orgánica del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley Nº 20.050, que reforma la Constitución Política de la República, correspondiente al Boletín Nº 3.962-07, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “simple”.


Añade que este proyecto fue objeto de un segundo informe y un nuevo segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, los que dejan constancia, para los efectos  de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, de lo siguiente:



1.-
Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: del artículo único, no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones los numerales 12, 14, 21, 23 y 26.



2.-
Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 6.



3.-
Indicaciones aprobadas con modificaciones: 5, 9, 13 y 14.



4.-
Indicaciones rechazadas: 1, 2, 3, 4, 7, 8, 10, 11 y 12.



5.-
Indicaciones retiradas: no hubo.



6.-
Indicaciones declaradas inadmisibles: no hubo.



El señor Secretario General hace presente que, de conformidad con lo preceptuado por el inciso primero del artículo 124 del Reglamento del Senado, deben darse por aprobadas todas aquellas disposiciones que no fueron objeto de indicaciones y modificaciones, esto es, los numerales 12, 14, 21, 23 y 26 del artículo único, salvo que algún señor Senador, con la unanimidad de los presentes, solicite someterlas a discusión y votación.



Añade que las modificaciones efectuadas al proyecto aprobado en general por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento fueron acordadas por unanimidad, con excepción de cuatro de ellas que se pondrán en discusión y votación oportunamente, por el señor Presidente.



Finalmente, el señor Secretario General agrega que todas las disposiciones de este proyecto tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, conforme lo disponen los artículos 52, 54, 55, 74 y 128 de la Carta Fundamental, por lo que requieren para su aprobación del voto favorable de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, según lo dispone el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República. 

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Novoa, quien, en representación del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, solicita segunda discusión respecto de esta iniciativa, conforme lo establece el artículo 129 del Reglamento del Senado.



Queda para segunda discusión.

- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Espina, quien solicita al señor Presidente que la Secretaría de la Corporación haga llegar, a todos los señores Senadores, una nómina con las disposiciones que deben darse por aprobadas, de conformidad al inciso primero del artículo 124 del Reglamento del Senado; aquéllas que deben ser votadas sin debate, según lo dispone el inciso sexto del artículo 133 de la citada norma reglamentaria y aquéllas que deben ser discutidas y votadas por la Sala.



Así se acuerda.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor García, quien solicita al señor Presidente recabar el acuerdo unánime de la Sala para someter a votación, en esta sesión, el proyecto de acuerdo, presentado por él junto al Honorable Senador señor Vásquez, en que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República hacer extensivo el bono por retiro voluntario consagrado en la ley N° 20.158 a los Directores de los Departamentos de Administración de Educación Municipal, correspondiente al Boletín Nº S 947-12.



No habiendo objeción, así se acuerda.

Proyecto de acuerdo, de los Honorables Senadores señores García y Vásquez, en que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República hacer extensivo el bono por retiro voluntario consagrado en la ley N° 20.158 a los Directores de los Departamentos de Administración de Educación 

Municipal.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.


El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores García y Vásquez, correspondiente al Boletín Nº S 947-12, mediante el cual proponen aprobar el siguiente

“PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que con fecha 29 de diciembre de 2006 fue publicada en el Diario Oficial la ley N° 20.158, que, entre otras materias, contempla una bonificación por retiro voluntario para los profesionales de la educación en edad de jubilar, o que se encuentren próximos a hacerlo, que presten servicios en establecimientos educacionales del sector municipal, sea que estos últimos fueren administrados directamente por las municipalidades o por medio de corporaciones municipales;

2. Que, de este modo, la entrada en vigencia de dicha ley pretende solucionar un problema que actualmente afecta la organización y eficacia del trabajo docente en el sector municipal, toda vez que en éste se ha producido un envejecimiento de las dotaciones docentes, generándose, consecuencial y naturalmente, efectos nocivos en la calidad de la educación y enseñanza de los niños y jóvenes del país;

3. Que, ahora bien, reconociendo el importante rol que desempeñan, a su vez, los directores de los departamentos de administración de educación municipal (DAEM), quienes, entre otras funciones, tienen la misión de confeccionar el Plan de Desarrollo Educativo Municipal (PADEM), instrumento clave para el desarrollo educativo de la comuna, es posible advertir que tales directores no fueron considerados en la ley N° 20.158 para poder optar a la bonificación por retiro voluntario, dado que no prestan servicios en establecimientos educacionales, como sí lo hacen los docentes. Esta situación resulta a todas luces injusta, especialmente si se tiene en cuenta que el fin último de esta norma es lograr la modernización de la educación municipal mediante el rejuvenecimiento del sector, y

4. Que, de esta forma, resulta necesario analizar la posibilidad de establecer la misma bonificación para los directores de los departamentos de administración de educación municipal, atendida la fundamental labor que desempeñan.



El Senado acuerda:



Solicitar a Vuestra Excelencia el pronto envío de un proyecto de ley que enmiende la situación descrita precedentemente, que permita a los directores de los departamentos de administración de educación municipal optar, también, a un bono por retiro voluntario, en las mismas condiciones señaladas en el artículo 2° transitorio de la ley N° 20.158.”.
- - -



Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el anteriormente transcrito.

- - -



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día de esta sesión.

______________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que a continuación se indican, han solicitado se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Ávila a los señores General Director de Carabineros de Chile y Director General de la Policía de Investigaciones, solicitando complementar la información proporcionada acerca de los planes de seguridad ciudadana e índices de criminalidad existentes en el país, con el objeto de que se proporcionen los antecedentes respecto de cada Comuna y Región, señalando los fondos públicos que se han destinado para este cometido en los años 2005 y 2006.



- Del Honorable Senador señor Cantero:



1) Al señor Ministro de Justicia, requiriendo información acerca de los costos que se consideran por cada persona recluida en los nuevos establecimientos carcelarios que se han construido en el país mediante el sistema de concesión y cuál fue el servicio público que efectuó las modificaciones al proyecto original del penal de Antofagasta.



2) A la señora Directora Nacional del Trabajo, solicitando información acerca del estado de tramitación en el cual se encuentra la presentación realizada por los trabajadores de la empresa “Pino Rivera”, de Calama.



3) Al señor Superintendente de Seguridad Social, en relación con los requisitos existentes para la calificación de ciertas patologías como enfermedades profesionales y requiriendo información acerca de la presentación que, sobre esta materia, efectuó la persona que indica.



4) Al señor Director Regional del Servicio de Impuestos Internos de la II Región, solicitando que informe acerca de los procedimientos utilizados para regular el funcionamiento de las máquinas de juego llamadas de “habilidad y destreza” que se encuentran instaladas en diferentes locales de entretenimiento en el centro de la ciudad de Antofagasta.



- Del Honorable Senador señor Frei al señor Director Nacional de Vialidad, en relación con la necesidad de materializar un proyecto de construcción definitivo para el camino vecinal, ex Puerto El Mono a Iñipulli, en la X Región.



- Del Honorable Senador señor Horvath:



1) A los señores Ministro de Obras Públicas y Director Nacional de Vialidad y, por intermedio de ellos, a los señores Secretario Regional Ministerial de esa Cartera de Estado y Director Regional de Vialidad de la IX Región, solicitando considerar en los proyectos gubernamentales la pavimentación del tramo faltante del camino Villarrica-Pucón, que se ubica en paralelo a la carretera.



2) A los señores Ministro de Obras Públicas y Director Nacional de Aguas, solicitando antecedentes acerca de los derechos de agua otorgados en la III Región en detrimento de los tranques de riego y humedales.


3) A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo y, por su intermedio, a los señores Intendente de la XI Región y Director Ejecutivo del Programa Chile Barrio, en relación con los problemas de agua potable y energía existentes en el puerto Gaviota y solicitando la reconstrucción de la escuela de ese sector, en la XI Región.



- Del Honorable Senador señor Larraín al señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero, solicitando que informe acerca de los mecanismos utilizados para fiscalizar la pesca deportiva.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.

______________



En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional e Independiente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Prokurica, quien se refiere a la tragedia ocurrida en la localidad de Antuco, VIII Región, que significó la muerte de más de cuarenta jóvenes que cumplían el servicio militar, con el consiguiente daño que ello significó para sus familias y solicita dirigir oficio, en su nombre, a la señora Ministra de Defensa Nacional, para que de respuesta al Proyecto de Acuerdo aprobado por la Corporación, en el sentido de disponer la reparación del daño ocasionado. 


El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, de conformidad al Reglamento del Senado.

_________________



En el tiempo del el Comité Partido Socialista, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Muñoz Aburto, quien rinde homenaje a doña Julia Viano Santos y don Rubén Díaz Paredes, recientemente fallecidos.


A continuación, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Navarro, quien se refiere a la Declaración de Tifariti en apoyo a la lucha independista del Pueblo Saharaui instando a que el Gobierno de Chile efectué el reconocimiento de la República Árabe Demócratica Saharaui.



A continuación, el señor Senador se refiere a la situación que han experimentado los reglamentos internos de los establecimientos educacionales luego del movimiento estudiantil desarrollado el año pasado y a diversos aspectos vinculados con la educación en el país y solicita dirigir oficio, en su nombre, a la señora Ministra de Educación, para que de respuesta a los planteamientos formulados durante su intervención, adjuntando copia de ella.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



En el tiempo del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Novoa, quien plantea diversas inquietudes en relación con la ejecución del Plan Transantiago y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Obras Públicas , requiriendo información acerca del costo fiscal de la frustrada estación intermodal de la comuna de Quinta Normal y al señor Ministro de Transportes  y Telecomunicaciones, solicitando que informe si en la postergación del Transantiago, en el aumento de la flota de buses, en el aumento de los recorridos o en las modificaciones de los contratos que haya tenido que hacerse para esos efectos, ha existido un costo por parte del Estado y si de ha otorgado u otorgará una compensación por ello, adjuntando copia de su intervención.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre del Honorable Senador señor Novoa, de conformidad al Reglamento del Senado.

______________



Se deja constancia que no hacen uso de su tiempo en la Hora de Incidentes de esta sesión, el Comité Partido Demócrata Cristiano y el Comité Mixto Partido Por la Democracia y Partido Radical Social Demócrata e Independiente.
- - -



Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS

1

PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL ACUERDO ENTRE CHILE Y JAMAICA SOBRE SUPRESIÓN DE VISA PARA TITULARES DE PASAPORTES DIPLOMÁTICOS Y OFICIALES

(4736-10)


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


"Artículo único.- Apruébase el "Acuerdo entre el Gobierno  de la República de Chile y el Gobierno de Jamaica sobre Supresión de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos y Oficiales", suscrito el 9 de junio de 2006, en Kingston, Jamaica.".


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):PATRICIO WALKER PRIETO, Presidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados

2

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.496, SOBRE PROTECCIÓN DE DERECHOS DE CONSUMIDORES, EN LO RELATIVO A PUBLICIDAD ENGAÑOSA POR PARTE DE PROVEEDORES DE “BANDA ANCHA”, Y QUE ESTABLECE OBLIGACIÓN DE PUBLICAR UNA “VELOCIDAD MÍNIMA GARANTIZADA” EN ACCESO A INTERNET

(4532-03 y 4671-03)


Con motivo de las Mociones, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.-  Agréganse en la ley N° 19.496, que establece normas sobre la protección de los derechos de los consumidores, los siguientes artículos 33 A y 33 B, nuevos:

“Artículo 33 A.-  En los servicios de conexión a internet, se entenderá por “banda ancha” el uso de redes que tienen la facultad de establecer comunicaciones bidireccionales a muy alta velocidad, las cuales permitan poder transmitir video, audio y datos prácticamente en tiempo real. En todo caso, las velocidades entregadas por los proveedores como servicios de “banda ancha”, no podrán ser inferiores al límite menor establecido por la Unión Internacional de Telecomunicaciones (UIT) para dicho tipo de conexiones.

Artículo 33 B.‑ Las empresas proveedoras de acceso a internet, deberán indicar en toda publicidad en que se haga referencia a la velocidad del plan ofrecido, la "velocidad mínima garantizada” del mismo, la cual se deberá poder suministrar en cualquier momento y bajo cualquier condición al abonado.".”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):PATRICIO WALKER PRIETO, Presidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados

3

INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL ACUERDO SOBRE BENEFICIO DE LITIGAR SIN GASTOS Y ASISTENCIA JURÍDICA GRATUITA ENTRE ESTADOS PARTE DEL MERCOSUR, BOLIVIA Y CHILE

(4173-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidente de la República, de fecha 4 de abril de 2006.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 20 de marzo de 2007, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.





A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe asistió, especialmente invitado, el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Claudio Troncoso.
- - - -





Se hace presente que la Comisión es de parecer que el proyecto debe ser aprobado con quórum de ley orgánica constitucional, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 77 de la Constitución Política de la República, en relación con el inciso segundo del artículo 66, de esa misma Carta Fundamental.

- - - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República:





- En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





- El inciso tercero del N° 3° del artículo 19 dispone que: “La ley arbitrará los medios para otorgar asesoramiento y defensa jurídica a quienes no puedan procurárselos por sí mismos”.





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, del Ministerio de Relaciones Exteriores, del 22 de junio de 1981.





c) Título XVII del Código Orgánico de Tribunales, “De la Asistencia Judicial y del Privilegio de Pobreza”, artículos 591 y siguientes.





d) Título XIII del Código de Procedimiento Civil, “Del Privilegio de Pobreza”, artículos 129 y siguientes.





2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- Señala el Mensaje que los Estados Partes y Asociados del Mercado Común del Sur, considerando los Acuerdos de Complementación Económica números 35 y 36, las Decisiones del Consejo sobre “Participación de Terceros Países Asociados en Reuniones del MERCOSUR” y la “Participación de Chile en el MERCOSUR”, suscribieron el presente Acuerdo con el fin de acordar soluciones jurídicas comunes para fortalecer el proceso de integración y, particularmente, establecer mecanismos que permitan el efectivo acceso a la justicia de las personas más necesitadas.





3.- Instrumento Internacional.- El instrumento internacional está estructurado sobre la base de un Preámbulo, que señala el objeto y el fin del Acuerdo, y 17 artículos que contienen los principios rectores de éste: Trato Igualitario, Jurisdicción Internacional para Resolver la Solicitud del Beneficio de Litigar sin Gastos, Derecho Aplicable a la Solicitud, Extraterritorialidad del Beneficio de Litigar sin Gastos, Cooperación Internacional y Gratuidad.





El artículo 1º consagra el principio del Trato Igualitario, el que se traduce en la no discriminación que, en igualdad de condiciones, debe darse a los nacionales, ciudadanos y residentes habituales de cada uno de los Estados Partes en el territorio de los otros Estados Partes del Convenio, a los efectos de acceder al beneficio de litigar sin gastos y de la asistencia jurídica gratuita.





A su vez, el artículo 2º establece la autoridad competente para conceder el Beneficio de Litigar sin Gastos. Según esta norma será competente para conceder del citado beneficio la autoridad del Estado Parte que tiene jurisdicción para conocer en el proceso judicial en el que se solicita. Además, tal autoridad podrá pedir la cooperación de las autoridades de los otros Estados Partes con el objeto de requerir de ellos la información adicional que se considere necesaria para conceder el referido beneficio.





En Chile son los Tribunales de Justicia la autoridad competente para conceder o denegar el beneficio de litigar sin gastos. La gran innovación que introduce el Acuerdo, es la posibilidad que se le confiere al Juez de solicitar información adicional al Estado de origen acerca de la situación socioeconómica del extranjero que solicite el beneficio.





A su turno, el artículo 3º del Acuerdo indica cual es el derecho aplicable a la solicitud, reconociendo expresamente que el derecho aplicable a la solicitud, oportunidad de ella, su fundamento, su prueba, procedimiento y demás materias relacionadas al beneficio, será el del Estado Parte que tiene jurisdicción para concederlo.





Por su parte, los artículos 4º, 5º, 6º, 7º, 8º y 9º del Acuerdo aluden al principio de la Extraterritorialidad del Beneficio de Litigar sin Gastos. Respectivamente, se regula: la cooperación entre los Estados Partes del Convenio, esto es, cualquier medida adoptada por el Estado requirente será reconocida por el Estado requerido, tales como cartas rogatorias y exhortos; que el beneficio concedido en una sentencia del Estado de origen será mantenido en el de su presentación para su reconocimiento o ejecución; la gratuidad en los procedimientos de restitución de menores; el beneficio otorgado al acreedor alimentario será reconocido en el Estado Parte donde se hiciere efectivo el reconocimiento; la posibilidad de poner en conocimiento del Estado Parte antecedentes que den cuenta de un cambio en las circunstancias bajo las cuales se concedió el beneficio; y la no discriminación en el trato que, en igualdad de condiciones, deba dárseles a nacionales y extranjeros provenientes de alguno de los Estados Partes.





Los artículos 10°, 11° y 12° del Acuerdo tratan del principio de la Cooperación Internacional en relación al beneficio de litigar sin gastos y asistencia jurídica gratuita, disponiendo, respectivamente, que éste se tramitará conforme a las Convenciones y normas vigentes entre los Estados Partes. A tal efecto, se dispone que los exhortos, cartas rogatorias y demás documentos que se requieran enviar de un Estado Parte a otro, en el curso de la tramitación del procedimiento en los que se haya otorgado el beneficio de litigar sin gastos, deberán redactarse en el idioma de la autoridad requirente y estar acompañados de una traducción al idioma de la autoridad requerida. Se norma también la cooperación que deben prestarse los Estados Partes, en relación a la información sobre la situación socioeconómica del solicitante del beneficio.





Los artículos 13°, 14° y 15° del Acuerdo desarrollan el principio de la gratuidad, el cual tiene por propósito liberar de gastos y costas judiciales a aquellos litigantes que hayan obtenido el beneficio en los trámites y documentos relacionados con la solicitud del beneficio de litigar sin gastos y asistencia jurídica gratuita. A su vez, se dispone la imposibilidad de obtener reembolso alguno por parte del Estado que hubiere otorgado el referido beneficio.





A su vez, los artículos 16° y 17° establecen las disposiciones finales del Acuerdo, relativas a la entrada en vigor del mismo y el depositario, disposiciones estás últimas usuales en esta clase de instrumentos internacionales 





4.- Otros antecedentes: La Cámara de Diputados recibió sendos documentos de la Excelentísima Corte Suprema de Justicia y del Ministerio de Justicia, que contienen opiniones favorables al proyecto, las que se estimó necesario consignar en este informe:





a) La Excelentísima Corte Suprema, por oficio N° 72, de fecha 11 de julio de 2006, declaró, en su parte conclusiva, lo siguiente: 





“1.- Las disposiciones del Acuerdo en comento, en cuanto persiguen el establecimiento de mecanismos que permitan el efectivo acceso a la justicia de las personas con menores recursos, se encuentran en plena concordancia con lo preceptuado en el artículo 19 N° 3 de nuestra Constitución Política, pues éste asegura a todas las personas la igual protección de la ley en el ejercicio de sus derechos, indicando que todas éstas tienen derecho a la defensa jurídica en la forma que la ley señale y que la misma arbitrará los medios para otorgar asesoramiento y defensa jurídica a quienes no puedan procurárselos por sí mismos.





2.- En ese entendido, no pareciera haber inconveniente para otorgar, en nuestro territorio, a los nacionales, ciudadanos y residentes habituales de cada uno de los Estados Partes del MERCOSUR, los beneficios de litigar sin gastos y la asistencia jurídica gratuita, en los mismos términos en que se conceden a nuestros propios nacionales.”.





b) El Ministerio de Justicia, por oficio Ordinario N° 4.452, de 14 de agosto de 2006, dirigido al señor Director de Asuntos Jurídicos de la Cancillería, se refiere a las medidas que sería necesario  adoptar para la adecuada implementación del Acuerdo en informe. En su parte pertinente, señala lo siguiente:





“El Acuerdo en trámite es coherente con el principio constitucional de no discriminación e igualdad ante la ley que establece la Constitución Política de la República de Chile, tanto en las Bases Fundamentales y en el Capítulo III sobre Derechos y Deberes Constitucionales, como en tratados internacionales ratificados por Chile: Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y la Convención Americana sobre Derechos Humanos.”.





Indica que “en Chile, son los tribunales de justicia la autoridad competente para conceder el beneficio de litigar sin gastos, beneficio de asistencia jurídica o privilegio de pobreza, son ellos quienes tienen la facultad de oponerse a la solicitud del beneficio cuando es presentado en el proceso en el que se pretende alegar, o bien, concederlo cuando alguna de las partes así lo solicite en juicio.”.





Señala que “no existe en la normativa vigente de nuestro país, disposición alguna que establezca diferencias para acceder a la Asistencia Jurídica Gratuita entre nacionales y extranjeros.”.





Indica también el informe que ”el referido acuerdo atribuye al Estado Parte en el que se conferirá el beneficio de litigar sin gastos, la facultad de regular los procedimientos formales a través de los cuales éste podrá ser concedido. Dicho procedimiento, tal como se señaló precedentemente, ya se encuentra regulado tanto en nuestra normativa orgánica de tribunales vigente, como en los procedimientos administrativos internos de las instituciones que conforman el sistema de acceso a la justicia del país.”.





Agrega que “una de las grandes innovaciones que introduce el Acuerdo consiste en la posibilidad que se le confiere al Juez en Chile para requerir información adicional acerca de la situación socioeconómica del extranjero que solicite el beneficio de litigar sin gastos al Estado de origen y a través de un procedimiento especialmente regulado para tales efectos. En ese sentido, el Acuerdo establece claras normas de cooperación internacional que propenden a dar mayor transparencia y equidad en la concesión del referido beneficio, poniendo a nacionales y extranjeros en igualdad de condiciones para optar a conseguirlo.





En este sentido, cabe tener presente que la facultad otorgada al juez llamado a conceder el beneficio de litigar sin gastos, de verificar la suficiencia de la documentación que se le envíe al respecto por los demás Estados Partes podría generar un conflicto en la medida que se exijan mayores requisitos de validez que los que la propia legislación interna prevea. En efecto, las normas de legalización de documentos del Código de Procedimiento Civil en Chile deberían ser suficientes para acreditar la autenticidad de los documentos que se envíen al país a través de una declaración interpretativa de esta cláusula, en el sentido que la autenticidad de los documentos que se exijan se establezca en base a normas objetivas previamente determinadas en la legislación de cada país.





Sin embargo, la implementación de esta disposición dice relación directa con el Poder Judicial y no con los operadores de la asistencia jurídica gratuita.”.





Otra innovación que destaca es el reconocimiento que debe tener en el Estado requerido, el beneficio de litigar sin gastos concedido por el Estado Parte requirente de medidas tramitadas a través de exhortos o cartas rogatorias internacionales.





Al respecto señala, que como medidas de implementación se debería complementar el Título XVII del Código Orgánico de Tribunales y el Título XIII del Libro I del Código de Procedimiento Civil, en el sentido de establecer expresamente que en los casos en que el beneficio sea otorgado por uno de los Estados Partes, de conformidad al acuerdo en trámite, en Chile se considerará otorgado el privilegio de pobreza por el solo ministerio de la ley.





Adicionalmente, señala que aparece de especial importancia considerar que hay materias cuya defensa y asesoría no son abordadas por todas las entidades del sistema de asistencia jurídica gratuita en Chile, tales como: delitos económicos, procesos de competencia de los Juzgados de Policía Local y fraudes aduaneros, entre otros. Afirma que la cooperación internacional en estas materias implicaría una situación de discriminación respecto de los extranjeros.





En cuanto a la gratuidad en los procedimientos de restitución de menores (artículo 6°), indica que en Chile es la Oficina de Tramitación Internacional de la Cooperación de Asistencia Judicial de la Región Metropolitana la responsable de aplicar las dos Convenciones Internacionales suscritas por Chile en la materia, Oficina que atiende en forma gratuita a todas las personas que soliciten su intervención, sean nacionales o extranjeros, sin importar la situación socioeconómica del solicitante.





En lo que concierne a la norma que indica que los exhortos o cartas rogatorias y los documentos que los acompañen deben ser acompañados de la traducción al idioma de la autoridad requerida (artículo 11°), señala que la traducción oficial de tales documentos la realiza el Ministerio de Relaciones Exteriores en Chile y que no existe norma alguna respecto de la tramitación gratuita de dichas traducciones para aquellos usuarios que gocen de privilegio de pobreza; no obstante, sostiene que a través del Departamento de Acción Social de la Cancillería se podrían obtener rebajas arancelarias.





Finalmente, indica que las normas que establecen que los trámites y documentos relacionados con la solicitud de litigar sin gastos y la asistencia gratuita, estarán exentos de todo gasto (artículos 13°, 14° y 15°) deben ser compatibilizadas con el artículo 600, inciso tercero, del Código Orgánico de Tribunales, respecto del litigante que hubiere obrado temeraria o maliciosamente en juicio, aún cuando gozare de privilegio de pobreza, a quien, según la norma interna citada podría condenársele en costas mediante resolución fundada.

- - - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Muñoz Barra colocó en discusión el proyecto.





El Director Jurídico del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Claudio Troncoso, señaló que el proyecto facilita el acceso a la justicia a las personas de escasos recursos, mediante la concesión del beneficio de poder litigar sin tener que pagar por ello.




El Honorable Senador señor Letelier precisó que la expresión “beneficio de litigar sin gastos” se refiere al denominado privilegio de pobreza. Añadió que favorece a las personas partes de un proceso y que no dice relación con el ejercicio del abogado.





Por su parte, el Honorable Senador señor Romero, manifestó su beneplácito por esta iniciativa, ya que va en directo provecho de los más necesitados. Agregó que le parece razonable que se obre en base a la reciprocidad.





A su vez, el Honorable Senador señor Coloma consultó si el beneficio contemplado en el Tratado es extensivo a todo tipo de procesos.





El señor Troncoso respondió que no se distingue. Agregó que hay que focalizarlo en el artículo 1°, que consagra el principio de no discriminación que, en igualdad de condiciones, debe darse a los nacionales, ciudadanos y residentes habituales de cada uno de los Estados Partes en el territorio de los otros Estados Partes del Convenio, a los efectos de acceder al beneficio de litigar sin gastos y de la asistencia jurídica gratuita.





Expresó también el señor Troncoso, ante la duda del Honorable Senador señor Letelier, que esta franquicia alcanza solamente a las partes litigantes y no a los abogados que litiguen en los países signatarios del Convenio.





A continuación, el Honorable Senador señor Coloma consultó si se aplicaría, en este caso, la norma del derecho chileno que exige que en caso de obtener en el juicio un resultado favorable el beneficiario debe entregar el 10% para el pago de costas.





Ello porque si bien el artículo 15 del Tratado es explícito en cuanto a que no puede pedirse reembolso al Estado Parte del beneficiario, el párrafo segundo del número 6 del Mensaje con que se acompaña el Acuerdo, habla de la imposibilidad de obtener “reembolso alguno” por parte del Estado que otorgó el beneficio.





Agregó que está de acuerdo con el beneficio que establece el Tratado, porque es un derecho que existe en Chile desde hace mucho tiempo, pero no le gustaría que el beneficio fuera más favorable que el que reciben los chilenos en la misma situación.





Señaló el señor Troncoso que lo que no es posible, es exigirle al Estado de origen del beneficiario, pero nada dice del beneficiario, por lo que podría perfectamente aplicársele la norma chilena.





La Comisión acordó dejar constancia que interpreta el artículo 15 del Acuerdo a la luz de lo establecido en el artículo 3° del mismo cuerpo, en orden a que la oportunidad procesal para presentar la solicitud, los hechos en que se fundare, la prueba, el carácter de la resolución y cualesquiera otras cuestiones procesales, se regirán por el derecho del Estado que tiene jurisdicción para conceder el beneficio, lo que haría aplicable la norma del artículo 594 del Código Orgánico de Tribunales, que dispone que si el litigante pobre obtuviere en el juicio, será obligado a destinar una décima parte del valor líquido que resultare a su favor para el pago de los honorarios y derechos causados.





Con esa constancia, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Letelier, Muñoz Barra, Pizarro y Romero.

- - - -





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





"Artículo único.- Apruébase el "Acuerdo sobre el Beneficio de Litigar sin Gastos y la Asistencia Jurídica Gratuita entre los Estados Partes del MERCOSUR, la República de Bolivia y la República de Chile". suscrito en Florianópolis, República Federativa del Brasil, el 15 de diciembre de 2000.".

- - - -





Acordado en sesión celebrada el día 3 de abril de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Roberto Muñoz Barra (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, Juan Pablo Letelier Morel, Jorge Pizarro Soto y Sergio Romero Pizarro.





Sala de la Comisión, a 3 de abril de 2007.

(Fdo.):Julio Cámara Oyarzo,

Secretario

4

MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR BIANCHI, MEDIANTE LA CUAL INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 139 DEL DFL. Nº 4, DE ECONOMÍA, CON EL FIN DE IMPEDIR COBRO A USUARIOS DE ENERGÍA ELÉCTRICA DE COSTOS DE MANTENIMIENTO ASOCIADOS A SERVICIO DE DISTRIBUCIÓN DE DICHA ENERGÍA

(4960-03)

Honorable Senado:

La  H. Comisión Resolutiva mediante la Resolucion   Nº 531, de fecha 28 de octubre de 1998, luego de una larga investigación realizada por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles y la Comisión Nacional de Energía, relativa a los cobros que las empresas concesionarias de distribución de energía eléctrica efectúan por servicios anexos al suministro propiamente tal,  solicitó al Gobierno su patrocinio para que se modifique el D.F.L. Nº 1, de 1982, del Ministerio de Minería, en el sentido de que se faculte a la autoridad, en caso de que existiere una calificación expresa de la Comisión Resolutiva, en cuanto a que las condiciones del mercado no son suficientes para garantizar un régimen de libertad tarifaria, para fijar los precios o tarifas de los servicios relacionados con el suministro eléctrico de acuerdo con las bases y procedimientos que determine la ley, sin perjuicio de que, si las condiciones del mercado cambiaran y existiere un pronunciamiento favorable de la Comisión Resolutiva, los servicios puedan dejar de estar afectos a fijación de tarifas

Esta investigación tuvo su motivación principal a raíz de que los cobros por arriendo y conservación de equipos de medida, reviste un alto interés para los usuarios. 

En efecto, generalmente éstos soportan un incremento importante en la tarifa que deben pagar por recibir el suministro eléctrico, al sumarse a ésta cobros por los más diversos conceptos, cuyos valores son fijados unilateralmente por la empresa suministradora, sin que aquellos tengan la opción real de contratar tales servicios con un prestador diferente de la respectiva concesionaria.

La situación descrita, además de implicar una carga muchas veces abusiva o arbitraria para el consumidor, introduce importantes distorsiones al modelo económico en que se sustenta el régimen tarifario vigente en materia de electricidad, al permitir que las empresas trasladen o carguen cualquier disminución en el cargo fijo u otro elemento de las tarifas fijadas por al autoridad, a los precios que cobran por estos servicios anexos.

La tarifa de distribución que se fija a las empresas concesionarias, reconoce entre sus elementos configuradores el denominado "cargo fijo", constituido por aquellos costos fijos por concepto de gastos de administración, facturación y atención al usuario, independientes de su consumo, según lo establece el artículo 106 Nº 1 del mismo cuerpo legal citado.

Por su parte, en el  artículo 116 inciso 2º de la ley referida, al definir las entradas de explotación, diferencia aquellos ingresos provenientes de la aplicación de las tarifas correspondientes al suministro -en que se incluye el cargo fijo-, de aquellos provenientes de la ejecución y retiro de empalmes, reposición de fusibles, desconexión y reconexión de servicios, y colocación, retiro, arriendo y conservación de equipos de medida

Así las cosas en el  conjunto total de servicios asociados al consumo eléctrico que prestan las concesionarias de distribución eléctrica pueden distinguirse dos grupos de servicios:

a) Servicios no  contemplados en el artículo 116 del D.F.L. Nº 1, y cuyos ingresos se consideran para la verificación de la rentabilidad de la industria a que hacen referencia los artículos 108 y 110 del mismo cuerpo legal. Estos servicios son: arriendo y conservación de equipos de medida; colocación y retiro de equipos de medida; ejecución y retiro de empalmes; desconexión y reconexión de servicios.

b) Servicios no contemplados en la categoría anterior, pero que sí son ofrecidos, ejecutados y cobrados por las concesionarias. Entre otros, se incluyen en esta categoría servicios como el arriendo y conservación de interruptores transformadores de medida y empalmes monofásicos; el resellado de cajas de empalme; la verificación de lectura; la inspección de servicios a pedido del cliente; el cambio de interruptores; el duplicado de boletas o facturas; la revisión, calibración y sellado de equipos de medida.

La importancia social de los cobros a que se hace referencia radica  en que además del cargo fijo determinado según los procedimientos de tarificación contemplados en la ley, los clientes normalmente deben pagar un cargo por mantención o conservación (según denominación de las propias empresas), o un cargo por arriendo. 

En consecuencia, el verdadero nivel del cargo fijo para el usuario, está determinado en definitiva por la adición al mismo de una de las componentes anteriores.

De este modo, con la existencia de estos cobros, se corre el riesgo de que por la simple vía de aumentar los precios de arriendo y conservación, las empresas puedan recuperar cualquier rebaja de tarifas que se establezca en un proceso tarifario. Con ello, obviamente, no se está entregando la señal de eficiencia que el espíritu de la legislación contempló y que se considera el económicamente correcto.

No obstante, que dicha situación encontró cierta enmienda con la dictación de la ley numero 19.674, incluyéndose una nueva numero 4 al artículo 90 y que permite el sometimiento a  fijación de precios a los servicios no consistentes en suministro de energía prestados por las empresas, sean o no concesionarias de servicio público que la H. Comisión Resolutiva califique como sujetos a fijación de precios, en consideración a que 

las condiciones existentes en el mercado no son suficientes para asegurar un régimen de libertad tarifaria, la actual regulación existente en torno a los cobros que las empresas concesionarias continua siendo contrario al principio general que la propia ley eléctrica establece.

El Decreto con Fuerza de Ley numero 1 de 1982 en su artículo 82 establece que "Es deber de todo concesionario de servicio público de cualquier naturaleza mantener las instalaciones en buen estado y en condiciones de evitar peligro para las personas o cosas, de acuerdo a las disposiciones reglamentarias correspondientes.".

Similar criterio mantiene el artículo 107 del D.S. 327/98, de Minería, Reglamento General de Servicios Eléctricos

Las anteriores disposiciones responden al concepto de obligación de servicio regular y continuo a que están sujetas las concesionarias de distribución, obligación que incluye la mantención de los elementos necesarios para el cabal cumplimiento de la misma.

Sin perjuicio de la existencia de dicho principio, que coloca de parte de la empresa concesionaria la responsabilidad de otorgar un servicio regular y continuo, esta en la práctica no recae monetariamente en estas, puesto que finalmente quienes deben soportar económicamente los costos asociados a dicho regular y continuo servicio son los usuarios.  

Esta situación se ve agravada por  la información recabada por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, en donde fabricantes de medidores con tecnología tradicional electromecánica, acreditan en sus catálogos que el medidor simple de energía no requiere mantenimiento. Si además se considera la existencia de medidores electrónicos en el mercado, cuya precisión y durabilidad supera con creces la de los medidores magnéticos o electromecánicos, la necesidad de conservación es menos comprensible aún. En particular, existen medidores que aseguran una vida útil de 20 años, sin necesidad de mantenimiento.

En consecuencia, existen razones técnicas que permiten dudar fundadamente de la necesidad de realizar alguna actividad de conservación a los equipos de medida.

Por lo anterior es que estimo razonable que se vaya mas allá que la ultima modificación efectuada el año 2000 en torno a el cobro por los servicios asociados al suministro eléctrico, contemplándose expresamente la obligación de la empresa electrica de hacerse cargo monetariamente  sin traspasar dichos costos al usuario de los gastos.

Por lo anterior es que vengo en presentar el siguiente:

Proyecto de ley:

Articulo 1: Modificase el Decreto con fuerza de ley numero 4 de 2007, ley General de Servicios Eléctricos, en la forma que se indica;

1.- Modifíquese el artículo 139, por el siguiente articulo 139 nuevo:

Es deber se todo concesionario de de servicio público de cualquier naturaleza mantener las instalaciones en buen estado y en condiciones de evitar peligros para las personas o cosas, de acuerdo a las disposiciones reglamentarias vigentes.

En iguales condiciones de seguridad se deberán encontrar las instalaciones de energía eléctrica de uso privado

En el caso de las concesiones para establecer, operar y explotar las instalaciones de servicio publico de distribución, los costos asociados a dicho mantenimiento serán siempre de cargo de la concesionaria y no podrán ser nunca transferidas a las cuentas de los usuarios. 

Las infracciones a lo dispuesto en los incisos precedentes serán sancionadas con las multas que establezca previamente el reglamento.

(Fdo.):CARLOS BIANCHI CHELECH,

SENADOR
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA POR EL QUE SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA DESIGNAR COMO CONTRALOR GENERAL DE LA REPÚBLICA AL SEÑOR RAMIRO MENDOZA ZÚÑIGA

(S 950-05)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar el Oficio N° 411, de 3 de abril de 2007, de S.E. la señora Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como Contralor General de la República al señor Ramiro Mendoza Zúñiga, en la vacante provocada por la renuncia del Contralor señor Gustavo Sciolla Avendaño, aceptada mediante el decreto supremo N° 873, del Ministerio de Hacienda, de 25 de julio de 2006.


La señora Presidenta de la República hizo presente la urgencia del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República para este asunto.


A la sesión en que se analizó la proposición de nombramiento concurrieron, además de los miembros titulares de la Comisión, los Honorables Senadores señores Bianchi, Kuschel y Ominami.


Asistió, especialmente invitado, el profesional propuesto por la Primera Mandataria.


Asimismo, participó el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo, y el Jefe de la División de Relaciones Políticas e Institucionales de esa misma Secretaría de Estado, señor Patricio Rosende.

- - - - - -


El artículo 98 la Constitución Política de la República regula los requisitos y el procedimiento para el nombramiento del Contralor General de la República.  Según esta norma, debe tratarse de un abogado con al menos diez años de titulación, que haya cumplido cuarenta años de edad y posea las demás calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio.  Su designación corresponde al Presidente de la República, previo acuerdo del Senado adoptado por los tres quintos de sus miembros en ejercicio. Durará ocho años en el cargo, no pudiendo ser designado para el período siguiente y cesará en el mismo al cumplir 75 años de edad.


Mediante el señalado oficio, la señora Presidenta de la República ha recabado el acuerdo de la Corporación para designar como Contralor General de la República, por el período de ocho años, al abogado señor Ramiro Mendoza Zúñiga, quien, según se expresa en dicho documento, reúne los requisitos que exige la Carta Fundamental.


El abogado señor Mendoza es chileno, tiene 47 años de edad, realizó sus estudios en el Colegio Gabriela Mistral y en el Instituto Nacional. Obtuvo el grado de Licenciado en Ciencias Jurídicas y Sociales en la Universidad de Chile, titulándose como abogado en el año 1988. Actualmente es profesor titular de Derecho Administrativo en la Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Chile. Es Jefe de la Unidad Regulatoria del Estudio Philippi, Irarrázaval, Pulido, Brunner y Cía., del cual es socio. A la fecha ha publicado múltiples trabajos en las áreas del Derecho Público, especialmente en el ámbito del Derecho Administrativo. Ha realizado, además, diversas asesorías, consultorías e investigaciones y estudios en los mismos campos.

- - - - - -


En primer término, la Comisión recibió al señor Mendoza, quien agradeció la invitación que para este efecto se le formulara, así como la nominación efectuada por la Primera Mandataria.


El señor Mendoza se refirió al contexto en que surgió la Contraloría General de la República en nuestra vida institucional, a las diferentes fases que ha atravesado en sus ochenta años de existencia, para concluir en los aspectos en que debe avanzarse para insertarla adecuadamente, en el siglo XXI, en el marco de la modernización del Estado y de sus órganos.


En esta perspectiva, destacó los que se reseñan a continuación.


En primer lugar, mencionó el necesario resguardo de su autonomía constitucional, que no la entiende en términos absolutos sino que, en el marco de la institucionalidad estatal de la que forma parte, se traduce en la independencia en el ejercicio de sus atribuciones.


Luego aludió a la debida transparencia en el ejercicio de sus funciones.  Sobre este particular, afirmó que, en general, la ciudadanía desconoce los procedimientos que ella utiliza, lo que no se condice con la necesaria certeza y bilateralidad que los ciudadanos deben percibir en su actuar.


Enseguida planteó la conveniencia de que ese Órgano de Control lleve adelante el programa de auditorías que le corresponde efectuar sobre la base de un criterio de focalización, sistemática o programada, sin el propósito de entrabar el cumplimiento de la función administrativa, sino que de prevenir y controlar.


A continuación se hizo cargo del papel que debe cumplir la Contraloría en el proceso de externalización de los servicios que corresponde proveer al Estado, pero que éste ha confiado a los particulares. En este punto resaltó que los fondos públicos que se entregan a los privados deben ser objeto de control oportuno, inspirado en el principio de tutela administrativa efectiva y de colaboración con la Administración.


Aludió, asimismo, al adecuado ejercicio de la potestad dictaminante, en el que debe observarse la debida coherencia, de modo de proporcionar certeza tanto a la Administración cuanto a los ciudadanos.


Finalmente, se refirió al respeto y al reconocimiento que corresponden al desempeño de los funcionarios, tanto de la Contraloría General como del resto de la Administración Pública. Recordó que la Constitución Política asegura a éstos la carrera funcionaria, la que no se reduce al ascenso progresivo de un cargo a otro sino que implica, en su concepto, el reconocimiento de la posibilidad de especialización profesional, superar el halo de secreto que envuelve a los sumarios administrativos, el otorgamiento de estímulos o premios y otros elementos que coadyuven al mejor desempeño sus cargos y, en definitiva, en el caso de la Contraloría, a una fiscalización de mejor calidad.


El señor Mendoza concluyó su intervención indicando que todo lo anterior se orienta a resguardar debidamente el Estado de Derecho, a prevenir la irrupción de actos de corrupción de manera masiva, a facilitar la obtención del bien común y a acercar al ciudadano a la Contraloría General de la República.


A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gómez, ofreció la palabra a los señores Senadores presentes, los cuales agradecieron la presencia del señor Mendoza y valoraron sus antecedentes profesionales.


En primer término usó de la palabra la Honorable Senadora señora Alvear, quien advirtió que si se redujera esta discusión exclusivamente al nombre del Contralor, se oscurecería otro debate más fundamental, cual es el del sentido que en la actualidad tiene este órgano constitucional.


Explicó que la Contraloría está encargada de controlar a la Administración Pública en dos ámbitos básicos. Por una parte, ejerce un control jurídico a través de la "toma de razón" y la emisión de dictámenes, fuente de una rica jurisprudencia administrativa.


Por otro lado, agregó, a la Contraloría le compete fiscalizar el ingreso y la inversión de los fondos públicos. La ley le da amplias facultades fiscalizadoras que le permiten requerir información, examinar libros y cuentas, efectuar auditorías e, incluso, perseguir responsabilidades administrativas y civiles a través de sumarios y juicios de cuentas.


De las funciones descritas, destacó que la última parece funcionar adecuadamente, como lo sugieren los hallazgos en Chiledeportes. La función de control jurídico, en cambio, se ve afectada por diversos fenómenos que reclaman atención.


Entre ellos mencionó, primeramente, el alto número de documentos que deben ser examinados, reduciendo correlativamente las posibilidades de un examen profundo. El año 2005, dijo, se presentaron a toma de razón más de doscientos mil decretos y resoluciones y se emitieron, además, casi 24.000 dictámenes, con lo que cada día hábil viene a representar cerca de 900 actos y 90 dictámenes.


En segundo lugar, señaló que el carácter obligatorio y preventivo de este trámite, considerando las magnitudes indicadas y la ausencia de plazos fatales, provoca inevitables retrasos en las decisiones administrativas con merma de su eficiencia.


Por último, hizo presente que, motivada por lo anterior, la Contraloría ha eximido numerosos actos del trámite de toma de razón, exigiendo que sólo sean registrados. Informó que así ocurrió con ¡más de trescientos mil actos! -más de 1.000 por día hábil- en el año 2005.


Resaltó, además, que últimamente, la Corte Suprema añadió una nueva restricción, al dictaminar que el control jurídico de la Contraloría debe ser formal y no puede sustituir a la actividad jurisdiccional como sede de resolución de conflictos entre particulares.


Enseguida hizo notar que la ley N° 19.817, de 2002, excluyó de la competencia contralora los aspectos de mérito o de conveniencia envueltos en las decisiones políticas o administrativas.


Afirmó que si se compara la situación descrita en los párrafos anteriores con países cuyo nivel de desarrollo es semejante o superior a Chile, nuestra estructura parece deficiente.


En efecto, dijo, lo regular es que los países de tradición continental -a la que pertenecemos- cuenten con Tribunales de Cuentas autónomos, restringidos al control contable; con Tribunales Contencioso Administrativos, que desempeñan un control de juridicidad ex post, que garantiza especialización y debido proceso; y, adicionalmente, unidades de control interno en los servicios públicos.


En algunos casos, añadió, se cuenta también con organismos que evalúan técnicamente la calidad de las políticas públicas, y con Defensores del Pueblo, a cargo de interceder por los ciudadanos ante la Administración y realizar informes.


Considerando lo anterior,  afirmó que resultaría conveniente reestructurar profundamente nuestro sistema de control, en especial en momentos en que algunos proyectos de ley discutidos en el Congreso Nacional podrían afectarlo directa o indirectamente, como los del Consejo de Auditoría Interna y el referido al Defensor del Ciudadano.


Sostuvo que parece necesario articular adecuadamente a los distintos actores que intervienen en la función de control, de modo que cada uno tenga un sentido claro en el marco de un conjunto eficaz.


Una fórmula razonable, a su juicio, sería la de concentrar a la Contraloría en el control contable y las auditorías; crear Tribunales Contencioso Administrativos independientes del Gobierno que asuman las funciones jurídicas de aquélla y controlen ex post, a requerimiento de un interesado, y fortalecer las unidades de control interno en los servicios públicos, que podrían tener funciones de control ex ante, por la vía de hacerlas obligatorias y autónomas del respectivo jefe del Servicio.


Toma sentido en esto un instituto que evalúe la calidad de las políticas públicas, como se ha propuesto. Del mismo modo, agregó, los nuevos tribunales podrían reclutar a los mismos profesionales de la Contraloría, lo que permitiría aprovechar su experiencia y vocación de servicio y reducir los costos de esta reforma que, por su naturaleza, supondría alterar la Constitución.


Su planteamiento, resumió, es potenciar y perfeccionar el control financiero y las auditorías a cargo de la Contraloría; darle autonomía económica y reforzar sus funciones de control contable y de auditoría financiera. Debe, además, facultársele para que en los sumarios que instruya decida las medidas sancionatorias y no se limite a proponerlas, como pasa hoy. Debe, finalmente, dársele facultades para contratar auditorías externas y para intensificar el uso de las tecnologías informáticas, de manera que toda la información que genere esté a disposición de los particulares en Internet. Esto supone eliminar la toma de razón en asuntos que no tengan naturaleza contable o presupuestaria.


Señaló que es buena hora para establecer Tribunales Contencioso Administrativos y reemplazar la función de control de legalidad que desempeña la Contrataría en aquellos asuntos que no sean contables ni presupuestarios.


Se trataría, explicó, de tribunales especializados para conocer de las reclamaciones de los ciudadanos contra la Administración Pública mediante un procedimiento expedito, público, eficaz y de carácter general, lo que representaría un gran avance de cara a la heterogeneidad de los 120 procedimientos especiales de esta naturaleza que existen actualmente, los que, además, están entregados a diferentes tribunales.


Sostuvo que un sistema de esta naturaleza presenta múltiples ventajas.


Al ser un control especializado mejorará la actuación de los tribunales en defensa de los derechos de los ciudadanos. No tendría las restricciones que tiene el control de legalidad que realiza la Contraloría, pues no se limitará a un mero control de forma. Contará con las garantías de un debido proceso, que actualmente no está resguardado en las presentaciones que se realizan ante la Contraloría. Al ser un control ex post y a requerimiento de parte se limitará el número de materias a conocer, permitiendo un análisis jurídico más detenido


No basta, señaló, con un simple aumento de la planta y recursos de la Contraloría, como algunos han planteado, con mucho ruido pero poca seriedad.


Afirmó que esta etapa que comienza con un nuevo Contralor General de la República, representa una oportunidad inigualable para abordar estas materias y lograr una profunda reforma y que ésta debiera ser la tarea del nuevo Contralor.


En ello, adelantó que el nuevo Contralor contará con su apoyo, que es, a la vez, un mandato para que se avance en un sistema distinto y moderno, acorde a lo que necesita el Chile de hoy.


El Honorable Senador señor Espina expresó que este proceso de nominación se caracteriza por contar con una carga adicional derivado de la especial expectativa por saber si se llevará adelante el proceso modernizador de la Contraloría General.


En efecto, dijo, diversas iniciativas modernizadoras han fracasado y ese Órgano de Control sigue siendo, junto al Poder Judicial, una institución apreciada como difícil de modernizar.


En este contexto, formuló diversas apreciaciones.


Por una parte, dijo que las funciones clásicas de la Contraloría en materia de control de los recursos públicos y de la juridicidad de los actos debe agregarse el control de mérito de las políticas públicas. En efecto, explicó que normalmente los recursos destinados a programas sociales se traspasan y gastan cumpliendo las formalidades del caso. Sin embargo, no existe un control posterior acerca de la eficacia del respectivo gasto.


Por otra parte, aludió al déficit de personal e infraestructura que se observa en la institución para que ella cumple adecuadamente sus fines.


Luego, aludió a la autonomía que debe caracterizar la gestión del Contralor. Éste, dijo, debe dar garantía de ello tanto al Gobierno como a los distintos sectores políticos, más aún en la actualidad, en que se observan mayores presiones.


Por último, se refirió a la utilización indebida del aparato del Estado que se ha observado en recientes campañas electorales.


Sobre estos puntos pidió conocer la opinión del señor Mendoza.


El Honorable Senador señor Larraín expresó que la labor que desarrolla actualmente la Contraloría respecto al control de legalidad de los actos de la Administración hace necesario que este órgano cuente con los recursos humanos necesarios, de independencia económica y de imperio a sus decisiones, para hacer efectiva la atribución que establece la Constitución de 1980.


Al respecto, hizo algunas proposiciones concretas.


La primera se refiere a la autonomía financiera del Órgano Contralor.


Sobre el particular, manifestó que es indispensable dotar a este Organismo de Control de autonomía financiera, la que se debe traducir en el otorgamiento de recursos suficientes para el cumplimiento integral de sus atribuciones fiscalizadoras, debiendo éstas estar garantizadas por el legislador de un modo permanente, para así no tener que depender, anualmente, de lo que se decida en la Ley de Presupuestos.


En segundo lugar, postuló la ampliación de facultades para fiscalizar empresas del Estado.


A este respeto, sostuvo que se hace necesario que se restablezca la plena competencia de la Contraloría General para fiscalizar la regularidad de las operaciones de todas las empresas del Estado, especialmente en lo que se refiere a las normas relativas al personal de esas entidades, sin perjuicio de las facultades que pueden corresponderé a la Dirección del Trabajo.


Enseguida, en cuanto a la aplicación de medidas disciplinarias, hizo notar que la Contraloría General en el ámbito municipal no está dotada de potestad para aplicar medidas disciplinarias, sino que tan solo para proponerlas de acuerdo con el mérito de los sumarios administrativos que instruye, las cuales pueden ser acogidas o cambiadas por la autoridad respectiva o el alcalde.


Resulta necesario, entonces, dotar de facultades sancionadoras a la Contraloría General, siendo insuficiente el trámite de toma de razón en estos casos.


A continuación, se refirió al incumplimiento de dictámenes e informes que se observa en el sector municipal.


En esta materia, advirtió que algunas municipalidades dilatan o no dan cumplimiento debido a los dictámenes e informes de fiscalización emanados de la Contraloría General, no obstante que la ley N° 10.336 da a tales pronunciamientos el carácter de obligatorios.


Por ello, agregó, se requiere dotar a este Organismo de Control de potestades que le permitan hacer cumplir, de manera eficaz, por parte de los alcaldes y funcionarios renuentes, los dictámenes e informes de fiscalización que emite.


En cuanto al personal de la Contraloría General.  Señaló que se requiere en forma urgente una nueva planta institucional que permita desarrollar a cabalidad la función fiscalizadora.


Resaltó que la planta de la Contraloría General es esencialmente la misma desde 1981, lo que unido a lo limitado de sus recursos, no le permite desarrollar un control integral, teniendo presente, además, los múltiples requerimientos de información e intervención que en la actualidad, en las más diversas materias y situaciones, este Organismo de Control debe atender.


Luego, manifestó que para el adecuado control de las adquisiciones de bienes y de servicios y otras contrataciones que realizan las entidades del sector público, resulta necesario que el Contralor General o sus delegados puedan citar a declarar a toda persona del sector privado, especialmente a los ex funcionarios públicos, o para requerir de ellos los documentos y antecedentes que posean sobre las operaciones investigadas.


En relación con la responsabilidad administrativa, propuso establecer el recurso de apelación ante la Contraloría General de la República respecto de los procedimientos disciplinarios instruidos por los servicios públicos, a fin de cautelar en su integridad la garantía constitucional del debido proceso y los derechos del empleado, velando por la juridicidad de los actos de la Administración del Estado.


También abordó la necesidad de extender al ámbito de las funciones de la Contraloría la plena aplicación de los principios de publicidad y transparencia en el ejercicio de sus tareas y en la entrega de todos los antecedentes.


Finalmente, coincidió con la necesidad de introducir modernizaciones en el ámbito de la contabilidad general de la Nación, fundamentalmente a través de la utilización del sistema de auditorías focalizadas.


Sólo el fortalecimiento de las atribuciones de la Contraloría General de la República, afirmó, permitirá que ella realice una fiscalización de tipo finalista y no formal, trascendente, oportuna, educativa y orientadora, centrada en el respecto al Estado de Derecho, la probidad, la defensa del patrimonio y la transparencia.


El Honorable Senador señor Muñoz, don Pedro, manifestó que para materializar el propósito de modernizar la Contraloría General se requiere no sólo la disposición o capacidades del Contralor que se designe sino la de todos los actores involucrados.


Hizo notar que, en general, se ha observado que los Contralores han cumplido su tarea con independencia y que no han sido susceptibles de presiones. Las falencias observadas, agregó, han derivado de distintas razones propias del actuar de cada funcionario, mas no de una política conciente en el sentido de no cumplir ciertas obligaciones.


Refiriéndose a algunas deficiencias que deberían atenderse, puso de manifiesto la necesidad de llegar a fondo en las investigaciones en que aparecen municipios comprometidos.


Concordó en dotar a la Contraloría de las potestades necesarias para realizar adecuadamente sus funciones fiscalizadoras.


Connotó que a lo largo de nuestra historia republicana se observa que la Contraloría ha enmarcado su acción dentro de los márgenes constitucionales, sin dejarse influir por discusiones de índole política.


Por otra parte, se preguntó cómo enfrentar la posibilidad de fiscalizar a las empresas públicas en cuanto a su personal, habida consideración de que éste se rige por el Código del Trabajo y no por el Estatuto Administrativo.


Por último, destacó que el proceso modernizador del máximo Órgano de Control dependerá no sólo del diagnóstico y acciones del futuro Contralor, sino también de las iniciativas que el Ejecutivo resuelva presentar a tramitación legislativa y de las decisiones que el Congreso Nacional adopte sobre el particular.


El Honorable Senador señor Bianchi señaló que concurría a la sesión con el objeto de contar con los antecedentes necesarios para adoptar un pronunciamiento informado frente a la propuesta de la Primera Mandataria.


A la vez, puso de manifiesto la importancia de que el titular que asuma visite las regiones para evaluar el desempeño de las dependencias regionales de ese organismo y fortalecer la acción contralora en ese ámbito.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gómez, formuló diversos planteamientos.


En cuanto a la modernización de la Contraloría enfatizó que se trata de un proceso indispensable, cuya importancia la Comisión debería poner de relieve en su informe en esta oportunidad.


Afirmó, sin embargo, que el Contralor cuenta con amplias atribuciones, por lo que si bien dicho proceso puede suponer mayor cantidad de personal, éste también debe ser más calificado y más eficiente.


Desde otro punto de vista, resaltó que no debe verse a la Contraloría cono una “policía” que solamente vigila el desempeño de los funcionarios públicos, sino que la Administración debe ser apoyada por ésta, de modo que sus funcionarios puedan acudir a ella con facilidad y en forma directa.  Agregó que debe existir una conexión directa entre la Contraloría y el aparato público.


Comentando una observación del Honorable Senador Espina, opinó que la Contraloría no puede interferir en el cumplimiento de las políticas públicas.


Asimismo, destacó la autonomía que debe caracterizar el desempeño del Contralor.  Éste, acotó, debe cumplir sus importantes facultades en forma autónoma respecto del Gobierno, de los partidos políticos y de los demás actores políticos, de modo que sus decisiones apunten a fortalecer el Estado.


Del mismo modo, sin perjuicio de advertir que existen temas complejos, que se vinculan a los principios de las personas, insistió en que el Contralor debe asumir sus decisiones en forma independiente de toda consideración extraña a la juridicidad de los actos que le corresponda examinar.


El señor Mendoza atendió a los planteamientos formulados.


En primer lugar, respecto de lo señalado por la Honorable Senadora señora Alvear, expresó que cuando existe multiplicidad de instituciones, tiende a haber fronteras difusas. Sin embargo, destacó que, tratándose de la Contraloría, lo destacable es que ella ha traducido el ejercicio de las facultades fiscalizadoras y que ha tenido éxito en este empeño. Connotó que, en efecto, ella se ha apartado de su concepción original, según la cual era el resumidero del Tribunal de Cuentas, de las Oficinas de Control Hacendario y de las Tesorerías. Siguió un derrotero constitucional diferente que la distinguen de las Contralorías de otras naciones de la región y ha construido un sistema eficaz de fiscalización, pese a que, como ha dicho, debe ser objeto de los ajustes necesarios para enfrentar el nuevo siglo.


En cuanto a control de mérito, observó que se trata de un tema complejo que nunca se ha resuelto del todo. Sin embargo, agregó, la teoría interpretativa finalista desarrollada por el ex Contralor señor Aylwin solucionó de algún modo la cuestión, de modo que la Contraloría ha podido entrar al fondo de las decisiones en razón del cumplimiento de los fines.


Ello se relaciona con el tema del uso de los fondos públicos, aun cuando allí no hay control de mérito por cuanto los fondos se gastan en lo debido o se incurre en delito.


Tocante a la adopción de decisiones por el Contralor General, expresó que si fuere designado en dicho cargo no antepondría factores valóricos a dichas decisiones.


En relación al tema del volumen de personal de la Contraloría, opinó que debía atenderse más bien a la especialización de las funciones y a la adecuada remuneración de los funcionarios para asegurar mayores niveles de excelencia.


Añadió que el personal con que la Contraloría cuenta tiene la calificación profesional necesaria como para emprender la tarea modernizadora.


Respecto del uso indebido del aparato público en las campañas electorales, sostuvo que el Contralor dispone de las herramientas  suficientes para enfrentarlo y que lo decisivo es ejercer dichas atribuciones.


Acerca del imperio de las decisiones de la Contraloría, sostuvo que éste se relaciona con la fuerza vinculante de los dictámenes, que no es directa.  Aclaró que es el jefe superior de un Servicio o el particular que requiere el dictamen el que queda a cargo de instar por su cumplimiento.


Por otra parte, concordó que sería muy deseable que el Órgano de Control dispusiera de facultades de imperio respecto de los municipios.


Sobre la calidad de funcionarios de confianza del personal de la Contraloría, opinó que resulta anacrónica. Abogó por la existencia de la carrera funcionaría, agregando que la calidad de funcionario de confianza debería alcanzar sólo hasta el nivel de jefe de división.


En relación al estatuto que rige a los funcionarios de las empresas del Estado, hizo notar que, en la generalidad de los casos, la Contraloría entiende que el Código del Trabajo es un estatuto más de los diversos que se aplican a diferentes sectores de la función pública. De este modo, dichos trabajadores no están exentos de la fiscalización de la Contraloría, salvo que las leyes orgánicas de las respectivas empresas dispongan expresamente algo diferente. En otras palabras, acotó, en esta materia interesa precisar en cada caso el estatuto aplicable, pero también la forma en que el Contralor ejerce sus atribuciones.


Desde otro punto de vista, propuso que la cuenta anual del Contralor debería abarcar líneas de trabajo en materia de modernización, de manera de poder verificar periódicamente los avances que se registren en este ámbito.


Finalmente, concordando con la importancia del trabajo de las oficinas regionales del organismo, planteó la necesidad de fortalecer el proceso de descentralización al interior de la Contraloría General, que reemplace el simple sistema de delegación que hoy existe.


El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Viera-Gallo, agradeció la celebración de esta sesión, las intervenciones de los señores miembros de la Comisión y la participación del señor Mendoza.


Connotó que ésta ha servido para clarificar puntos de gran trascendencia y puso de manifiesto la decidida voluntad del Gobierno de avanzar en el proceso de modernización de la Contraloría General de la República.


Agregó que debía tenerse  presente las dificultades existentes para buscar formas de superarlas. A este respecto, recordó que en 1992 el Gobierno envió a tramitación una iniciativa que sustituía enteramente la Lev Orgánica del Órgano Contralor, que se hacía cargo de muchos de los problemas planteados precedentemente y que, sin embargo, no prosperó.


Destacó, asimismo, leyes recientes que abordando aspectos parciales, no han ofrecido soluciones satisfactorias.


Aludió, además, a un anteproyecto que le fuera entregado por don Sebastián Pinera, con el cual hay tanto puntos de coincidencia como de discrepancia.


Instó a la Comisión a considerar la posibilidad de formar un grupo de trabajo que integre a la Oposición, al Gobierno y a la propia Contraloría, para avanzar en esta materia, comprometiendo la voluntad del Gobierno de apoyar esa tarea y de elaborar posteriormente las iniciativas legales que fueren necesarias.


El Honorable Senador señor Larraín expresó que había temas muy debatibles y que lo esencial en este momento, además del nombramiento, era dar la señal de apertura de un proceso modernizador.


El Honorable Senador señor Espina precisó que lo pertinente en esta oportunidad era dar trámite a la proposición de la Jefa de Estado y, por tanto, prefirió no pronunciarse sobre la posible formación de otras instancias de trabajo. Agregó que, no obstante las diferencias de criterio observadas, habrá voluntad de avanzar en lo que sea posible.


En estas circunstancias, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gómez, sugirió a la Comisión incorporar al informe una declaración unánime que dé cuenta de la necesidad de impulsar un proceso de renovación y modernización de la Contraloría General de la República, así como de los temas específicos que requerirán especial atención.


Unánimemente se acogió este planteamiento y se procedió a dar redacción a dicho acuerdo.


El texto acordado por la Comisión es el siguiente:


"La ley N° 10.336, de 1952, Ley Orgánica de la

Contraloría, ha sido objeto en los últimos años de diversas modificaciones que han incrementado su presupuesto, han mejorado los grados y remuneraciones de su personal e introducido asignaciones de responsabilidad y control y, en especial, debe mencionarse la ley N° 19.817, del 2002, que redujo el plazo de toma de razón o permitió posponerlo, y reforzó la facultades de la Contraloría.


Esta Comisión estima oportuno dejar constancia de la común voluntad de los Senadores que la integran en orden a la necesidad de impulsar un nuevo y profundo proceso de modernización y renovación de la Contraloría General de la República, para que ésta pueda cumplir cabalmente las funciones que la Constitución Política le entrega.


Dicho proceso debe orientarse a lograr un control más eficiente e integral de los actos de la Administración, para evitar desviaciones de poder, actos penados por la ley o faltas administrativas y asegurar un correcto desempeño de los funcionarios públicos.


Para alcanzar tales objetivos, esta Comisión estima necesario modificar la actual Ley Orgánica de la Contraloría General de la República e insta al Gobierno a impulsar esta iniciativa y espera que el nuevo Contralor lo asuma como una prioridad.


El proceso de modernización no sólo debe abocarse a los temas de organización interna de la Contraloría, entre ellos el establecimiento de una carrera funcionaria para sus miembros, sino también estudiar los diversos órganos de control que en estos años se han creado o están en actual discusión, para asegurar que en el país exista un coherente sistema de control que tenga como eje a la Contraloría General de la República.


Entre los temas que requerirán especial atención, esta Comisión hace presente los siguientes:


1.- Naturaleza y alcance de las facultades de control, en especial de la función de inspección y auditoría.


2.- Ampliación   de   facultades   normativas y jurisdiccionales, mientras no se creen los Tribunales Contencioso Administrativos.


3.-  Control contable.


4.-  Fortalecimiento de la potestad sancionatoria.


5.-  Nueva planta institucional.


6.-  Transparencia en el ejercicio de sus funciones.


7.-  Carácter nacional y regional en el desempeño de su labor.


El proceso modernizador antes mencionado deberá tomar en consideración las experiencias de países que en esta materia han dado pasos significativos en la dirección indicada.


La Contraloría debe contribuir a que la Administración Pública pueda cumplir con los principios que establece su Ley de Bases, como son los de responsabilidad, eficiencia, eficacia, coordinación, impulsión del proceso administrativo, impugnabilidad de los actos administrativos, transparencia, publicidad y acceso a la información pública.”.

- - - - - - -


La Comisión revisó los antecedentes relativos a este asunto y constató que el procedimiento seguido en este caso se ha ajustado a las prescripciones constitucionales sobre designación del Contralor General de la República y que se han cumplido los requisitos exigidos por el artículo 98 de la Carta Fundamental.


- En virtud de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de sus miembros, los Honorables Senadores señor José Antonio Gómez Urrutia (Presidente), señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández y Pedro Muñoz Aburto, tiene el honor de informaros que en la proposición para nombrar a don Ramiro Mendoza Zúñiga como Contralor General de la República se ha dado cumplimiento a los requisitos, formalidades y procedimientos previstos por el ordenamiento jurídico vigente.

- - - - - -


Acordado en sesión celebrada el día 4 de abril de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señor José Antonio Gómez Urrutia (Presidente), señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández y Pedro Muñoz Aburto.


Sala de la Comisión, a 4 de abril de 2007.

(Fdo.):Nora Villavicencio González,

Abogada Secretaria
_924333119

